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SECCION SEGUNDA___________
Delegación del Gobierno en Aragón Núm. 16.347

Con fecha 2 de octubre de 1990, la Delegación del Gobierno en Aragón 
efectuó pliego de cargos dirigido a doña Maria-Teresa Lázaro Igual, con 
domicilio en esta capital (calle Salvador Minguijón. 22. primero C), titular 
del establecimiento denominado El Edén, sito en esta capital (calle Lorente, 
núms. 45 y 47), en el que literalmente se decia:

«El delegado del Gobierno ha dictado providencia disponiendo se proceda 
a iniciar expediente sancionador a Maria-Teresa Lázaro Igual, en virtud de 
la denuncia formulada por la Policia Local, en la que se recogen los hechos 
por los que se formula el siguiente pliego de cargos:

Que. como consecuencia de una denuncia vecinal, los agentes actuantes 
se personaron el día 23 del pasado mes de septiembre, a las 4.30 horas, en el 
establecimiento de su titularidad, denominado Pub El Edén, pudiendo 
comprobar que el mismo permanecía abierto a dicha hora, con unas quince 
personas en su interior efectuando consumiciones y la música en funciona­
miento. lo que alteraba la convivencia social al impedir el descanso de los 
vecinos.

Como quiera que ello pudiera constituir infracción al artículo segundo 
de la Ley 45 de I959.de 30 de julio (“BOE"núm. 182. de 31-7-59). así como 
el apartado 35 del artículo 81 del Reglamento General de Policía de Espec­
táculos Públicos y Actividades Recreativas, aprobado por Real Decreto 
2.816 de 1982. de 27 de agosto (“BOE" núm. 267. de 6-11-82). se le participa 
cuanto antecede para que. de conformidad con lo dispuesto en el apartado 14 
del artículo l.° del Decreto de 10-10-58. dictado según lo dispuesto en la 
disposición final l.-A de la Ley de Procedimiento Administrativo, pueda 
efectuar ante este Centro cuantas manifestaciones considere oportuno en 
defensa de su derecho, en el plazo de ocho días hábiles, contados a partir 
del siguiente a la fecha de recibo del presente escrito.»

Habiendo resultado desconocida la expedientada en los domicilios 
anteriormente indicados, se procede por el presente a dar cumplimiento a lo 
dispuesto en el apartado 3 del articulo 80 de la Ley de Procedimiento 
Administrativo.

Lo que se publica en este periódico oficial a efectos de que sirva de 
notificación a la expedientada.

Zaragoza, 9 de marzo de 1990. El secretario general. Juan-.losé 
Rubio Ruiz.

Núm. 16.970
Con fechas 23 de febrero y 15 de septiembre de 1988, la Delegación del 

Gobierno en Aragón impuso a la entidad Actividades Recreativas, S. A., 
gestora de la Sala de Bingo Peña l aurina del Carmen, con domicilio en esta 
capital (calle Pardo Sastrón, 2). sanciones por importe de 50.000. 150.000 y 
100.000 pesetas, respectivamente, por infracciones a la normativa vigente 
sobre juegos de suerte, envite o azar.

Al haber resultado firmes y ejecutivas, con esta misma fecha se remite 
al limo, señor delegado de Hacienda el original del aval núm. 195.763. al 
objeto de que se ejecute contra el mismo la deuda de 300.000 pesetas, a la 
par que se ordena su ingreso en el Tesoro público, quedando el remanente a 
disposición de mi autoridad.

Lo que le participo para su conocimiento y efectos.

Habiendo resultado imposible la notificación a la sancionada en el 
domicilio antes citado, se procede por el presente a dar cumplimiento a lo 
dispuesto en el número 3 del artículo 80 de la vigente Ley de Procedimiento 
Administrativo.

Lo que se publica en este periódico oficial a los efectos de que sirva de 
notificación a la expedientada.

Zaragoza, 6 de marzo de 1990. El delegado del Gobierno. Carlos 
Pérez Anadón.
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SECCION CUARTA
Delegación de Hacienda 
de Zaragoza
SECCION DEL PATRIMONIO DEL ESTADO Núm. 18.098

Se tramita en esta Delegación de Hacienda (Sección del Patrimonio del 
Estado) expediente de enajenación de la parcela 454 del polígono 8-9, de! 
término municipal de Figueruelas (Zaragoza), promovido por Miguel 
M uñoz M uñoz, mediante solicitud de adjudicación directa, en su condición 
de ocupante de la parcela; mediante el presente anuncio se pone en conoci­
miento del señor Muñoz que la finca rústica en cuestión ha sido posterior­
mente objeto de solicitud por Josefa Castán Castán, propietaria de la finca 
colindante con aquélla, al amparo de lo dispuesto en el Reglamento para la 
aplicación de la Ley del Patrimonio del Estado.

De conformidad con lo prevenido en los artículos 23 y 91 de la vigente 
Ley de Procedimiento Administrativo, se da audiencia al señor Muñoz en 
el expediente, a la vista en la Sección del Patrimonio del Estado (Delegación 
de Hacienda, segunda planta), durante un plazo de diez días, contados a 
partir del siguiente al de la publicación del presente anuncio, para que alegue 
o presente los documentos y justificantes que considere pertinentes. ,

Zaragoza, 16 de marzo de 1990. El delegado de Hacienda, José-María 
Aranda Tomás.

SECCION QUINTA___________ _
Excmo. Ayuntamiento de Zaragoza Núm. 8.590

El Excmo. Ayuntamiento Pleno, en sesión celebrada el día 25 de enero 
de 1990, acordó aprobar el proyecto de compensación de propietario único, 
instado por Valmazán, S. L., representada por don Fernando Purroy 
Miguel.

Lo que se hace público para general conocimiento.
Zaragoza. 26 de enero de 1990. El alcalde-presidente. — Por acuerdo 

de S. E.: El secretario general.

Dirección Provincial
del Ministerio de Industria y Energía Núm. 11.738 
CORRECCION de erroresul anuncio publicado el dia 3 de marzo de 1990, 

relativo a la linea a 400 k V "La Serna-Peñajlor ".

El texto que precede a la relación de afectados debe decir:
Necesidad de ocupación de bienes o derechos para el establecimiento de 

la línea eléctrica a 400 kV "La Serna-Peñafior”.
A los efectos prevenidos en los artículos 15 y 16 del Reglamento apro­

bado por Decreto 2.619 de 1966. de 20 de octubre (“BOE" 24-10-66). se 
somete a información pública la declaración de necesidad de ocupación 
solicitada por Red Eléctrica de España. S. A., para la instalación de la linea 
a 400 kV "La Serna-Peñafior". cuya declaración en concreto de utilidad 
pública fue concedida por la Dirección General de Energía, con fecha 3 de 
noviembre de 1989 ("BOE" 5-12-89). llevando implícita tal declaración la 
imposición de servidumbre forzosa de paso de energía eléctrica, a tenor del 
articulo 14. párrafo l.°. del Decreto 2.619 de 1966. de 20 de octubre, y no 
habiendo llegado Red Eléctrica de España. S. A., titular de la instalación y 
solicitante de la servidumbre, a un acuerdo de adquisición o indemnización 
con todos los propietarios afectados por la misma, se transcribe a continua­
ción la relación completa e individualizada de los interesados, con los que 
no ha sido posible dicho acuerdo, y de sus bienes y derechos afectados, en 
cumplimiento con lo dispuesto en el articulo 16 del Decreto citado.

A dicha relación debe añadirse lo siguiente: •
Parcela núm. 471. del término municipal de Zaragoza, paraje de 

“ I orrozuelos" (Peñailor).
Propietario: Herederos de don Emilio Espiau Monforte. representados 

por doña Marina Espiau Vicente.
Derechos afectados: Servidumbre de 116 metros lineales de vuelo.

Asimismo, donde dice: "Lo que se hace público... para la identificación 
de sus bienes", debe decir:

Cualquier persona, dentro de los quince días siguientes a la publicación 
de este anuncio, podrá aportar por escrito los datos oportunos para rectificar 
posibles errores en la relación indicada, asi como formular las alegaciones 
procedentes por razón de lo dispuesto en los artículos 25 y 26 del mencio­
nado Decreto 2.619 de 1966. de 20 de octubre, a cuyo efecto estará expuesto 
el expediente, con el proyecto de instalación, en esta Dirección Provincial, 
sita en plaza del Pilar, 14 (edificio Delegación del Gobierno).

Zaragoza. 7 de marzo de 1990. El director provincial. José-Luis 
Martínez Lainez.

Tesorería Territorial 
de la Seguridad Social
UNIDAD DE RECAUDACION NUM. 1

Subasta de bienes muebles Núm. 17.203
Don Aurelio Auseré Bara, recaudador ejecutivo de la Tesorería Territorial 

de la Seguridad Social en la Unidad de Recaudación Ejecutiva número I 
de esta capital;
Hace saber: Que en el expediente administrativo de apremio que se 

instruye en esta Unidad contra Computers Training Aragón, S. A., por 
débitos de Seguridad Social, régimen general, importantes 961.491 pesetas 
de principal, más 197.050 pesetas de apremio al 20 % y 200.000 pesetas 
presupuestadas para costas a resultas, se ha dictado con fecha 15 de marzo 
de 1990 la siguiente

«Providencia. — Autorizada por el tesorero territorial de la Seguridad 
Social con fecha 14 de marzo de 1990 la subasta de bienes muebles propiedad 
de la empresa deudora Computers Training Aragón, S. A., embargados por 
diligencias de fechas 29 de marzo y 14 de julio de 1989 en procedimiento 
administrativo de apremio seguido contra dicha deudora, procédase a la 
celebración de la citada subasta el dia 24 de abril de 1990, a las 9.00 horas, 
en los locales de esta Unidad de Recaudación (sita en calle Costa, núm. L 
cuarto izquierda, de esta ciudad), y obsérvense en su trámite y realización 
las prescripciones de los artículos 137, 138, 139 y 140 del Reglamento General 
de Recaudación de los recursos del sistema de la Seguridad Social.»

Notifíquese esta providencia al deudor y al depositario y, en su caso, a 
los acreedores hipotecarios y pignoraticios.

En cumplimiento de dicha providencia se publica el presente anuncio y 
se advierte a las personas que deseen licitar en dicha subasta lo siguiente:

1.9 Que los bienes embargados a enajenar son los que a continuación 
se detallan:

Lote único
Una mesa de despacho, color marrón, con bloque de cuatro cajones.
Un sillón de despacho, tapizado en tela.
Un ordenador "Lam 10", teclado y monitor.
Una impresora marca “PDM 3000".
Siete sillas, tapizadas en tela color marrón y verde.
Dos mesas de despacho, color crema.
Dos perchas metálicas, un extintor marca "Parsi"y tres papeleras.
Tres cuadros con litografías marinas.
Una mesa de despacho, metálica.
Un armario metálico, color marrón.
Cincuenta y ocho sillas de armazón metálico y skai.
Dos ordenadores “Lam 10". con monitor.
Un ordenador “Commodore 64".
Una impresora marca “Star SG-10".
Cuatro mesas de tablero de 2.3 x 1.5 metros.
Un monitor, fósforo verde, marca “PCW 8256".
Una fotocopiadora marca “Ricoh M-3".
Cuatro ordenadores “Amstrad", modelo 1512.
Tasación. 907.000 pesetas.
2.9 Los bienes se hallan en poder del depositario don Julio Puyuelo 

Caballer. domiciliado en la calle Pina de Ebro. núm. 3. de esta capital.
3.9 Todo licitador habrá de constituir en la Mesa de subasta fianza de, 

al menos, el 20 % del tipo de aquélla para poder licitar, con la advertencia 
de que si no completan el pago en el acto, o dentro de los cinco días siguientes 
al de la adjudicación, perderán el importe de su depósito, quedando además 
obligados a resarcir a la Tesorería Territorial de los mayores perjuicios que 
del incumplimiento de tal obligación se deriven.

4.9 En caso de no ser enajenados la totalidad de los bienes en segunda 
licitación, se celebrará almoneda durante los tres días hábiles siguientes al 
de la ultimación de la subasta, siendo proposiciones aquellas que cubran un 
tercio del tipo de subasta que rigió en la primera licitación.

Advertencias:
a) La subasta se suspenderá si se abona la deuda y las costas de 

procedimiento antes de la adjudicación.
b) Serán proposiciones admisibles en primera licitación las que cubran 

los dos tercios del tipo de tasación, y en segunda e inmediata, si la hubiere, 
las que cubran los dos tercios del nuevo tipo, que será el 75 % del que rigi° 
en primera licitación. .

c) Desde la fecha de este anuncio hasta dos días hábiles antes de 
fijado para la celebración del acto público del remate podrán hacerse 
posturas por escrito, en sobre cerrado, dirigido a la Mesa; a las Poslur®| 
deberá acompañarse, dentro del mismo sobre cerrado, fotocopia del DN 
del licitador o. si se trata de extranjeros, del pasaporte, título de viaje o de 
otro documento que acredite la identidad, en los términos señalados en los 
artículos 12 y 22 de la Ley Orgánica 7 de 1985, de I de julio, y, en sobre 
aparte, el depósito a que se refiere el número 2 del articulo 139 del Rea 
Decreto 716 de 1986, de 7 de marzo. Los sobres se conservarán cerrados en 
la Mesa y serán abiertos en el acto de la subasta, inmediatamente después 
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de celebrarse las pujas a la llana, advirtiéndose que no se dará opción a 
nuevas pujas una vez abiertos los sobres.

d) En cualquier momento posterior a aquel en que se declare desierta 
la primera licitación en subasta pública, se podrá adjudicar directamente el 
bien o lotes por un importe igual o superior al que fueron valorados en 
dicha licitación, previa solicitud a la Mesa de subasta.

e) Los licitadores, al tiempo del remate, podrán manifestar que lo 
hacen en calidad de ceder a un tercero.

f) Servirá de notificación de la subasta al deudor, acreedores hipoteca­
rios y terceros poseedores, en su caso, el anuncio del presente edicto en el 
Boletín Oficial de la Provincia.

Zaragoza, 16 de marzo de 1990. — El recaudador ejecutivo, Aurelio 
Auseré Bara.

UNIDAD DE RECAUDACION NUM. 4

Subasta de bienes muebles Núm. 16.890

Don Alfonso de Gregorio Salinas, recaudador ejecutivo de la Unidad de 
Recaudación Ejecutiva número 4;
Hace saber: Que en el expediente administrativo de apremio que se 

instruye en esta Unidad de mi cargo contra el deudor Pedro M. Chamorro 
Espinosa, por débitos de Seguridad Social, importantes 410.864 pesetas, 
más recargo de apremio y costas presentadas, en junto 532.545 pesetas, se 
ha dictado con fecha 15 de marzo de 1990 la siguiente

«Providencia. Autorizada por el tesorero territorial de la Seguridad 
Social con fecha 12 de marzo de 1990 la subasta de bienes muebles propiedad 
del deudor Pedro M. Chamorro Espinosa, embargados por diligencia de 
fecha 2 de noviembre de 1989 en procedimiento administrativo de apremio 
seguido contra dicho deudor, procédase a la celebración de la citada subasta 
el día 24 de abril de 1990. a las 11.00 horas, en las oficinas de esta Unidad de 
Recaudación Ejecutiva (sita en calle Costa, 1.4.y, centro, de esta ciudad), y 
obsérvense en su trámite y realización las prescripciones de los artículos 137. 
• 38, 139 y 140 del Reglamento General de Recaudación de los recursos del 
sistema de la Seguridad Social.»

Notifíquese esta providencia al deudor y al depositario de los bienes 
embargados y anúnciese al público por medio de edicto en la forma 
acostumbrada.

En cumplimiento de dicha providencia se advierte a las personas que 
deseen licitar en dicha subasta lo siguiente:

1.9 Que ios bienes embargados a enajenar son los que a continuación 
se detallan:

Lote núm. I

Una cafetera de dos brazos, marca “Visacrem”.
Tasación, 80.000 pesetas.
Tipo de subasta, 80.000 pesetas.

Lote núm. 2
Un televisor en color de 21 pulgadas, marca “Vanguard”.
Tasación, 25.000 pesetas.
Tipo de subasta. 25.000 pesetas.

Lote núm. 3

Una mesa de billar americano, de 2,4 x 1,2 metros, con dos palos de 
madera, dos palos de fibra de vidrio, quince bolas y un triángulo.

Tasación, 70.000 pesetas.
Tipo de subasta. 70.000 pesetas.

Total tasación. 175.000 pesetas.
Total tipo de subasta. 175.000 pesetas.
2.9 Los bienes se encuentran en poder del depositario don Pedro M. 

Chamorro Espinosa y podrán ser examinados por aquellos a quienes inte­
resen en calle Juan XXIII, núm. 4. de Sádaba (Zaragoza).

3.9 Todo licitador habrá de constituir ante la Mesa de subasta fianza, 
al menos, del 20 % del tipo de aquélla, depósito éste que se ingresará en 
firme en la Tesorería si los adjudicatarios no hacen efectivo el precio del 
remate, sin perjuicio de la responsabilidad en que incurrirán por los mayores 
Perjuicios que sobre el importe de la fianza origine la inefectividad de la 
adjudicación.

4 .° Se admitirán posturas que cubran los dos tercios del tipo de subasta.
5 .° Desde la fecha de este anuncio hasta la celebración de la subasta 

Podrán hacerse posturas por escrito, en pliego cerrado, conteniendo en el 
•dismo fotocopia del DNI y entregando en esta oficina, junto a aquél, él 
■mporte de la fianza a que se refiere el apartado tercero del presente anuncio, 
fios pliegos se conservarán cerrados por la Mesa y serán abiertos en el acto 
de la subasta, inmediatamente después de celebrarse las pujas a la llana, 
^virtiéndose expresamente que no se dará opción a nuevas pujas una vez 
abiertos los pliegos.

6 .° La subasta se suspenderá antes de la adjudicación si se hace el pago 
de los descubiertos.

7 .° El rematante deberá entregar en el acto de la adjudicación de los 
bienes, o dentro de los cinco días siguientes, la diferencia entre el depósito 
Constituido y el precio de la adjudicación.

8 .9 Los licitadores, al tiempo del remate, podrán manifestar que lo 
hacen en calidad de ceder a un tercero.

9 .9 En el caso de no ser enajenados la totalidad o parte de los mencio­
nados bienes en primera o segunda licitación, se celebrará almoneda 
durante los tres días hábiles siguientes al de la ultimación de la subasta.

10. Servirá de notificación de la subasta al deudor, acreedores hipote­
carios y terceros poseedores, en su caso, el anuncio del presente edicto en el 
Boletín Oficia! de la Provincia.

Zaragoza, 15 de marzo de 1990. El recaudador ejecutivo, Alfonso de 
Gregorio Salinas.

Tribunal Superior de Justicia de Aragón
SALA DE LO CONTENC1OSO-ADMINISTRATIVO Núm. 11.775

Por el presente anuncio se hace saber que ante esta Sala se ha interpuesto 
el recurso contencioso-administrativo número 252 de 1990. promovido por 
Dinsel. S. L.. contra resolución de 22 de diciembre de 1989, desestimando 
recurso de alzada contra resolución de la Dirección Provincial de Zaragoza 
de 14 de abril de 1989. sancionando por obtener indebidamente bonificaciones 
en las cuotas de la Seguridad Social, expediente 4.757-89E. acta 3.339-88.

Lo que se publica en este periódico oficial para conocimiento de las 
personas o entidades que puedan estar legitimadas como demandadas o 
coadyuvantes, según lo determinado en los artículos 60 y 64. en relación con 
los 29-b) y 30. de la vigente Ley de 27 de diciembre de 1956. reguladora de 
esta jurisdicción, reformada por la 10 de 1973. de 17 de marzo.

Zaragoza. 16 de febrero de 1990. El secretario. Visto bueno: El 
presidente.

Núm. 8.516

Por el presente anuncio se hace saber que ante esta Sala se ha interpuesto 
el recurso contencioso-administrativo número 193 de 1990, promovido por 
Miguel-Lorenzo Uralde García, contra acuerdo de la Dirección Provincial 
del Ministerio de Educación y Ciencia de Zaragoza de 17 de octubre de 1989 
contestando a escrito sobre determinadas reivindicaciones y en relación al 
horario de trabajo, y contra desestimación presunta, por silencio adminis­
trativo, del recurso de alzada interpuesto ante la Dirección General de 
Personal el 2 de noviembre de 1989.

Lo que se publica en este periódico oficial para conocimiento de las 
personas o entidades que puedan estar legitimadas como demandadas o 
coadyuvantes, según lo determinado en los artículos 60 y 64. en relación con 
los 29-b) y 30 de la vigente Ley de 27 de diciembre de 1956. reguladora de 
esta jurisdicción, reformada por la 10 de 1973. de 17 de marzo.

Zaragoza. 8 de febrero de 1990. El secretario. Visto bueno: El 
presidente.

Núm. 9.235

Por el presente anuncio se hace saber que ante esta Sala se ha interpuesto 
el recurso contencioso-administrativo número 194 de 1990, promovido por 
Miguel Montes Dorado, contra el Ministerio de Defensa, por resolución del 
capitán general de 11 de enero de 1990 desestimando petición del recurrente 
referida al nombramiento para turno de guardia del Gobierno Militar de 
Zaragoza.

Lo que se publica en este periódico oficial para conocimiento de las 
personas o entidades que puedan estar legitimadas como demandadas o 
coadyuvantes, según lo determinado en los artículos 60 y 64. en relación con 
los 29-b) y 30 de la vigente Ley de 27 de diciembre de 1956. reguladora de 
esta jurisdicción, reformada por la 10 de 1973, de 17 de marzo.

Zaragoza, 9 de febrero de 1990. El secretario. Visto bueno: El 
presidente.

SECCION SEXTA
P O M E R Núm. 16.960

El Concejo abierto, constituido en Asamblea vecinal, ha aprobado 
inicialmcnte su presupuesto anual para el ejercicio de 1990, cuyo estado de 
gastos asciende a 3.546.384 pesetas y el de ingresos a 3.546.346 pesetas.

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 150.1 de la Ley 39 de 1988. 
de 28 de diciembre, se somete el expediente a información pública y 
audiencia de los interesados en la Secretaría municipal por plazo de quince 
días, durante los cuales podrán presentarse las alegaciones, reclamaciones 
y sugerencias que se estimen oportunas.

Si transcurrido el plazo anteriormente mencionado no se hubieran 
presentado reclamaciones se considerará aprobado definitivamente este 
presupuesto.

Pomer. 10 de marzo de 1990. El alcalde, Millán Martínez.
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CASTILISCAR Núm. 830

Este Ayuntamiento ha aprobado la imposición y ordenación de los 
tributos que han de regir en este municipio, cuyos textos se publican a 
continuación, a tenor del artículo 17.4 de la Ley 39 de 1988, de 28 de 
diciembre, reguladora de las haciendas locales.

Castiliscar, 28 de diciembre de 1989. El alcalde.

ORDENANZA FISCAL NUM. I 

(¡eneral de gestión, recaudación e inspección

TITULO PRIMERO
Normas tributarias generales

Capitulo primero 
Principios generales

Sección I? Naturaleza de la Ordenanza

Articulo 1.9 La presente Ordenanza, dictada al amparo del articulo 
106.2 de la Ley 7 de 1985, de 2 de abril, reguladora de las bases de régimen 
local; Ley 39 de 1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas 
locales, y Real Decreto legislativo 781 de 1986, de 18 de abril, por el que se 
aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia 
de régimen local, contiene las normas generales de gestión, recaudación e 
inspección, que a todos los efectos se consideran parte integrante de las 
ordenanzas fiscales reguladoras de todos los tributos que constituyen el 
régimen fiscal de este municipio, sin perjuicio de la aplicación de la Ley 
General Tributaria y demás normas concordantes.

Sección 2.a Ambito de aplicación

Art. 2.9 Esta Ordenanza se aplicará en todo el término municipal, 
desde su entrada en vigor hasta su derogación o modificación, a toda 
persona natural o jurídica, asi como a toda entidad carente de personalidad, 
que sean susceptibles de imposición por ser centro de imputación de rentas, 
propiedades o actividades.

Sección 3.a — Interpretación

Art. 3.9 I. Las normas tributarias se interpretarán con arreglo a los 
criterios admitidos en derecho.

2. Los términos aplicados en las ordenanzas se interpretarán conforme 
a su sentido jurídico, técnico o usual, según proceda.

3. No se admitirá la analogía para extender más allá de sus términos 
estrictos el ámbito del hecho imponible o el de las exacciones o bonifica­
ciones.

4. Para evitar el fraude de ley se entenderá a los efectos del número 
anterior, que no existe extensión del hecho imponible cuando se graven 
hechos realizados con el propósito probado de eludir el tributo, siempre que 
produzcan un resultado equivalente al derivado del hecho imponible. Para 
declarar que existe fraude de ley será necesario un expediente especial en 
el que se aporte por la Administración municipal la prueba correspondiente 
y se dé audiencia al interesado.

5. Los tributos se exigirán con arreglo a la verdadera naturaleza 
jurídica o económica del hecho imponible.

Capitulo 11
Elementos de la relación tributaria

Sección I a — Hecho imponible

Art. 4.9 El hecho imponible es el presupuesto de la naturaleza jurídica 
o económica fijado por la Ley y la Ordenanza fiscal correspondiente, para 
configurar cada tributo, y cuya realización origina el nacimiento de la 
obligación tributaria. Las ordenanzas fiscales podrán completar la determi­
nación concreta del hecho imponible mediante la medición de supuestos de 
no sujeción.

Sección 2.a — El sujeto pasivo

Art. 5.9 I. El sujeto pasivo es la persona, natural o jurídica, que según 
la Ordenanza de este municipio resulta obligada al cumplimiento de las 
prestaciones, sea como contribuyente o como sustituto del mismo.

2. Es contribuyente la persona, natura) o jurídica, a quien la Ordenanza 
fiscal impone la carga tributaria derivada del hecho imponible.

3. Es sustituto del contribuyente el sujeto pasivo que, por imposición 
de la Ixy y de la Ordenanza fiscal de un determinado tributo y en lugar de 
aquél, esté obligado a cumplir las prestaciones materiales y formales de la 
obligación tributaria.

4. Los concesionarios de todas clases tendrán la condición de sujetos 
pasivos de los tributos municipales, salvo aquellos supuestos en que la 
Ordenanza específica de cada tributo los considere expresamente como no 
sujetos.

Art. 6.0 I. Tendrán la consideración de sujetos pasivos, y en las 
Ordenanzas en las que se establezca, las herencias yacentes, comunidades de 
bienes y demás entidades que, carentes de personalidad jurídica, constituyen 
una unidad económica o un patrimonio separado susceptible de imposición.

2. La concurrencia de dos o más titulares en el hecho imponible 
determinará que queden solidariamente obligados frente a la Hacienda 
municipal, salvo que la Ordenanza propia de cada tributo dispusiese lo 

contrario.
Art. 7.9 El sujeto pasivo está obligado a:
a) Pagar la deuda tributaria.
b) Formular cuantas declaraciones o modificaciones se exijan para 

cada tributo, consignando en ellos el documento nacional de identidad o 
NIF establecido para las entidades jurídicas, acompañando fotocopia de los 
mismos.

c) Tener a disposición de la Administración municipal los libros de 
contabilidad, registro y demás documentos que deba llevar y conservar el 
sujeto pasivo, con arreglo a la Ley y según establezca en cada caso la 
correspondiente Ordenanza.

d) Facilitar la práctica de inspecciones y comprobaciones y proporcionar 
a la Administración municipal los datos, informes, antecedentes y justificantes 
que tengan relación con el hecho imponible.

e) Declarar su domicilio fiscal, conforme a lo establecido en el artículo 
13 de esta Ordenanza fiscal general.

Sección 3.a — Responsables del tributo

Art. 8.9 1. Las ordenanzas fiscales podrán declarar, de conformidad 
con la Ley, responsables de la deuda tributaria, junto a los sujetos pasivos, 
a otras personas solidaria o subsidiariamente. ,

2. Salvo norma en contrario, la responsabilidad será siempre subsi­
diaria.

Art. 9.9 En todo caso responderán solidariamente de las obligaciones 
tributarias:

a) Todas las personas que sean causantes o colaboren en la realización 
de una infracción tributaria

b) Los coparticipes o coti.ulares de las entidades jurídicas o económicas 
responderán en proporción a sus respectis as participaciones de las obligaciones 
tributarias de dichas entidades. *

Art. 10. 1. La responsabilidad solidaria derivada del hecho de estar 
incurso el responsable en el supuesto especialmente contemplado a tal efecto 
por la Ordenanza fiscal correspondiente, será efectiva sin más dirigiéndose 
el procedimiento contra él con la cita del precepto correspondiente. En caso 
de existencia de responsables solidarios, la liquidación será notificada a éstos 
al tiempo de serlo al sujeto pasivo, y si tai liquidación hubiera de tenerse por 
notificada tácitamente se entenderá que lo es igualmente al responsable 
solidario.

2. Los responsables solidarios están obligados al pago de las deudas 
tributarias, pudiendo la Administración dirigir la acción contra ellos en 
cualquier momento del procedimiento, previo, solamente, requerimiento 
para que efectúen el pago.

3. La solidaridad alcanza tanto a la cuota como a los siguientes, 
conceptos tributarios:

a) Los recargos exigibles legalmente sobre las bases o las cuotas.
b) El interés de demora.
c) El recargo de apremio.
d) Las sanciones pecuniarias.
4. En el caso de que sean varios los responsables solidarios de una 

misma deuda, la responsabilidad de los mismos frente a la Hacienda 
municipal será a su vez solidaria, salvo que la Ley disponga expresamente 
otra cosa.

Art. 11. Serán responsables subsidiarios de las obligaciones tributarias, 
además de los que señala la Ordenanza del tributo, los siguientes:

a) Los administradores de las personas jurídicas de las infracciones 
tributarias simples y de la totalidad de la deuda tributaria en los casos de 
infracciones graves cometidas por las mismas, que no realizaren los actos 
necesarios que fuesen de su incumbencia para el cumplimiento de Ia8 
obligaciones tributarias infringidas, consintieren el incumplimiento p°r 
quienes de ellos dependan o adoptaren acuerdos que hicieran posibles tales 
infracciones.

b) Los administradores de las personas jurídicas, en todo caso, de 1» 
obligaciones tributarias pendientes de las mismas que hayan cesado en s*15 
actividades.

c) Los síndicos, interventores o liquidadores de quiebras, concursos, 
sociedades y entidades en general, cuando por negligencia o mala fe no 
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realicen las gestiones necesarias para el íntegro cumplimiento de las 
obligaciones tributarias devengadas con anterioridad a dichas situaciones y 
que sean imputables a los respectivos sujetos pasivos.

d) Los adquirentes de bienes afectados, por Ley, a la deuda tributaria, 
que r^ponderán con ellos por derivación de la acción tributaria si la deuda 
no se pagó, una vez agotado el procedimiento de apremio.

Art. 12. I. En los casos de responsabilidad subsidiaria, será inexcusable 
la previa declaración de fallido del sujeto pasivo, sin peijuicio de las medidas 
cautelares que antes de esta declaración puedan reglamentariamente adop­
tarse.

2. La derivación de la acción administrativa a los responsables 
subsidiarios requerirá previamente un acto administrativo, que será notificado 
reglamentariamente, confiriéndose desde dicho instante todos los derechos 
del sujeto pasivo.

3. Los responsables subsidiarios están obligados al pago de las deudas 
tnbutarias cuando concurran las siguientes circunstancias:

a) Que el deudor principal haya sido declarado fallido, conforme a lo 
dispuesto en el articulo 164 del Reglamento General de Recaudación.

b) Que exista acto administrativo de derivación de responsabilidad.
4. El acto administrativo de derivación de responsabilidad contra los 

responsables subsidiarios será dictado por la Alcaldía-Presidencia, una vez 
que obre en su poder el expediente administrativo de apremio con la 
declaración de fallido de los obligados principalmente al pago.

5. Dicho acto en el que se cifrará el importe de la deuda exigible al 
responsable subsidiario será notificado a éste.

6. Si son varios los responsables subsidiarios, y éstos lo son en el mismo 
grado, la responsabilidad de los mismos frente a la Hacienda municipal será 
solidaria, salvo norma en contrario.

- Sección 4.* — El domicilio fiscal
Art. 13. El domicilio fiscal será único:
a) Para las personas físicas, el de su residencia habitual, siempre que 

*a misma esté situada en este término municipal. Cuando la residencia 
habitual esté fuera del término municipal, el domicilio fiscal podrá ser el que 
a estos efectos declaren expresamente, y si no la declarasen, el de su 
residencia habitual, aunque la misma se encuentre fuera de dicho término.

b) Para las personas jurídicas, el de su domicilio social, siempre que el 
mismo esté situado en este termino municipal y. en su defecto, el lugar en 
c* que. dentro de este municipio, radique la gestión administrativa o 
dirección de sus negocios.

Art. 14. I. La Administración podrá exigir a los sujetos pasivos que 
declaren su domicilio fiscal Cuando un sujeto pasivo cambie su domicilio 
deberá ponerlo en conocimiento déla Administración tributaria, mediante 
declaración expresa a tai efecto, sin que el cambio de domicilio produzca 
'fecto frente a la Administración, hasta tanto se presente la citada 
declaración tributaria. La Administración podrá rectificar el domicilio fiscal 
de los sujetos pasivos, mediante la comprobación pertinente.

2. El incumplimiento de la obligación establecida en el párrafo anterior 
constituirá infracción simple.

3. A efectos de la eficacia de las notificaciones, se estimará subsistente 
c* último domicilio declarado.

Sección 5? — La base

Art. 15. En la Ordenanza propia de cada tributo se establecerán los 
medios y métodos para determinar la base imponible, dentro de los 
rcgímenes de estimación directa o indirecta.

Art. 16. La determinación de las bases tributarias en régimen de 
limación directa corresponderá a la Administración y se aplicará sirviéndose 
de las declaraciones o documentos presentados o de los datos consignados 
Cn libros y registro comprobados administrativamente.

Art. 17. Cuando la falta de presentación de declaraciones o las 
Presentadas por los sujetos pasivos no permitan a la Administración el 
c°nocimiento de los datos necesarios para la estimación completa de las 
bases imponibles o de los rendimientos, o cuando los mismos ofrezcan 
Asistencia, excusa o negativa a la actuación inspectora o incumplan 
Sustancialmente sus obligaciones contables, las bases o rendimientos se 
determinarán cn régimen de estimación indirecta, utilizando para ello 
Cualquiera de los siguientes medios:

a) Aplicando los datos y antecedentes disponibles que sean relevantes 
al efecto.

. b) Utilizando aquellos elementos que indirectamente acrediten la 
Cxistencia de los bienes y de las rentas, asi como de los ingresos, ventas, 
c°stes y rendimientos que sean normales en el respectivo sector económico, 
atct)didas las dimensiones de las unidades productivas o familiares que 
deban compararse en términos tributarios.

c) Valorando los signos, indices o módulos que se den en los respectivos 
Contribuyentcs, según los datos o antecedentes que se posean en supuestos 
Entilares o equivalentes.

Art. 18. 1. En régimen de estimación indirecta de bases tributarias, 
cuando actúe la inspección de los tributos, acompañará a las actas incoadas 
para regularizar la situación tributaria a los sujetos pasivos, retenedores o 
beneficiarios de las desgravaciones, informe razonado sobre:

a) Las causas determinantes de la aplicación del régimen de estimadón 
indirecta.

b) Justificación de los medios elegidos para la determinación de las 
bases o rendimientos.

c) Cálculos y estimaciones efectuados en base a los anteriores. Las actas 
incoadas en unión del respectivo informe se tramitan por el procedimiento 
establecido según su naturaleza y clase.

2. En aquellos casos en que no media actuación de la Inspección de 
Tributos, el órgano gestor competente dictará acto administrativo de 
fijación de la base y liquidación tributaria que deberá notificar al interesado 
con los requisitos a los que se refieren los artículos 121 y 124 de la Ley 
General Tributaria y con expresión de los datos indicados en las letras a), 
b) y c) del número anterior. La aplicación del régimen de estimación 
indirecta no requerirá acto administrativo previo que así lo declare, sin 
perjuicio de los recursos y reclamaciones que procedan contra los actos y 
liquidaciones resultantes de aquél.

En los recursos y reclamaciones interpuestos podrá plantearse la 
procedencia de la aplicación del régimen de estimación indirecta.

Art. 19. Se entiende por base liquidable el resultado de practicar, en su 
caso, cn la base imponible las reducciones establecidas por la Ley propia de 
cada tributo o por la Ordenanza fiscal correspondiente.

Sección 6.1 — Exención y bonificaciones

Art. 20. No se otorgarán otras exenciones, bonificaciones o reducciones 
que las concretamente autorizadas por la Ley o por las ordenanzas fiscales.

Art. 21. I. Cuando se trate de tributos periódicos, las solicitudes 
deberán formularse en el plazo establecido en la respectiva Ordenanza para 
la presentación de las preceptivas declaraciones tnbutarias y el otorgamiento 
del beneficio fiscal surtirá efecto desde la realización del hecho imponible.

Si la solicitud es posterior al término establecido por la declaración 
tributaria, el beneficio no alcanzará a las cuotas devengadas con anterioridad 
a la fecha en que presente la declaración.

2. Cuando se trate de tributos no periódicos, la solicitud deberá 
formularse al tiempo de efectuar la declaración tributaria o en el plazo de 
reclamación ante el Ayuntamiento de la liquidación practicada.

Art. 22. La concesión de cualquier ciase de beneficios tnbutanos se 
hará por el órgano competente, ma vez comprobadas las circunstancias que 
motivan dicha concesión.

Capitulo 111 
deuda inhalaría

Sección I.1 — El tipo de gravamen y la deuda tributaria

Art. 23. I. La deuda tributaria es la cantidad debida por el sujeto 
pasivo a la Administración municipal y está integrada por:

a) La cuota tributaria.
b) Los recargos exigibles legalmente sobre las bases o las cuotas.
c) El interés de demora.
d) El recargo por el aplazamiento o fraccionamiento.
e) Las sanciones pecuniarias.
2 .a) El recargo por aplazamiento o fraccionamiento será el interés de 

demora vigente el día que comience el devengo de aquél.
2 .b) El recargo de apremio será el 20 %.
3 . Los recargos e intereses a que hacen referencia el número anterior 

recaerán sobre la deuda tributaria definida en el número 1 de este articulo, 
exceptuando los conceptos recogidos en los apartados c) y d) del mismo.

Art. 24. La cuota tributaria podrá determinarse:
a) En función del tipo de gravamen, aplicando sobre la base que con 

carácter proporcional o progresivo señale la oportuna Ordenanza fiscal.
b) Por la cantidad fija señalada al efecto en las respectivas ordenanzas 

o por el procedimiento especial que se determine en las mismas.
c) Por aplicación conjunta de ambos procedimientos.
Art. 25. 1. Las cantidades fijas o los porcentajes sobre la base 

referidos a categorías viales serán aplicados de acuerdo con el índice fiscal 
de calles que figura en el anexo a la presente Ordenanza, salvo que 
expresamente la Ordenanza propia del tributo establezca otra clasificación.

2. Cuando algún vial no aparezca comprendido en el mencionado 
índice será clasificado como de última categoría, hasta que por el Ayunta­
miento se proceda a tramitar expediente para su clasificación, que producirá 
efectos a partir de la aprobación de la misma.

Sección 2* — Extinción de la deuda tributaria

Art. 26. La deuda tributaria se extinguirá total o parcialmente, según 
los casos, por:
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a) Pago, en la forma establecida en el titulo III de esta Ordenanza.
b) Prescripción.
c) Compensación.
d) Condonación.
e) Insolvencia probada del deudor.
Art. 27. Prescribirán a los cinco años los siguientes derechos y acciones:
a) El derecho de la Administración para determinar la deuda tributaria 

mediante la oportuna liquidación.
b) La acción para exigir el pago de las deudas tributarias liquidadas.
c) La acción para imponer sanciones tributarias.
d) El derecho a la devolución de ingresos indebidos.
Art. 28. El plazo de prescripción comenzará a contar, en los distintos 

supuestos a que se refiere el articulo anterior, como sigue:
En el caso a), desde la fecha en que finalice el plazo reglamentario para 

presentar la correspondiente declaración.
En el caso b), desde la fecha en que finalice el plazo de pago 

reglamentario.
En el caso c). desde el momento en que se cometieron las respectivas 

infracciones. .
En el caso d), desde el día en que se realizó el ingreso indebido.
Art. 29. i. Los plazos de prescripción a que se refieren las letras a), 

b) y c) del artículo 28 se interrumpen:
a) Por cualquier acción administrativa, realizada con conocimiento 

formal del sujeto pasivo, conducente al reconoamiento. regulación, inspección, 
aseguramiento, comprobación, liquidación y recaudación del impuesto 
devengado por cada hecho imponible.

b) Por la interposición de reclamación o recurso de cualquier clase.
c) Por cualquier actuación del sujeto pasivo conducente al pago o 

liquidación de la deuda.
2. El plazo de prescripción a que se refiere la letra d) del articulo 28 de 

esta Ordenanza se interrumpirá por cualquier acto fehaciente de sujeto 
pasivo que pretenda la devolución del ingreso indebido o por cualquier acto 
de la Administración en que reconozca su existencia.

Art. 30. La prescripción se aplicará de oficio, sin necesidad de que la 
invoque o excepcione el obligado al pago. No obstante, el sujeto pasivo 
puede renunciar a la prescripción ganada, entendiéndose efectuada la 
renuncia cuando se pagó la deuda tributaria. No se entenderá efectuada la 
renuncia a la prescripción ganada, caso en el que podrá invocarse por el 
sujeto pasivo, cuando el cobro se hubiese logrado en via de apremio.

Art. 31. I. La presenpe ón ganada aprovecha por igual al sujeto 
pasivo v a los demás responsable ■ de la deuda tributaria.

2. Interrumpido el plazo de prescripción para uno. se entiende 
interrumpido para todos los responsables.

3. La prescripción ganada extingue la deuda tributaria.
Art. 32. I. Las deudas tributarias podrán extinguirse total o parcial­

mente por compensación, con los siguientes requisitos:
a) Ser solicitada la compensación por el sujeto pasivo una vez liquidada 

la deuda tributaria y siempre que se encuentre en periodo voluntario de 
pago.

b) Acompañar justificante de los créditos compensables.
c) Ser la deuda y el crédito personales del sujeto pasivo.
d) No existir pleito o retención sobre el crédito que se pretende

compensar. .
2. La compensación de las deudas tributarias podrá hacerse de oficio.
3. Se excluyen de la compensación: a) Las deudas que hubieran sido 

objeto de aplazamiento o fraccionamiento; b) Los ingresos que deban 
efectuar los sustitutos por retención; c) Los créditos que hubieran sido 
endosados. , . .

Art. 33. I. Las deudas tnbutarias vencidas, liquidadas, exigióles y 
que se encuentren en periodo voluntario de cobranza podrán extinguirse por 
compensación con los créditos reconocidos por acto administrativo firme a 
que tengan derecho los sujetos pasivos en virtud de ingresos indebidos por 
cualquier tributo o también con otros créditos firmes que deba pagar la 
Corporación al mismo sujeto pasivo.

2. Podrá instarse también la compensación de deudas tributarias que 
no sean firmes si se renuncia por los interesados, por escrito, a la 
interposición de toda clase de recursos contra la liquidación, incluso el 
contencioso-administralivo.

Art. 34. 1. Las deudas tributarias sólo podrán ser objeto de condo­
nación, rebaja o perdón en virtud de Ley, en la cuantía y con los requisitos 
que en la misma se determine.

2. La condonación extingue la deuda en los términos previstos en la 
Ley que la otorgue. ,

Art. 35. L Las deudas tributarias que no hayan podido hacerse 
efectivas en los respectivos procedimientos ejecutivos por insolvencia 
probada del sujeto pasivo y demás responsables, se declararán provisional­
mente extinguidas en la cuantía procedente, en tanto no se rehabiliten dentro 
del plazo de prescripción.

2. Si vencido este plazo no se hubiere rehabilitado la deuda, quedará 
ésta definitivamente extinguida.

Sección 3.* — Garantía de la deuda tributaria

Art. 36. La Hacienda municipal gozará de la prelación para el cobro 
de los créditos tributarios venados y no satisfechos, en cuanto concurran 
con acreedores que no lo sean en dominio, prenda, hipoteca, o cualquier otro 
derecho real debidamente inscrito en el registro con anterioridad a la fecha 
en que se haga constar en el mismo el derecho de la Hacienda municipal.

Art. 37. I. En los tributos que graven periódicamente los bienes o 
derechos inscribibles en un registro público o sus productos directos, ciertos 
o presuntos, el Ayuntamiento tendrá preferencia sobre cualquier otro 
acreedor o adquirente. aunque éstos hayan inscrito sus derechos para el 
cobro de las deudas no satisfechas correspondientes al año natural en que 
se ejercite la acción administrativa de cobro y al inmediatamente anterior.

2. A los efectos de lo dispuesto en el número anterior se entiende que 
se ejercita la acción administrativa de cobro cuando se inicia el procedimiento 
de recaudación en periodo voluntario.

Art. 38. 1. Las deudas y responsabilidades tributarias derivadas del 
ejercicio de explotación y actividades económicas por personas físicas, 
sociedades y entidades jurídicas serán exigióles a quienes les sucedan por 
cualquier concepto en la respectiva titularidad, sin perjuicio de lo que para 
la herencia aceptada a beneficio de inventario establece el Código Civil.

2. El que pretenda adquirir dicha titularidad, y previa la conformidad 
del titular actual, tendrá derecho a solicitar de la Administración certificación 
detallada de las deudas y responsabilidades tributarias derivadas del 
ejercicio de la explotación y actividades a que se refiere el apartado anterior. 
En caso de que la certificación se expidiera con contenido negativo o no se 
facilitara en el plazo de dos meses, quedará aquél exento de la responsabilidad 
establecida en este artículo.

Capitulo IV

Infracciones y sanciones tributarias

Art. 39. I. Son infracciones tributarias las acciones y omisiones 
tipificadas y sancionadas en las leyes. Las infracciones tributarias son 
sancionablcs incluso a titulo de simple negligencia. •

2. Serán sujetos infractores las personas físicas o juridicas que realicen 
las acciones u omisiones tipificadas como infracciones en las leyes y en 
particular a las que se refiere el apartado 3 del articulo 77 de la Ley General 
Tributaria.

3. En los supuestos previstos en el articulo 77.4 de la Ley General 
Tributaria, las acciones y omisiones tipificadas en las leyes no Jaran lugar 
a responsabilidad por iniracción tributaria, aunque se exigirá el interés Je 
demora, además de las cuotas, importes y recargos pertinentes al regularizar 
la situación tributaria de los sujetos pasivos o de los restantes obligados.

4. En los supuestos en que las infracciones pudieran ser constitutivas 
de los delitos contra la Hacienda pública regulados en el Código Penal, la 
Administración pasara el tanto de culpa a la jurisdicción competente y se 
abstendrá de seguir el procedimiento sancionador mientras la autoridad 
judicial no dicte sentencia firme.

La sanción de la autoridad judicial excluirá la imposición de sanción 
administrativa.

De no haberse estimado la existencia de delito, la Administración 
continuará el expediente sancionador en base a los hechos que los tribunales 
hayan considerado probados.

Art. 40. Las infracciones tributarias podrán ser:
a) Infracciones simples.
b) Infracciones graves. ,
Art. 41. I. Constituyen infracciones simples el incumplimiento de 

obligaciones o deberes tributarios exigidos a cualquier persona, sea o no 
sujeto pasivo, por razón de la gestión de los tributos y cuando no constituyan 
infracciones graves.

2. Dentro de los limites establecidos por la Ley. las ordenanzas de los 
tributos podrán especificar supuestos de infracciones simples, de acuerdo 
con la naturaleza y caracteristicas de la gestión de cada uno de ellos.

Art. 42. Constituyen infracciones graves las siguientes conductas:
a) Dejar de ingresar, dentro de plazos reglamentariamente señalados, 

la totalidad o parte de la deuda tributaria, de los pagos a cuenta o 
fraccionados, asi como de las cantidades retenidas o que hubieran debido 
retener. .

b) Disfrutar u obtener indebidamente beneficios fiscales, exenciones, 
desgravaciones o devoluciones. ,

c) Las demás señaladas en el articulo 79 de la Ley General Tributan».
Art. 43. Las infracciones tributarias se sancionarán, según los casos, 

mediante:
I. Multa pecuniaria, fija o proporcional.
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La cuantía de las multas fijas podrá utilizarse en la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado.

La multa pecuniaria proporcional se aplicará sobre la deuda tributaria, 
cantidades que hubieran dejado de ingresarse o sobre el importe de los 
beneficios o devoluciones indebidamente obtenidos.

Se entenderá por deuda tributaria a estos efectos la cuota definida en el 
articulo 24 de la Ordenanza.

2. Las demás sanciones establecidas en los números 2 y 3 del articulo 
80 de la Ley General Tributaria por el procedimiento y órganos que 
correspondan.

Art. 44. Las sanciones tributarias pecuniarias serán acordadas e 
impuestas por el órgano que deba dictar el acto administrativo por el que 
se practique la liquidación provisional o definitiva de los tributos.

Art. 45. Las sanciones tributarias se graduarán atendiendo en cada 
caso concreto a:

a) La buena o mala fe de los sujetos infractores.
b) La capacidad económica del sujeto infractor.
c) La sanción repetida de infracciones tributarias.
d) La resistencia, negativa y obstrucción a la acción investigadora de 

la Administración tributaria.
e) El cumplimiento espontáneo de las obligaciones o deberes legales y 

el retraso en el mismo.
f) La trascendencia para la eficacia de la gestión tributaria de los datos, 

informes 9 antecedentes no facilitados y, en general, del incumplimiento de 
las obligaciones formales, de las de índole contable o registra! y de 
colaboración o información a la Administración tributaria.

g) La cuantía del perjuicio económico ocasionado a la Hacienda 
municipal.

h) La conformidad del sujeto pasivo, del retenedor o del responsable 
a la propuesta de liquidación que se formule.

Art. 46. Cada infracción simple será sancionada con multa de 1.000 a 
150.000 pesetas, salvo lo dispuesto en los especiales supuestos recogidos en 
d artículo 83 de la Ley General Tributaria.

Art. 47. I. Las infracciones tributarias graves serán sancionadas con 
multa pecuniaria proporcional del medio al triple de las cuantías a que se 
refiere el apartado I del articulo 43 de esta Ordenanza.

2. Asimismo serán exigibles intereses de demora por el tiempo 
transcurrido entre la finalización del plazo voluntario de pago y el día que 
se sancionen las infracciones.

Art. 48 I. La responsabilidad denvada de las infracciones se extingue 
Por el pago o cumplimiento de la sanción, por prescripción o por 
condonación.

2. Las sanciones tributarias sólo podrán ser condonadas en foi.na 
graciable, lo que se concederá discrecionalmente por la Alcaldía-Presidencia 
Mué ejercerá tal facultad directamente o por delegación. Será necesaria la 
Previa solicitud de los sujetos infractores o responsables y que renuncien 
Apresamente al ejercicio de toda acción de impugnación correspondiente 
al acto administrativo. En ningún caso será efectiva hasta su publicación en 
el Boletín Oficial de la Provincia

3. A la muerte de los sujetos infractores, las obligaciones tributarias 
Pendientes se transmitirán a los herederos o legatanos, sin perjuicio de lo 
4Ue establece la legislación civil para la adquisición de la herencia. En ningún 
caso serán transmisibles las sanciones.

4. En el caso de sociedades o entidades disueltas y liquidadas, sus 
obligaciones tributarias pendientes se transmitirán a los socios o participes 
cn el capital, que responderán de ellas solidariamente y hasta el límite del 
valor de la cuota de liquidación que se les hubiera adjudicado.

Capitulo V
Revisión de actos en vio administrativa

Sección I.* — Procedimientos especiales de revisión

Art. 49. I. Corresponderá al Pleno de la Corporación la declaración 
^e nulidad de pleno derecho y la revisión de los actos dictados en via de 
Bestión tributaria, en los casos y de acuerdo con el procedimiento establecido 
en los artículos 153 y 154 de la Ley Genera! Tributaria.

2. En los demás casos no se podrán anular los actos propios declarativos 
de derechos, y su revisión requerirá la previa declaración de lesividad para 
cl interés público y su impugnación cn vía contcncioso-administrativa con 
arreglo a la Ley de dicha junsdicción.

3. No serán, en ningún caso, revisables los actos administrativos 
confirmados por sentencia judicial firme.

. Art. 50. La Administración municipal rectificará en cualquier momento, 
de oficio o a instancia del interesado, los errores materiales o de hecho y los 
aritméticos, siempre que no hubieran transcurrido cinco años desde que se 
dictó el acto objeto de rectificación.

Art. 51. Contra los actos sobre aplicación y efectividad de los tributos 
locales podrá formularse, ante el mismo órgano que los dictó, el correspon­
diente recurso de reposición; contra la derogación de dicho recurso los 
interesados podrán interponer directamente recurso contencioso- 
administrativo en el plazo de dos meses, si la denegación fuese expresa, y 
de un año si fuese tácita, a contar desde la fecha de interposición del recurso 
de reposición.

Art. 52. Contra los acuerdos que pongan fin a las reclamaciones 
formuladas en relación con los acuerdos de esta Corporación, en materia de 
imposición de tributos y aprobación y modificación de ordenanzas fiscales, 
los interesados podrán interponer directamente recurso contencioso- 
administrativo en el plazo de dos meses, contados desde la publicación de 
los mismos en el Boletín Oficial de la Provincia.

Art. 53. 1. La interposición de recursos no suspenderá la ejecución 
del acto impugnado, pero la autondad a quien competa resolver podrá 
suspender de oficio o a instancia de parte la ejecución del acuerdo recurrido 
cuando exista un error material, aritmético o de hecho, o se produzcan 
perjuicios de imposible o difícil reparación.

El acuerdo de suspensión será motivado.
2. No obstante, en los recursos y reclamaciones que se interpongan 

contra los actos administrativos de gestión, inspección y liquidaciones de 
tributos locales, el Ayuntamiento podrá acordar, a instancia de parte, la 
suspensión del acto impugnado, en los términos establecidos en la Ley 39 
de 1988. de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas locales, previo al 
contencioso-administrativo. en el plazo de un mes. a contar desde la 
notificación expresa o la exposición pública de los correspondientes 
padrones o matriculas de contribuyentes.

TITULO 11

La gestión tributaria

Capitulo primero

Principios generales

Art. 54. L La gestión de las exacciones comprende las actuaciones 
necesarias para la determinación del sujeto pasivo, de las bases y de cuantos 
elementos sean precisos para cuantificar la deuda tributaria mediante la 
oportuna liquidación.

2. Los actos de determinación de las bases y deuda tributaria gozan de 
presunción de legalidad, que sólo podrá destruirse mediante revisión, 
revocación o anulación practicadas de oficio o a virtud de los recursos 
pertinentes.

3. Tales actos serán inmediatamente ejecutivos, salvo que una disposición 
establezca expresamente lo contrario.

Capitulo 11

Ixi colaboración social de la gestión tributaria

Art. 55. I. Toda persona natural o jurídica, publica o privada, estará 
obligada a proporcionar a la Administración tributaria municipal toda clase 
de datos, informes o antecedentes con trascendencia tributaria, deducidos 
de sus relaciones económicas, profesionales o financieras con otras personas.

A la misma obligación quedan sujetas aquellas personas o entidades, 
incluidas las bancarias. crediticias o de mediación financiera en general, que 
legal, estatutaria o habitualmente realicen la gestión o intervención en el 
cobro de honorarios profesionales o en el de comisiones.

2. Las obligaciones a las que se refiere el apartado anterior deberán 
cumplirse, bien con el carácter general, bien a requerimiento individualizado 
de los órganos competentes de la Administración tributaria municipal, en 
la forma y plazos que reglamentariamente se determinen.

3. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en este artículo 
no podrán ampararse en el secreto bancario.

4. Los funcionarios públicos, incluidos los profesionales oficiales, 
están obligados a colaborar con la Administración municipal para suministrar 
toda clase de información con trascendencia tributaria de que dispongan, 
salvo que sea aplicable;

a) El secreto del contenido de la correspondencia.
b) El secreto de los datos que se hayan suministrado a la Administradón 

municipal para una finalidad exclusivamente estadística.
El secreto de protocolo notarial abarcará los instruumentos públicos a 

que se refieren los artículos 34 y 35 de la Ley de 28 de mayo de 1862 y los 
relativos a cuestiones matrimoniales, con excepción de los referentes al 
régimen económico de la sociedad conyugal.

5. La obligación de los demás profesionales de facilitar información 
con trascendencia tributaria a la Administración municipal no alcanzará a 
los datos privados, no patrimoniales, que conozca por razón del ejercicio de 
su actividad, cuya relevancia atente al honor o la intimidad personal o 
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familiar de las personas. Tampoco alcanzará a aquellos datos confidenciales 
de sus clientes de los que tenga conocimiento como consecuencia de la 
prestación de servicios profesionales de asesoramiento o defensa.

Los profesionales no podrán invocar el secreto profesional a efecto de 
impedir la colaboración de su propia situación tributaria.

6. Los datos, informes o antecedentes obtenidos por la Administración 
municipal, en virtud de lo dispuesto en este artículo, sólo podrán utilizarse 
para los fines tributarios que han sido solicitados y, en su caso, para 
denuncia de hechos que puedan constituir delitos públicos.

Art.56. I. Las autoridades, cualquiera que sea su naturaleza; los jefes 
encargados de oficinas civiles o militares del Estado y los demás entes 
públicos; los organismos autónomos o sociedades estatales; las cámaras de 
Comercio o corporaciones; los colegios o asociaciones profesionales; las 
mutualidades y montepíos, incluidos los laborales; las demás entidades 
públicas, incluidas las gestoras de la Seguridad Social, y quienes, en general, 
ejerzan funciones públicas, deberán suministrar a la Administración municipal 
cuantos antecedentes con trascendencia tributaria le recabe ésta a través de 
requerimientos concretos, y a prestarle a ella y a sus agentes apoyo, auxilio 
y protección para el ejercicio de sus funciones.

2. A las mismas obligaciones quedan sujetos los partidos políticos, 
asociaciones empresariales y cualesquiera otras entidades, aunque no tengan 
personalidad jurídica propia.

Capitulo 111

El procedimiento de gestión tributaria

Sección I* — Iniciación y trámites

Art. 57. La gestión de los tributos se iniciará:
a) Por declaración o iniciativa del sujeto pasivo o retenedor.
b) De oficio.
c) Por actuación insestigadora de los órganos administrativos.
Art. 58. I. Se considerará declaración tributaria todo documento por 

el que se manifieste o reconozca espontáneamente ante la Administración 
tributaria municipal que se han dado o producido las circunstancias o 
elementos integrantes, en su caso, de un hecho imponible.

2. Será obligatoria la presentación de la declaración dentro de los 
plazos establecidos en cada Ordenanza y en general en los treinta días hábiles 
siguientes a aquel en que se produzca el hecho imponible. La presentación 
fuera de plazo será considerada como infracción simple y sancionada como 
tal.

Art. 59. I. Los sujetos pasivos y demás obligados tributarios podrán 
formular a la Administración municipal consultas debidamente documentadas 
respecto a la clasificación o calificación tributaria que en cada caso les 
corresponda.

2. La contestación tendrá carácter de mera información y no de acto 
administrativo, no vinculado a la Administración municipal, salvo que por 
ley se disponga lo contrano.

3. No obstante lo establecido en el apartado 2 anterior, el sujeto pasivo 
que tras haber formulado su consulta hubiese cumplido las ob. gaciones 
tributarias de acuerdo con la contestación del organo competente, no 
incurrirá en responsabilidad, siempre que reúna las condiciones siguientes:

a) Que comprenda todos los antecedentes y circunstancias necesarios 
para la formación de juicio de la Administración.

b) Que aquellos no se hubiesen alterado posteriormente.
c) Que se hubiere formulado la consulta antes de producirse el hecho 

imponible o dentro del plazo para su declaración.
La exención de responsabilidad cesará cuando se modifique la legislación 

aplicable y no impedirá, en ningún caso, la exigencia de intereses de demora, 
además de las cuotas, importes o recargos pertinentes.

4. Los interesados no podrán entablar recurso alguno contra la 
contestación, aun cuando puedan hacerlo posteriormente contra el acto 
administrativo basado en ella.

Art. 60. I. La Administración puede recabar declaraciones, ampliación 
de éstas, así como la subsanación de los defectos advertidos, en cuanto fuere 
necesaria para la liquidación del tributo y su comprobación.

2. El incumplimiento de los deberes a que se refiere el párrafo anterior 
será tipificado como infracción simple y sancionado como tal.

Sección 2.a Comprobación e investigación

Art. 61. Para la comprobación, investigación e inspección de los 
tributos se estará a lo dispuesto en el título IV de esta Ordenanza.

Art. 62. 1. La actuación investigadora de los órganos administrativos 
podrá iniciarse como consecuencia de una denuncia. El ejercicio de la acción 
de denuncia es independiente de la obligación de colaborar con la 
Administración tributaria conforme a los articules 111 y 112 de la Ley 
General Tributaria.

2. No se considerará el denunciante interesado en la actuación 
investigadora que se inicie a raíz de la denuncia ni legitimado para interponer 
como tal recursos o reclamaciones.

Podrán archivarse sin más trámite aquellas denuncias que fuesen 
manifestaciones infundadas.

3. En cuantó a los requisitos formales de las denuncias, asi como a la 
especial tramitación de las mismas, se estará a lo establecido reglamentaria­
mente.

Sección 3? — La prueba

Art. 63. I. Tanto en el procedimiento de gestión como en el de 
resolución de reclamaciones, quien haga valer su derecho deberá probar los 
hechos normalmente constitutivos del mismo.

Esta obligación se entiende cumplida si se designan de modo concreto 
los elementos de prueba en poder de la Administración tributaria municipal.

2. Las declaraciones tributarias a que se refiere el articulo 58 de esta 
Ordenanza se presumen ciertas y sólo podrán rectificarse por el sujeto 
pasivo, mediante la prueba de que al hacerlas se incurrió en error de hecho.

3. La confesión de los sujetos pasivos versará exclusivamente sobre 
supuestos de hecho. No será válida cuando se refiera al resultado de aplicar 
las correspondientes normas legales.

4. Las presunciones establecidas por las leyes tributarias pueden 
destruirse por la prueba en contrario, excepto en los casos en que aquéllos 
expresamente lo prohíban.

Para que las presunciones no establecidas por la Ley sean admisibles 
como medio de prueba es imprescindible que entre el hecho demostrado y 
aquel que se trate de deducir haya un enlace preciso y directo según las reglas 
del criterio humano.

5. La Administración tributaria municipal tendrá el derecho a considerar 
como titular de cualquier bien, derecho, empresa, servicio, actividad, 
explotación o función a quien figura como tal en un registro fiscal u otros 
de carácter público, salvo pruebas de contrario.

Sección 4.1 • Las liquidaciones tributarias

Art. 64. Determinadas las bases imponibles, la gestión continuará 
mediante la práctica de la liquidación que determina la deuda tributaria.

L.as liquidaciones serán provisionales o definitivas.
Art. 65. I. Tendrán la consideración de definitivas:
a) Las practicadas previa comprobación administrativa del hecho 

imponible y de su valoración, haya mediado o no liquidación provisional.
b) Las que no hayan sido comprobadas dentro del plazo de prescrip­

ción.
2. En los demás casos, tendrán carácter de provisionales, sean a cuenta, 

complementarias, cauciónales, parciales o totales, asi como las autoliquida- 
ciones.

Art. 66. La Administración municipal no esta obligada a ajustar las 
liquidaciones a los datos consignados en sus declaraciones por los sujetos 
pasivos.

Art. 67. Podrán refundirse en documento único de declaración, 
liquidación y recaudación las exacciones que recaigan sobre el mismo sujeto 
pasivo, en cuyo caso se requerirá:

a) En la liquidación deberán constar las bases y tipos o cuotas de cada 
concepto, con lo que quedaran determinadas o individualizadas cada una 
de las liquidaciones que se refunden.

b) En la recaudación deberán constar por separado las cuotas relativas, 
a cada concepto, cuya suma determinara la cuota refundida a exaccionar 
mediante documento único.

Art. 68. I. Podrán ser objeto de padrón o matricula los tributos en 
los que por su naturaleza se produzca continuidad de hechos imponibles.

2. Las altas se producirán bien por declaración de sujeto pasivo, bien 
por la acción investigadora de la Administración, o de oficio, surtiendo 
efecto desde la fecha en que por disposición de la Ordenanza de tributo nazca 
la obligación de contribuir, salvo la prescripción, y serán incorporadas 
definitivamente al padrón o matricula del siguiente periodo.

3. Las bajas deberán ser formuladas por los sujetos pasivos y una vez 
comprobadas producirán la definitiva eliminación del padrón, con efectos 
a partir del periodo siguiente a aquel en que hubiesen sido presentadas, salvo 
las excepciones que se establezcan en cada Ordenanza y lo dispuesto en la 
disposición adicional 2 de la presente Ordenanza fiscal general.

4. Los contribuyentes estarán obligados a poner en conocimiento de la 
Administración municipal, dentro del plazo de treinta dias hábiles siguientes 
a aquel en que se produzca, toda modificación sobrevenida que pueda 
originar alta o baja en el padrón.

5. Los padrones o matriculas se someterán cada ejercicio a aprobación 
de la Muy Ilustre Alcaldía-Presidencia y una vez aprobados se expondrán 
al público para examen y reclamación por parte de los legítimamente 
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interesados durante un plazo de quince dias, dentro del cual podrán 
presentar las reclamaciones que estimen oportunas.

6. La exposición al público de los padrones o matriculas producirá los 
efectos de notificación de las liquidaciones de cuotas que figuran consignadas 
para cada acto de los interesados, sin perjuicio de la posibilidad de éstos de 
reclamar también contra aquéllas dentro de otro periodo de quince días, 
contado desde el siguiente a la fecha en que expire el plazo para efectuar su 
pago en periodo voluntario.

7. La exposición al público se realizará en el lugar indicado por el 
anuncio que preceptivamente se habrá de fijar en el tablón de anuncios de 
la Casa Consistorial, asi como insertarse en el Boletín Oficial de la Provincia. 
Se publicará también el anuncio en alguno de los diarios de mayor tirada.

Art. 69. Las liquidaciones tributarias se notificarán a los sujetos 
pasivos, con expresión:

a) De los elementos esenciales de aquéllas.
b) De los medios de impugnación que pueden ser ejercidos, con 

indicación de plazos y organismos en que habrán de ser interpuestos.
c) Del lugar, plazo y forma en que deba ser satisfecha la deuda 

tributaria.
Art. 70. Las liquidaciones definitivas, aunque no rectifiquen las 

provisionales, deberán acordarse mediante acto administrativo, y notificarse 
al interesado en forma reglamentaria.

Las ordenanzas respectivas podrán determinar supuestos en que no sea 
preceptiva la notificación expresa, siempre que la Administración tributaria 
municipal lo advierta por escrito al presentador de la declaración, documento 
o parte de alta.

Art. 71. 1. Las notificaciones defectuosas surtirán efecto a partir de 
la fecha en que el sujeto pasivo se dé expresamente por notificado, 
interponga el recurso pertinente o efectúe el ingreso de la deuda tributaria.

2. Surtirán efecto por el transcurso de seis meses las notificaciones 
Practicadas personalmente a los sujetos pasivos que. conteniendo el texto 
integro del acto, hubieran omitido algún otro requisito, salvo que se haya 
hecho protesta formal dentro de ese plazo en solicitud de que la Administración 
rectifique la deficiencia.

TITULO 111
Le recaudación

Capitulo primero

Disposición general
_ Art. 72. I. La gestión recaudatoria consiste en el ejercicio de la 
función administrativa conducente a la estricta realización de los créditos y 
derechos que constituyen el haber de esta Corporación.

2. Toda liquidación reglamentariamente notificada al sujeto pasivo 
constituye a éste en la obligación de satisfacer la deuda tributaria.

3. recaudación de los tributos podrá realizarse:
a) El periodo voluntario.
b) Por vía de apremio.

Capitulo II

Recaudación en periodo voluntario

Art. 73. I. El plazo de ingreso voluntario de la deuda tributaria se 
contará desde:

a) La notificación directa al sujeto pasivo de la liquidación, cuando ésta 
sc practica individualmente.

b) La apertura del plazo recaudatorio, cuando se trate de tributos de 
cobro periódico que son objeto de notificación colectiva.

c) Desde la fecha del devengo, en el supuesto de autoliquidaciones.
Art. 74. I. Los obligados al pago harán efectivas sus deudas en 

Periodo voluntario, dentro de los plazos siguientes:
I. Las deudas resultantes de liquidaciones practicadas por la Adminis­

tración deberán pagarse:
a) Las notificadas entre los dias 1 y 15 de cada mes, desde la fecha de 

notificación hasta el día 5 del mes siguiente o inmediato hábil posterior.
b) Las notificadas entre los días 16 y último de cada mes, desde la fecha 

de notificación hasta el día 20 del mes siguiente o inmediato hábil posterior.
c) Las correspondientes a tributos periódicos que son objeto de 

notificación colectiva, del 16 de septiembre al 15 de noviembre o inmediato 
hábil posterior, salvo disposición en contrario, y siempre en el plazo mínimo 
de sesenta días naturales, que deberán ser anunciados en los edictos de 
cobranza que se publicarán de acuerdo con lo establecido en el articulo 81 
del Reglamento General de Recaudación.

Atendiendo a criterio de eficacia y planificación entre las distintas 
Unidades gestoras, así como en circunstancias excepcionales, éstos podrán 
modificarse por resolución de la Alcaldía-Presidencia, con la misma 
Publicidad, respetando siempre el plazo mínimo de sesenta días naturales.

d) Las deudas resultantes de conciertos se ingresarán en los plazos 
determinados en los mismos.

e) Las deudas no tributarias, en los plazos que determinen las normas 
con arreglo a las cuales tales deudas se exijan y, en su defecto, en los plazos 
establecidos en los apartados a) y b) de este número.

2. Las deudas que deban satisfacerse mediante efectos timbrados, en el 
momento de la realización del hecho imponible.

3. Las liquidadas por el propio sujeto pasivo, en las fechas o plazos que 
señalen las normas reguladoras de cada tributo.

4. Cuando sea exigible el ingreso a cuenta, la deuda habrá de 
satisfacerse en los plazos establecidos en los apartados a) y b) del número 
I de este artículo.

5. Las deudas no satisfechas en periodo voluntario se hará efectivas en 
vía de apremio, salvo en los supuestos en que proceda periodo de prórroga 
según lo establecido en el número 6 de este articulo.

6. Si se hubiese concedido aplazamiento o fraccionamiento de pago se 
estará a lo establecido en los artículos 76. 77 y 78.

7. a) Los obligados al pago de las deudas a que se refieren los 
apartados 2 y 3 de este artículo que no las hubieran satisfecho en los plazos 
señalados en los mismos, podrán no obstante pagarla sin apremio desde la 
finalización de dichos plazos de ingreso en voluntaria, hasta la fecha de su 
ingreso, con el recargo del 10 % del importe de la deuda, que será liquidado 
por la Administración y notificado al sujeto pasivo. Este recargo es 
incompatible con el de apremio sobre la misma deuda, y corresponde 
integramente al Ayuntamiento.

b) No obstante, si la Administración conoce o puede liquidar el 
importe de tales deudas, no será aplicable el plazo de prórroga y se exigirán 
en vía de apremio, una vez transcurrido el periodo de ingreso en voluntaria.

8. Transcurridos los plazos de ingreso en periodo voluntario sin haber 
hecho efectiva la deuda, se procederá a su exacción por la vía de apremio, 
con el recargo del 20 sobre el importe de la misma.

Art. 75. Liquidada que sea la deuda tributaria, la Administración 
municipal podrá, agraciable y discrecionalmente, aplazar o fraccionar el 
pago de la misma, en los términos establecidos en el Reglamento General 
de Recaudación.

Art. 76. I. La gestión recaudatoria de los tributos del municipio de 
Zaragoza se desarrollará bajo la autoridad de sus órganos directivos 
competentes.

2. La recaudación se llevará a cabo por:
a) La Depositaría municipal.
b) Los demás órganos que tengan atribuida o se les atribuya esta 

condición.
3. Son colaboradores del servicio de recaudación los bancos o cajas de 

ahorro autorizados.
4. Los pagos de tributos penódicos que sean objeto de notificación 

colectiva podrán hacerse efectivos en cualquier banco o caja de ahorros o 
en la Depositaría municipal.

5. Los pagos procedentes de liquidaciones individualmente notificadas 
se harán efectivos en la Depositaría municipal, o, para los tributos en que 
asi está determinado, en los bancos o cajas de ahorros.

Art. 77. 1. El pago de las deudas habrá de realizarse en efectivo o 
mediante el empleo de efectos timbrados, según disponga la ordenanza de 
cada tributo.

2. El pago en efectivo podrá realizarse mediante los siguientes medios-
a) Dinero de curso legal.
b) Cheque hancano o de caja de ahorros
c) Transferencia bancana o de caja de ahorros.
d) Giro postal tributario.
e) Cualquier otro que sea autorizado por el Ayuntamiento.
3. Todas las deudas que hayan de satisfacerse en efectivo podrán 

pagarse con dinero de curso legal cualquiera que sea el órgano recaudatorio 
que haya de recibir el pago, el periodo de recaudación en que se efectúe y 
la cuantía de la deuda.

4. Los contribuyentes podrán utilizar cheques bancarios o de cajas de 
ahorro para efectuar sus ingresos en efectivo en la Depositaría municipal. 
El importe del cheque podrá contraerse a un débito o comprender varios 
ingresos que se efectúan de forma simultánea. Su entrega sólo liberará al 
deudor cuando hubiesen sido realizados.

5. Los cheques que con tal fin se expidan deberán reunir, además de 
los requisitos generales exigidos por la legislación mercantil, los siguientes:

a) Ser nominativos a favor del Ayuntamiento por un importe igual al 
de la deuda o deudas que se satisfagan con ellos.

b) Estar librados contra banco o caja de ahorros de la plaza.
c) Estar fechado en el mismo día o en los días anteriores a aquel en que 

se efectúe su entrega.
d) Certificados o conformes por la entidad librada. Los ingresos 

efectuados por medio de cheque, atendidos por la entidad librada, se 
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entenderán realizados en el día en que aquéllos hayan tenido entrada en la 
caja correspondiente.

6. Cuando así se indique en la notificación, los pagos en efectivo que 
hayan de realizarse en la Depositaría municipal podrán efectuarse mediante 
transferencia bancaria. El mandato de la transferencia será por importe igual 
al de la deuda, habrá de expresar el concepto tributario concreto a que el 
ingreso corresponda, y contener el pertinente detalle cuando el ingreso se 
refiera y haya de aplicarse a varios conceptos. Simultáneamente al mandato 
de la transferencia los contribuyentes cursarán al órgano recaudador las 
declaraciones a que el mismo corresponda y las cédulas de notificación 
expresando la fecha de la transferencia, su importe y el banco o caja de 
ahorros utilizado para la operación. Los ingresos efectuados mediante 
transferencia se entenderán efectuados en la fecha que tengan entrada en las 
cuentas municipales.

7. Cuando asi se indique en la notificación, los pagos en efectivo de las 
deudas tributarias que hayan de realizarse en las cajas municipales podrán 
efectuarse mediante giro postal tributario. Los contribuyentes, al tiempo de 
imponer el giro, cursarán el ejemplar de la declaración o notificación, según 
los casos, al Ayuntamiento, consignando en dicho ejemplar la oficina de 
Correos o estafeta en que se haya impuesto el giro, fecha de imposición y 
número que aquélla le haya asignado. Los ingresos por este medio se 
entenderán, a todos los efectos, realizados en el día en que el giro se haya 
impuesto.

Art. 78. El pago de los tributos periódicos que son objeto de 
notificación colectiva podrá realizarse mediante la domiciliación en estable­
cimientos bancarios o cajas de ahorro, haciendo uso del modelo oficial y 
ajustándose a las indicaciones que se detallan a continuación:

I. Solicitud a la Administración municipal.
2. I .as domiciliaciones de pago tendrán validez por tiempo indefinido, 

pudiendo los contribuyentes en cualquier momento anularlas o trasladarlas 
a otros establecimientos, poniéndolo en conocimiento de la Administración 
municipal dentro del plazo de validez.

3. El Ayuntamiento establecerá en cada momento la fecha límite para 
la admisión de solicitudes de domiciliación o el periodo a partir del cual 
surtirán efecto.

Art. 79. I. El que pague una deuda tendrá derecho a que se le entregue 
un justificante del pago realizado. Los justificantes del pago en efectivo 
serán:

a) Los recibos.
b) Las cartas de pago.
c) Los justificantes debidamente diligenciados por los bancos y cajas 

de ahorro autorizados.
d) Los resguardos provisionales oficiales de los ingresos motivados por 

certificaciones de descubierto.
e) Los efectos timbrados.
f) Las certificaciones de recibos, cartas de pago y resguardos proviso- 

nales.
g) Cualquier otro documento al que se otorgue expresamente por el 

Ayuntamiento carácter de justificante de pago.
2. El pago de las deudas tributarias solamente se justificará mediante 

la exhibición del documento que, de los enumerados anteriormente, 
procede.

3. Los justificantes de pago deberán indicar, al menos, las siguientes 
circunstancias:

- Nombre y apellidos, razón social o denominación del deudor.
-Domicilio.

Concepto tributario y icriodo a que se refiere.
Cantidad.
Fecha de cobro.

- Organo que lo expide.

Capitulo 111

Recaudación en periodo ejecutivo

Art. 80. 1. El procedimiento de apremio será exclusivamente admi­
nistrativo, siendo privativa de la Administración municipal la competencia 
para entender del mismo y resolver todas sus incidencias.

2. El procedimiento se inicia e impulsa de oficio en todos sus trámites.
3. Tal procedimiento se seguirá con sujeción a las disposiciones 

contenidas en esta Ordenanza, y para lo no previsto en la misma se estará 
a lo que disponga el Reglamento General de Recaudación y su Instrucción.

Art. 81. I. El procedimiento de apremio se inicia cuando, vencidos 
ios plazos de ingreso a que se refiere el articulo 75, no se hubiese satisfecho 
la deuda, o cuando el supuesto previsto en el número 7.b)del mismo artículo, 
se expida, en consecuencia, el título que lleva aparejada ejecución.

2. Tendrán el carácter de títulos acreditativos del crédito, a efectos de 
despachar la ejecución por vía de apremio administrativo:

a) Las relaciones certificadas de deudores en los tributos periódicos de 
notificación colectiva.

b) Las certificaciones de descubierto en los demás casos, expedidas por 
el interventor.

3. Estos títulos tendrán la misma fuerza ejecutiva que la sentencia 
judicial, para proceder contra los bienes y derechos de los deudores.

Art. 82. 1. La providencia de apremio es el acto de la Administración 
municipal que despacha la ejecución contra el patrimonio del deudor. La 
providencia ordenará la ejecución forzosa sobre los bienes y derechos del 
deudor.

2. Solamente podrá ser impugnada la providencia de apremio por:
a) Pago.
b) Prescripción.
c) Aplazamiento.
d) Falta de notificación reglamentaria de la liquidación.
e) Defecto formal en el titulo expedido para la ejecución.
3. La vía de apremio será improcedente si se hubiere omitido la 

providencia de apremio.
4. Contra la providencia de apremio procederá recurso de alzada ante 

el alcalde-presidente. Contra la denegación expresa o presunta del anterior 
recurso, procederá recurso contencioso-administrativo.

Art. 83. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 130 de la Ley 
General Tributaria y 103 del Reglamento General de Recaudación, previa 
exhibición del documento individual o colectivo, acreditativo de la deuda 
tributaria, los jueces de Instrucción deberán otorgar autorización, dentro de 
las veinticuatro horas siguientes a la solicitud, para la entrada en el domicilio 
del deudor, siempre que se manifieste por el recaudador haber perseguido 
cuantos bienes era posible trabar sin necesidad de aquella entrada.

Art. 84. I. La interposición de cualquier recurso o reclamación no 
producirá la suspensión del procedimiento de apremio, a menos que se 
garantice el pago de los débitos perseguidos o se consigne su importe, en 
ambos casos, a disposición de la Alcaldía en la Depositaría municipal o en 
la Caja General de Depósitos. La garantía a prestar será por aval solidario 
de banco o caja de ahorros, por tiempo indefinido y por cantidad que cubra 
el importe de la deuda inicial certificada de apremio y un 25 % de ésta para 
cubrir el recargo de apremio y las costas del procedimiento.

2. Podrá suspenderse el procedimiento de apremio, sin necesidad de 
prestar garantía o efectuar consignación, cuando la Administración aprecie 
que ha existido, en perjuicio del contribuyente que lo instare, error material, 
aritmético o de hecho en la determinación de la deuda que se le exige, así 
como en los casos de insolvencia probada.

TITULO IV

Le inspección de los tributos

Capitulo primero

Principios generales

Art. 85. Constituye la Inspección de los tributos, en el ámbito de la 
competencia del Ayuntamiento, la unidad administrativa encargada de los 
asuntos económicos y sus funcionarios. Dentro de la autonomía funcional 
y orgánica reglamentaria, tiene encomendada la función de comprobar la 
situación tributaria de los distintos sujetos pasivos o demás obligados 
tributarios, con el fin de verificar el exacto cumplimiento de sus obligaciones 
y deberes para con la Hacienda municipal, procediendo, en su caso, a la 
regulación correspondiente.

La Inspección de los tributos podrá tener atribuidas otras funciones de 
gestión tributaria.

Art. 86. Corresponde a la Inspección de los tributos:
a) 1 a investigación de los hechos imponibles para el descubrimiento de 

los que sean ignorados por la Administración y su consiguiente atnbución 
al sujeto pasivo u obligado tributario.

b) La integración definitiva de las bases tributarias, mediante el análisis 
y evaluación de aquéllas en sus distintos regimenes de determinación o 
estimación, y la comprobación de las declaraciones y declaraciones- 
liquidaciones para determinar su veracidad y la correcta aplicación de las 
normas, estableciendo el importe de las deudas tributarias correspondientes.

c) Comprobar la exactitud de las deudas tributarias ingresadas en 
virtud de declaraciones-documentos de ingreso.

d) Practicar las liquidaciones tributarias resultantes de sus actuaciones 
de comprobación e investigación.

e) Realizar, por propia iniciativa o a solicitud de los demás órganos de 
la Administración tributaria, aquellas actuaciones inquisitivas o de informa­
ción que deban llevarse a efecto acerca de los particulares o de otros 
organismos, y que directa o indirectamente incidan en la aprobación de los 
tributos.
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0 La comprobación del valor de las rentas, productos, bienes y demás 
elementos del hecho imponible.

g) Verificar el cumplimiento de los requisitos exigidos para la concesión 
o disfrute de cualesquiera beneficios, desgravaciones o restituciones fiscales, 
así como comprobar la concurrencia de las condiciones precisas para 
acogerse a regímenes tributarios especiales.

h) La información a los sujetos pasivos y demás obligados tributarios 
sobre las normas fiscales y acerca del alcance de las obligaciones y derechos 
que de las mismas se deriven.

i) El asesoramiento e informe a los órganos de la Hacienda pública en 
cuanto afecte a los derechos y obligaciones de ésta, sin perjuicio de las 
competencias propias de otros órganos.

j) Cuantas otras funciones se le encomienden por los órganos compe­
tentes de la Administración tributaria municipal.

Art. 87. Los funcionarios de la Inspección de los tributos, en el ejercicio 
de las funciones inspectoras, están investidos de los correspondientes 
derechos, prerrogativas y consideraciones y quedarán sujetos tanto a los 
deberes inherentes al ejercicio y dignidad de la función pública como a los 
propios de su específica condición, recogidos en el Reglamento General de 

Inspección de los Tributos.
An. 88. I. Los inspectores de los tributos podrán entrar en las fincas, 

locales de negocio y demás establecimientos o lugares en que se desarrollen 
actividades o explotaciones sometidas a gravamen, para ejercer funciones de 
comprobación e investigación, debiendo estar provistos de la correspondiente 
acreditación.

2. Cuando el dueño o morador de la finca o edificio, o la persona bajo 
cuya custodia se hallare el mismo, se opusiesen a la entrada de los 
inspectores, no podrán llevar a cabo éstos su reconocimiento sin la previa 
autorización escrita de la Alcaldía-Presidencia; cuando se refiera a domicilio 
particular o adomicilio social de cualquier persona física o jundica española 
0 extranjera, será preciso la obtención del oportuno mandamiento judicial.

An. 89. I. Los libros y la documentación del sujeto pasivo que tengan 
relación con el hecho imponible deberán ser examinados por los inspectores 
de los tributos en la vivienda, local, escritono. despacho u oficina de aquél, 
en su presencia o en la de la persona que designe.

2. Tratándose de registros y documentos establecidos por normas de 
carácter tributario o de justificantes exigidos por éstas, podrá requerirse su 
presentación en las oficinas de la Administración municipal para su examen.

Capítulo II

.4 ctunciones inspectoras

Art. 90. Las actuaciones inspectoras podrán ser:
a) De comprobación e investigación.
b) De obtener información con trascendencia tributaria.
c) De valoración.
d) De informe y asesoramiento.
Art. 91. Las actuaciones de comprobación e investigación podrán 

desarrollarse indistintamente:
a) En el lugar donde el sujeto pasivo tenga su domicilio tributario o en 

el del representante que a tal efecto hubiere designado.
b) En donde se realicen total o parcialmente las actividades gravadas,
c) Donde exista alguna prueba, a! menos parcial, del hecho imponible.
d) En las oficinas públicas a que se refiere el apartado 2 del artículo 145 

de la Ley General Tributaria cuando los elementos sobre los que hayan de 
realizarse puedan ser examinados en dicho lugar.

Art. 92. Las actuaciones de la Inspección de los tributos se iniciarán:
a) Por propia iniciativa de la Inspección.
b) Como consecuencia de orden supenor escrita y motivada.
c) En virtud de denuncia pública.
d) A petic ón del obligado tributario, cuando así esté establecido 

expresamente.
" Art. 93. Las actuaciones inspectoras se darán por concluidas cuando, 

ajuicio de la Inspección, se hayan obtenido datos y pruebas necesarios para 
fundamentar los actos de gestión que proceda dictar, bien considerando 
correcta la situación tributaria del interesado, o bien regularizando la misma 
con arreglo a derecho.

Capítulo III

Documentación de las actuaciones inspectoras

Art. 94. 1 ^s actuaciones de la Inspección de los tributos se documentarán 
en:

•a) Diligencias.
b) Comunicaciones.
c) Informes.
d) Actas previas o definitivas.

Art. 95. Diligencias.
1. Son diligencias los documentos que extiende la Inspección de los 

tributos en el curso del procedimiento inspector para hacer constar cuantos 
hechos o circunstancias de relevancia para el servicio se produzcan en aquél, 
así como las manifestaciones de la persona o personas con las que actúa la 
Inspección.

2. Las diligencias recogerán asimismo los resultados de las actuaciones 
de la Inspección de los tributos a que se refiere la letra e) del artículo 88 de 
esta Ordenanza.

3. Las diligencias son documentos preparatorios de las actas previas y 
definitivas, que no contienen propuesta de liquidaciones tributarias.

4. En particular deberán constar en las diligencias:
a) Los hechos o circunstancias determinantes de la aplicación del 

régimen de estimación directa de bases imponibles.
b) Las acciones u omisiones constitutivas de infracciones tributarias 

simples, a efectos de su sanción por los órganos competentes.
c) Los elementos de los hechos imponibles o de su valoración que. no 

debiendo de momento generar liquidación tributaria alguna, sea conveniente 
documentar para su incorporación al respectivo expediente administrativo.

5. En las diligencias también se hará constar el lugar y la fecha de su 
expedición, así como la dependencia, oficina, despacho o domicilio donde 
se extienda; la identificación de los funcionarios de la Inspección de los 
tributos que suscriban la diligencia; el nombre y apellidos, número del 
documento nacional de identidad y la firma, en su caso, de la persona con 
la que se entiendan las actuaciones, asi como el carácter o representación con 
que interviene; la identidad del obligado tributario a quien se refieran las 
actuaciones, y, finalmente, los propios hechos o circunstancias que constituyan 
el contenido propio de la diligencia.

6. De las diligencias que se extiendan se entregará siempre un ejemplar 
a la persona con la que se entiendan las actuaciones. Si se negase a recibirlo, 
se le remitirá por cualquiera de los medios admitidos en derecho.

Cuando dicha persona se negase a firmar la diligencia, o no pudiese o 
supiese hacerlo, se hará constar así en la misma, sin perjuicio de la entrega 
del duplicado correspondiente en los términos previstos en el párrafo 
anterior.

Cuando la naturaleza de las actuaciones inspectoras, cuyo resultado se 
refleje en una diligencia, no requiera la presencia de una persona con la que 
se entiendan tales actuaciones, la diligencia será firmada únicamente por los 
actuarios y se remitirá un ejemplar de la misma al interesado con arreglo a 
derecho. ,

Art. 96. Comunicaciones.
I. Son comunicaciones los medios documentales mediante los cuales 

la Inspección de los tributos se relaciona unilateralmente con cualquier 
persona en el ejercicio de sus funciones.

2. En las comunicaciones, la Inspección de los tributos podrá poner 
hechos o circunstancias en conocimiento de los interesados, así como 
efectuar a éstos los requerimientos que procedan. Las comunicaciones 
podrán incorporarse al contenido de las diligencias que se extiendan.

3. L as comunicaciones, una vez firmadas por la Inspección, se notificarán 
a los interesados en la forma señalada en el articulo 80 de la Ley de 
Procedimiento Administrativo.

4. En las comunicaciones se hará constar el lugar y la fecha de su 
expedición, la identidad de la persona o entidad y el lugar a los que se dirige, 
la identificación y la firma de quien las remita y los hechos o circunstancias 
que se comunican o el contenido del requerimiento que a través de la 
comunicación se efectúa.

5. l.as comunicaciones se extenderán por duplicado, conservando la 
Inspección un ejemplar.

Art. 97. Informes.
1. 1.a Inspección de tributos emitirá, de oficio o a petición de terceros, 

los informes que:
a) Sean preceptivos conforme al ordenamiem^ jurídico.
b) Le soliciten otros órganos y servicios de la Administración o los 

Poderes Legislativo y Judicial en los términos previstos por las Leyes.
c) Resulten necesarios para la aplicación de los tributos, en cuyo caso 

se fundamentará la conveniencia de emitirlos.
2. Cuando los informes de la Inspección complementen las actas 

previas o definitivas extendidas por ella, recogerán especialmente el 
conjunto de hechos y los fundamentos de derecho que sustenten la propuesta 
de rcgularización contenida en el acta.

Art. 98. Actas de inspección.
I. Son actas aquellos documentos que extiende la Inspección de los 

tributos con el fin de recoger los resultados de sus actuaciones de 
comprobación e investigación, proponiendo, en todo caso, la rcgularización 
que estime procedente de la situación tributaria del sujeto pasivo o 
retenedor, o bien declarando correcta la misma. Las actas son documentos 
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directamente preparatorios de las liquidaciones tributarias derivadas de las 
actuaciones inspectoras de comprobación e investigación, incorporando una 
propuesta de tales liquidaciones.

2. En las actas de Inspección, que documenten el resultado de sus 
actuaciones, consignarán:

a) El lugar y la fecha de su formalización.
b) La identificación personal de los actuarios que la suscriben.
c) El nombre y apellidos, número de documento nacional de identidad 

y la firma de la persona con la que se entienden las actuaciones y el carácter 
o representación con que intervienen en las mismas, así como, en cualquier 
caso, el nombre y apellidos o la razón o denominación social completa, el 
número de identificación fiscal y el domicilio tributario del interesado.

d) Los elementos esenciales del hecho imponible y su atribución al 
sujeto pasivo o retenedor, con expresión de los hechos y circunstancias con 
transcendencia tributaria que hayan resultado de las actuaciones inspectoras 
o referencia de las diligencias donde se hayan hecho constar.

e) En su caso, la rcgularización que los actores estimen procedente de 
las situaciones tributarias, con expresión, cuando proceda, de las infracciones 
que aprecien, incluyendo los intereses de demora y las sanciones pecuniarias 
aplicables, con especificación de los criterios para su graduación, y 
determinando la deudda tributaria debida por el sujeto pasivo, retenedor o 
responsable solidario.

g) La expresión de los trámites inmediatos del procedimiento incoado 
como consecuencia del acta, y, cuando el acta sea de conformidad, de los 
recursos que procedan contra el acto de liquidación derivado de aquélla, 
órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos.

3. La Inspección de los tributos municipales extenderá sus actas en los 
modelos oficiales acordados por el Ayuntamiento.

4. 1.a Inspección podrá determinar que las actas a que se refiere el 
apartado anterior sean extendidas bien en la oficina, local o negocio, 
despacho o vivienda del sujeto pasivo; bien en las oficinas de la propia 
Inspección, o cualquier otra de la Administración tributaria municipal.

5. Las actas y diligencias extendidas por la Inspección de los tributos 
tienen naturaleza de documentos públicos y hacen prueba de los hechos que 
motiven su formalización, salvo que se acredite lo contrario.

6. En las actas se propondrá la rcgularización de las situaciones 
tributarias que se estime procedente, con expresión de las infracciones 
apreciadas, incluyendo, cuando procedan, los intereses de demora y la 
sanción aplicable.

Art. 99. Actas previas.
1. Las actas previas tendrán lugar a liquidaciones de carácter provisional, 

a efectuar por los órganos competentes.
2. Procederá la incoación de un acta previa:
a) Cuando el sujeto acepte parcialmente la propuesta de rcgularización 

de su situación tributaria efectuada por la Inspección de los tributos. En este 
caso, se incorporarán al acta previa los conceptos y elementos de la 
propuesta respecto de las cuales el sujeto pasivo exprese su conformidad, 
teniendo la liquidación resultante naturaleza de “a cuenta de la que, en 
definitiva, se practique.

b) Cuando la Inspección no haya podido ultimar la comprobación o 
investigación de los hechos o bases imponibles y sea necesario suspender las 
actuaciones, siendo posible la liquidación provisional.

c) En cualquier otro supuesto del hecho que se considere análogo a los 
anteriores descritos.

3. Cuando la Inspección extienda un acta con el carácter de previa 
deberá hacerlo constar expresamente, señalando las circunstancias determi­
nantes de su incoación.

Art. 100. Actas sin descubrimiento de cuota.
I. Si la Inspección estimase correcta la situación tributaria del sujeto 

pasivo lo hará constar en acta, en la que detallará los conceptos y períodos 
a que la conformidad se extiende. Dicha acta se denominará acta de 
comprobado y conforme.

2. Igualmente se extenderá acta cuando la rcgularización que estime 
pro-edente la Inspección de la situación tributaria de un sujeto pasivo no 
resulte deuda tributaria alguna en favor de la Hacienda municipal. En todo 
caso, se hará constar la conformidad o disconformidad del sujeto pasivo.

Art. 101. Xctas de conformidad. -
I. Cuando el sujeto pasivo, retenedor o responsable solidario preste su 

conformidad a la rectificación o propuesta de liquidación practicada en el 
acta por la Inspección, ésta lo hará constar asi en ella, entregándole un 
ejemplar, una vez firmado por ambas partes. El sujeto pasivo se tendrá por 
notificado de su contenido, entendiéndose que la conformidad se extiende 
no sólo a los hechos recogidos en el acta, sino también a todos los elementos 
determinantes de la cuantía de la deuda tributaria.

2. Asimismo, el sujeto pasivo habrá de ingresar el importe de la deuda 
tributaria, bajo apercibimiento de su exacción por vía de apremio en caso 

de falta de pago, en los plazos previstos en los artículos 74 y 75 de esta 
Ordenanza, contados a partir del siguiente a aquel en que el acta sea firme.

3. Con el ejemplar del acta se hará entrega al interesado de los 
documentos de ingreso precisos para efectuar el pago de la deuda tributaria.

Art. 102. Actas de disconformidad.
1. Cuando el sujeto pasivo, retenedor o responsable se niege a suscribir 

el acta o, suscribiéndola, no preste su conformidad a la propuesta de 
rcgularización contenida en la misma, se incoará el oportuno expediente 
administrativo, que se tramitará por la unidad actuante de la Inspección de 
los tributos, quedando el interesado advertido, en el ejemplar que se le 
entregue, de su derecho a presentar ante dicho órgano las alegaciones que 
considere oportunas, previa puesta de manifiesto del expediente, dentro del 
plazo de los quince dias siguientes al séptimo posterior a la fecha en que se 
haya extendido el acta o su recepción.

2. Si la persona con la cual se realizan las actuaciones se negase a firmar 
el acta, el inspector lo hará constar en ella, asi como la mención de que le 
entrega un ejemplar duplicado. Si dicha persona se negase a recibir el 
duplicado del acta, el inspector lo hará constar igualmente y, en tal caso, el 
correspondiente ejemplar le será enviado al sujeto pasivo en los tres días 
siguientes por alguno de los medios previstos en las disposiciones vigentes.

3. En las actas de disconformidad se expresarán con el detalle que sea 
preciso los hechos y sucintamente los fundamentos de derecho en los que se 
base la propuesta de rcgularización, sin perjuicio de que en el informe 
ampliatorio, que posteriormente ha de hacer el actuario, se desarrollen 
dichos fundamentos. También se recogerá en el cuerpo del acta expresamente 
la disconformidad del sujeto pasivo, sin perjuicio de su derecho a formular 
en el momento oportuno cuantas alegaciones estime convenientes.

Art. 103. Actas con prueba preconstituida.
1. Cuando exista prueba preconstituida del hecho imponible, podrá 

extenderse acta sin la presencia del sujeto pasivo o su representante. En el 
acta se expresarán, con el detalle necesario, los hechos y medios de prueba 
empleados, y a la misma se acompañará, en todo caso, informe del actuario.

2. El acta y el informe, asi como la iniciación del correspondiente 
expediente, se notificará al sujeto pasivo, quien en el plazo de quince días 
podrá alegar ante la dependencia inspectora cuanto convenga a su derecho 
y. en particular, lo que estime oportuno acerca de los posibles errores o 
inexactitud de dicha prueba y sobre la propuesta de liquidación contenida 
en el acta, o bien expresar su conformidad sobre una o ambas cuestiones.

Capítulo IV

Tramitación de las diligencias y actas 
y liquidaciones tributarias derivadas de las últimas

Art. 104. Tramitación de las diligencias.
I. Las diligencias que extienda la Inspección de los tributos para hacer 

constar hechos o circunstancias conocidos en el curso del procedimiento 
inspector y relativos al obligado tributario en las mismas actuaciones 
inspectoras, se incorporarán al respectivo expediente de inmediato.

2. Las diligencias que reflejen los resultados de actuaciones inspectoras 
de obtención de información se entregarán por los actuarios conforme a laS( 
directrices recibidas, para el análisis de la información obtenida.

3. Las diligencias que extienda la Inspección de los tributos para 
permitir la incoación del correspondiente procedimiento o expediente, al 
margen del propio procedimiento inspector, se entregarán por el actuario, 
equipo o unidad de inspección en el plazo de cinco días, adoptando el 
depositario las medidas precisas para que se incoen los expedientes que 
procedan.

4. En particular, cuando una diligencia recoja acciones u omisiones que 
puedan ser constitutivas de infracciones simples, si se hubiese extendido en 
presencia y con la firma del interesado o su representante, entregándosele 
un ejemplar, en la misma diligencia se le comunicará que, entendiéndose 
incoado el correspondiente expediente sancionador, dispone de un plazo de 
quince días, después del tercero siguiente a la fecha de aquélla, para formular 
alegaciones ante la dependencia inspectora. En otro caso, se deberá 
comunicar al interesado la incoación del oportuno expediente, para que. 
siempre previa puesta de manifiesto del mismo, si lo desea, formule la5 
alegaciones que estime convenientes en e' plazo de quince días.

Dentro de los quince días siguientes al kmino del plazo para formular 
alegaciones, la Inspección elevará, en su caso, el expediente al órgano 
competente para imponer la sanción, consistente en multa pecuniaria fija- 
quien resolverá dictando el correspondiente acto administrativo.

Art. 105. Liquidaciones tributarias derivadas de las actas.
I. De acuerdo con la letra c) del articulo 140 de la Ley General 

Tributaria, la Inspección de los Tributos practicará las liquidaciones 
tributarias resultantes de las actas que documenten los resultados de su® 
actuaciones de comprobación c investigación.
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Corresponderá al depositario dictar los actos administrativos de liqui­
dación tributaria que procedan.

2. Cuando se trate de actas de conformidad, se entenderá producida la 
liquidación tributaria de acuerdo con la propuesta formulada en el acta si, 
transcurrido el plazo de un mes desde la fecha de ésta, no se ha notificado 
al interesado acuerdo del inspector-jefe por el cual se dicta acto de 
liquidación rectificando los errores materiales apreciados en la propuesta 
formulada en el acta, se inicia el expediente administrativo a que se refiere 
el apartado siguiente, o bien se deja sin eficacia el acta incoada y se ordena 
completar las actuaciones practicadas durante un plazo no superior a tres 
meses.

En este último supuesto, el resultado de las actuaciones complementarias 
se documentará en acta, la cual se tramitará con arreglo a su naturaleza.

Si en la propuesta de liquidación formulada en el acta se observara error 
en la apreciación de los hechos en que se funda o indebida aplicación de las 
normas jurídicas, el depositario acordará de forma motivada la iniciación 
del correspondiente expediente administrativo, notificando al interesado 
dentro del plazo de un mes a que se refiere el apartado anterior.

El interesado podrá formular las alegaciones que estime convenientes 
dentro de los quince dias siguientes a la notificación del acuerdo adoptado. 
Transcrurrido el plazo de alegaciones, en los quince días siguientes se dictará 
la liquidación que corresponda.

3. Cuando el acta sea de disconformidad, a la vista del acta y su informe 
y de las alegaciones formuladas, en su caso, por el interesado, a propuesta 
de la dependencia inspectora, el depositario dictará el acto administrativo 
que corresponda dentro del mes siugiente al término del plazo para formular 
alegaciones.

Asimismo, dentro del mismo plazo para resolver, podrá acordarse que 
se complete el expediente en cualquiera de sus extremos, practicándose por 
la Inspección las actuaciones que procedan en un plazo no superior a tres 
meses. En este caso, el acuerdo adoptado se notificará al interesado e 
interrumpirá el cómputo del plazo para resolver.

Terminadas las actuaciones complementarias, se documentarán según 
proceda a tenor de sus resultados. Si se incoase acta, ésta sustituirá en todos 
sus extremos a la anteriormente formalizada y se tramitarán según proceda; 
en otro caso, se pondrá de nuevo el expediente completo de manifiesto al 
interesado por un plazo de quince días, resolviendo el depositario dentro del 
mes siguiente.

4. Cuando el acta sea de prueba preconstituida, a la vista del acta y el 
informe de las alegaciones que en su caso haya formulado el sujeto pasivo, 
a propuesta de la dependencia inspectora, el depositario dictará el acto 
administrativo que proceda dentro del mes siguiente al término del plazo 
Para formular alegaciones, notificándolo reglamentariamente.

5. Contra el acto administrativo a que se refiere el apartado anterior, 
el sujeto pasivo podrá interponer recurso de reposición, aunque no hubiera 
formulado alegaciones al expediente de prueba preconstituida.
- ---- - • -...... 1

Art. 106. Recursos y reclamaciones contra las liquidaciones tributarias 
derivadas de las actas de inspección.

I - Las liquidaciones tributarias producidas conforme a la propuesta 
contenida en el acta de conformidad y los demás actos de liquidación 
dictados por la Inspección de los tributos serán reclamables en reposición 
ante el depositario.

^ o podrán impugnarse las actas de conformidad sino únicamente las 
liquidaciones tributarias, definitivas o provisionales, resultantes de aquéllas. 

. 2. Cuando el interesado interponga recurso de reposición contra una 
liquidación tributaria que comprenda una sanción impuesta observándose 
*° dispuesto en la letra h) del artículo 82 de la ley General Tributaria, al 
recibir el recurso o remitir el expediente al Tribunal, la Inspección dictará 
acto administrativo de liquidación, exigiendo la parte de la sanción 
reducida, atendiendo a la conformidad inicial del interesado.

Del mismo modo, procederá la aplicación de lo dispuesto en la letra h) 
del citado artículo 82 cuando se dicte acto de liquidación, en cuanto acepte 
las alegaciones del interesado o éste se allane a la propuesta contenida en 
un acta de prueba preconstituida.

3 En ningún caso podran impugnarse por el obligado tributario los 
hechos y elementos determinantes de las bases tributanas respecto de los que 
dio su conformidad, salvo que pruebe haber incurrido en error de hecho.

Capitulo V

Disposk iones especiales

Art. 107. Estimación indirecta de bases.
1 Cuando proceda la regularización de la situación tributaria de un 

sujeto pasivo mediante la determinación de sus bases imponibles a través del 
Pr°ccdimiento de estimación indirecta, el actuario propondrá su aplicación 
en base a las diligencias levantadas. A la propuesta se acompañará informe 

sobre las bases estimadas y las deudas tributarias correspondientes, detallando 
los fundamentos de la aplicación del régimen de estimación indirecta y los 
índices, ratios y módulos empleados y los cálculos realizados para estimar 
las bases imponibles que se proponen.

2. La aplicación del régimen de estimación indirecta no requerirá acto 
administrativo previo que asi lo declare.

3. Sin embargo, el órgano competente deberá dictar acto administrativo 
de fijación de bases y de liquidación tributaria que procedan, previa puesta 
de manifiesto del expediente, en este último caso, al interesado.

4. La aplicación del régimen de estimación indirecta de las bases 
tributarias se realizará siempre de acuerdo con lo establecido en los artículos 
50 y 51 de la Ley General Tributaria y artículos 64 y 65 del Reglamento 
General de Inspección de Tributos, en materia de garantías.

Art. 108. Liquidación de los intereses de demora.
I. La Inspección de los tributos incluirá el interés de demora que 

corresponda en las propuestas de liquidación consignadas en las actas y en 
las liquidaciones tributarias que practique.

2. Cuando la Inspección no haya apreciado la existencia de infracciones 
tributarias, computará los intereses de demora desde el día de finalización 
del plazo voluntario de pago hasta la fecha del acta.

3. Cuando concurran infracciones tributarias graves, serán exigiblcs 
intereses de demora por el tiempo transcurrido entre la finalización del plazo 
voluntario de pago y el día en que se sancionen las infracciones.

Si el acta fuese de conformidad se entenderá impuesta la sanción el día 
correspondiente a la fecha del acta.

Tratándose de un acta de disconformidad, se entenderá impuesta la 
sanción al transcurrir el periodo de alegaciones. Si hubiese un segundo 
periodo de alegaciones, la liquidación que se dicte atenderá ai término de 
éste.

Art. 109. Procedimiento para la imposición de sanciones no consistentes 
en multa. — Cuando los hechos y circunstancias recogidos en las diligencias 
o en un acta determinasen, a juicio de los actuarios, la imposición de 
sanciones no consistentes en multa por infracciones tributarias simples o 
graves, aquéllos propondrán la iniciación del expediente a que se refiere el 
apartado segundo del articulo 81 de la I^y General Tributaria, mediante 
moción dirigida al inspector-jefe, acompañada de testimonio de la diligencia 
o del acta extendida y de los demás antecedentes, quien elevará, por el 
conducto adecuado, el expediente hasta el órgano competente para imponer 
la sanción.

Disposiciones adicionales

Primera. — En todo lo no previsto en el título IV de esta Ordenanza se 
estará a lo dispuesto en el Reglamento General de la Inspección de los 
Tributos, aprobado por el Real Decreto 939 de 1986, de 25 de abril.

Segunda. Salvo lo que especialmente resulte de cada ordenanza, las 
tasas se devengarán desde que se inicie la prestación del servicio o se realice 
la actividad, y desde que se conceda la utilización privativa o el aprovecha­
miento especial, pero el As untamiento podrá exigir el depósito previo de las 
tasas correspondientes.

Las bajas que se produzcan en los tributos de percepción regular y 
periódica causarán efectos a partir del mes. trimestre o año siguiente a la 
presentación, según los plazos en que, con arreglo a las ordenanzas, se 
devenguen aquéllos.

No obstante lo dispuesto en los dos párrafos precedentes, las altas y bajas 
podrán causar efecto en fechas distintas a las establecidas si el interesado 
acreditara suficientemente que procede la aplicación de las mismas.

Tercera. - En todas las liquidaciones que se practiquen por aplicación 
de las tarifas consignadas en las ordenanzas de los tributos municipales se 
suprimirán las fracciones inferiores a una peseta, redondeándose el importe 
de aquéllas, por exceso o defecto, a pesetas enteras.

Disposición final

La presente Ordenanza empezará a regir el dia l de enero de 1990 y se 
mantendrá en vigor mientras no se acuerde su derogación o modificación.

ORDENANZA NUM. 2

Normas comunes a las ordenanzas de precios públicos 
por prestación de servicios y realización de actividades

Articulo |9. De conformidad con lo previsto en el articulo 117, en 
relación con el artículo 4|.b de la Ley 39 de 1988, de 28 de diciembre, 
reguladora de las haciendas locales, este Ayuntamiento establece los precios 
públicos por prestación de servicios y realización de actividades administrativas 
de la competencia de entidad local especificados en las tarifas contenidas en 
las ordenanzas que a continuación se regulan.

M.C.D. 2022



1190 27 marzo 1990 BOP Zaragoza.—Núm. 70

Art. 2.5 Obligados al pago. — Estarán obligados al pago de los precios 
públicos regulados en las ordenanzas que a continuación se regulan quienes 
se beneficien de los servicios o actividades a que se refieren las mismas. Se 
presumirá tal beneficio en el solicitante de la prestación.

Art. 3.0 Nacimiento de la obligación de pago:
I. La obligación de pagar el precio público nace desde que se inicia la 

prestación del servicio o la realización de la actividad, sin perjuicio de la 
existencia de depósito previo de su importe en el momento de la solicitud, 
de acuerdo con lo previsto en las normas particulares de cada uno de los 
precios públicos.

2. Cuando por causas no imputables al obligado al pago del precio, el 
servicio público o la actividad no se prestaran o realizaran, procederá la 
devolución de su immporte en los términos recogidos en las normas 
particulares de cada uno de los precios públicos.

Art. 4.9 Cuantía:
a) La cuantía de los precios públicos regulados en esta Ordenanza será 

la fijada en las tarifas comprendidas en la misma.
b) No se concederá ningún tipo de reducción en la cuota de los precios 

públicos regulados en la presente Ordenanza, salvo en aquellos supuestos en 
los que se prevea expresamente en tas normas particulares de aplicación de 
cada uno de ellos, o en los que concurra alguna de las circunstancias 
previstas en el articulo 45.3 de la Ley 39 de 1988.

Articulo 5.° Infracciones y sanciones. — El incumplimiento de las 
reglas generales de aplicación, así como las específicas de cada precio 
público, llevará consigo la imposición de las sanciones pertinentes.

Artículo 6.9 Ambito de aplicación de las disposiciones comunes. — Las 
presentes normas comunes serán de aplicación general a todos los precios 
públicos por la prestación de servicios o realización de actividades, excepto 
en los supuestos en que por la particularidad de los mismos deban prevalecer 
las normas de gestión propias de cada uno de ellos.

Disposición final

Entrada en vigor. — Las presentes normas comunes y las ordenanzas a 
que hacen referencia entrarán en vigor a partir del l de enero de 1990 y 
mantendrán su vigencia en tanto no sean expresamente derogadas.

ORDENANZA NUM. 3

Normas comunes a las ordenanzas de precios públicos 
por ocupación, utilizaciones privativas y aprovechamientos especiales 

de la vía pública

Articulo I.9 Concepto. — De conformidad con lo previsto en el 
artículo 117, en relación con el artículo 41.a, ambos de la Ley 39 de 1988, 
de 28 de diciembre, reguladora de las haciendas locales, este Ayuntamiento 
establece los precios públicos por ocupación de terrenos de uso público, 
utilización privativa de los mismos, o cualquier aprovechamiento especial 
especificado en las tarifas contenidas en las ordenanzas que a continuación 
se regulan.

Art. 2.9 Obligados al pago. — Están obligados al pago las personas 
físicas, jurídicas y demás entidades definidas en el artículo 33 de la Ley 
General Tributaria a cuyo favor se otorguen las licencias, o quienes se 
beneficien del aprovechamiento si se procedió sin la oportuna autorización. 
Subsidiariamente responderán del pago del precio público devengado los 
dueños de los inmuebles afectos a utilizaciones o aprovechamientos 
especiales de la vía pública.

Art. 3.9 Nacimiento de la obligación de pago. —• Nace la obligación del 
pago regulado por las ordenanzas reguladoras de precios públicos:

a) Tratándose de concesiones de nuevos aprovechamientos de la vía 
pública, en el momento en el que se obtenga la correspondiente autorización 
municipal o, en todo caso, que se inicie el aprovechamiento especial del 
dominio público.

b) Tratándose de concesiones de aprovechamientos ya autorizados, el 
día primero de cada uno de los periodos naturales de tiempo señalados en 
las tarifas.

c) En los supuestos de permisos provisionales, será requisito imprescin­
dible que con la instancia solicitando la licencia se acompañe el justificante 
de haber satisfecho el pago de la cuota correspondiente.

En los tres supuestos anteriores el incumplimiento de cualquiera de las 
condiciones establecidas en la autorización llevará consigo, en su caso, la 
revocación automática de la misma, con la obligación simultánea de la 
reposición del dominio público a su estado originario.

Art. 4.9 Extinción de la obligación de pago. — En todo caso, la 
extinción de la obligación de pago requerirá la previa petición de baja, al 
objeto de poder comp obar la correcta reposición del dominio público a su 
estado original:

a) Las bajas surtirán efecto, una vez repuesto el dominio publico, a 
partir del primer día del periodo impositivo siguiente señalado en las 

correspondientes tarifas, con las excepciones contempladas en las normas 
de gestión de cada uno de los aprovechamientos.

b) Si no se determina con exactitud la duración del aprovechamiento, 
una vez autorizada la ocupación se entenderá prorrogada ésta mientras no 
se presente la preceptiva declaración de baja.

Art. 5.9 El Ayuntamiento podrá exigir una fianza al solicitante de la 
autorización de la ocupación o utilización de los terrenos de uso público que 
garantice el cumplimiento de las determinaciones contenidas en aquélla, asi 
como la correcta reposición del dominio público.

Art. 6.9 I. Cuando la utilización privativa o el aprovechamiento 
especial lleve aparejada la destrucción o deterioro del dominio público local, 
el beneficiario, sin perjuicio del pago del precio público a que hubiere lugar, 
estará obligado al reintegro del coste total de los respectivos gastos de 
reconstrucción o reparación y al depósito previo de su importe.

2. Si los daños fueran irreparables, la entidad será indemnizada en 
cuantía igual al valor de los bienes destruidos o al importe del deterioro de 
los dañados.

3. Las entidades locales no podrán condonar total ni parcialmente las 
indemnizaciones y reintegros a que se refiere el presente artículo.

Art. 7.9 Cuantía:
a) La cuantía de los precios públicos regulados en la presente Ordenanza 

será la fijada en las tarifas comprendidas en la misma.
b) No se concederá ningún tipo de reducción en la cuota de los precios 

públicos regulados en la presente Ordenanza, salvo en aquellos supuestos en 
los que se prevea expresamente en las normas particulares de aplicación de 
cada uno de ellos, o en los que concurra alguna de las circunstancias 
previstas en el artículo 45.3 de la Ley 39 de 1988.

Art. 8.9 Infracciones y sanciones. — El incumplimiento de las reglas 
generales de aplicación, asi como las especificas de cada precio público, 
llevará consigo la imposición de las sanciones pertinentes.

Art. 9.9 Las autorizaciones por utilización de la vía pública o aprove­
chamientos especiales de la misma serán otorgadas por la Alcaldía- 
Presidencia, sin perjuicio de la delegación que ésta pudiera hacer en el 
ejercicio de las atribuciones que le confiere el artículo 21.3 de la Ley 
Reguladora de las Bases de Régimen Local.

Art. 10. I. Para las empresas explotadoras de sen icios de suministros 
que afecten a la generalidad o a una parte importante del vecindario, la 
cuantía del precio público por utilización privativa o aprovechamientos 
especiales constituidos en el suelo, subsuelo o vuelo de las vías públicas 
municipales consistirá, en todo caso y sin excepción alguna, en el 1,5 % de 
los ingresos brutos procedentes de la facturación que obtengan anualmente 
en este término municipal dichas empresas. A estos efectos, se entenderá por 
ingresos brutos lo que al respecto se establece en el Real Decreto.

Las cantidades que por los precios públicos hubiere de satisfacer la 
Teléfonica de España se considerarán integradas en la compensación en 
metálico de periodicidad anual que dicha compañía debe abonar a los 
ayuntamientos, según el artículo 41 de la Ley 15 de 1987, de 30 de julio, en 
su nueva redacción dada en el apartado 2 de la disposición adicional octava 
de la Ixy 39 de 1988. ,

2. Por la Inspección municipal se podrán efectuar cuantas comproba­
ciones considere oportunas a la contabilidad de dichas empresas suministra­
doras de servicios.

3. Dichas empresas efectuarán entregas a cuenta en el mes siguiente al 
vencimiento del trimestre, de acuerdo a la facturación de ingresos brutos, 
practicándose liquidación definitiva en el primer trimestre del año siguiente.

Art. 11. Las presentes normas comunes serán de aplicación general a 
todos los precios públicos por ocupación del dominio público, excepto en 
los supuestos en los que por la particularidad de los mismos deban prevalecer 
las normas de gestión propias de cada uno de ellos.

Disposición final

Las presentes normas comunes y las ordenanzas a que hacen referencia 
entrarán en vigor a partir del I de enero de 1990 y mantendrán su vigencia 
en tanto no sean expresamente derogadas.

ORDENANZA FISCAL NUM. 4

Ordenanza general de contribuciones especiales

I. Hecho imponible

Artículo 1.9 I. El hecho imponible de las contribuciones especiales 
estará constituido por la obtención por el sujeto pasivo de un beneficio 
especial o de un aumento del valor de sus bienes como consecuencia de la 
realización de obras públicas o del establecimiento o ampliación de servicios 
públicos de carácter municipal por este Ayuntamiento.

2. Las contribuciones especiales se fundarán en la mera realización de 
las obras o en el establecimiento o ampliación de los servicios a que se refiere
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el apartado anterior y su exacción será independiente del hecho de que sean 
utilizadas efectivamente unas u otros por los sujetos pasivos.

Art. 2.9 1. Tendrán la consideración de obras y servicios municipales:
a) Los que realice el Ayuntamiento dentro del ámbito de su capacidad 

y competencia para cumplir los fines que le están atribuidos, excepción 
hecha de los que aquél ejecute en concepto de dueño de sus bienes 
patrimoniales.

b) Los que realice el Ayuntamiento por haber sido concedidos o 
transferidos por otras administraciones públicas y aquellos cuya titularidad 
haya admitido de acuerdo con la Ley.

c) Los que realicen otras administraciones públicas, incluso la provincia, 
mancomunidad, agrupación o consorcio, o los concesionarios de las 
mismas, con aportaciones económicas municipales.

2. No perderán la consideración de obras o servicios municipales las 
comprendidas en el apartado a) del número anterior, aunque sean realizadas 
por organismos autónomos, por órganos o personas jurídicas dependientes 
del Ayuntamiento, incluso cuando estén organizados en forma de sociedad 
privada, por concesionarios con aportaciones municipales o por las 
asociaciones administrativas de contribuyentes.

Art. 3.9 El Ayuntamiento podrá potestativamente acordar la imposición 
y ordenación de contribuciones especiales, siempre que se den las circunstancias 
conformadoras del hecho imponible establecidas en el articulo 1.9 de la 
Presente Ordenanza General:

a) Por la apertura de calles y plazas y la primera pavimentación de las 
calzadas.

_ b) Por la primera instalación, renovación y sustitución de redes de 
distribución de agua, de redes de alcantarillado y desagües de aguas 
residuales.
, c) Por el establecimiento y sustitución de alumbrado público y por 
instalación de redes de distribución de energía eléctrica.

d) Por el ensanchamiento y nuevas alineaciones de las calles y plazas 
Ya abiertas y pavimentadas así como la modificación de las rasantes.

e) Por la sustitución de calzadas, aceras, absorbederos y bocas de riego 
de las vías públicas urbanas.
, 0 Por el establecimiento y ampliación del servicio de extinción de 
incendios.

g) Por la construcción de embalses, canales y otras obras para la 
irrigación de fincas.

h) Por la realización de obras de captación, embalse, depósito, 
conducción y depuración de aguas para el abastecimiento.

i) Por la construcción de estaciones depuradoras de aguas residuales 
y colectores generales.

j) Por la plantación de arbolado en calles y plazas, así como la 
construcción y ampliación de parques y jardines, que sean de interés para 
un determinado barrio, zona o sector.

k) Por el desmonte, terraplenado y construcción de muros de contención.
I) Por la realización de obras de desecación y saneamiento y de defensa 

de terrenos contra avenidas e inundaciones, así como la regulación y 
desviación de cursos de aguas.

m) Por la construcción de galerías subterráneas para el alojamiento de 
redes y tuberías de distribución de agua, gas y electricidad, asi como para 
que sean utilizadas por redes de servicios de comunicación e información.

n) Por la realización o el establecimiento o ampliación de cualesquiera 
°tras obras y servicios.

Art. 4.9 No procederá la aplicación de contribuciones especiales 
cuando se trate de ejecución de obras de mera conservación, reparación o 
entretenimiento. En ningún caso se considerarán de tal naturaleza las obras 
de ensanche, cambio de rasante o explanación o las ejecutadas en sustitución 
de obras o instalaciones provisionales.

Art. 5.9 I. Procederá la aplicación de contribuciones especiales a los 
■nmuebles que ya disfrutaren por alguna de sus fachadas de obras, 
'nstalaciones o servicios análogos a los que se trata de ejecutar o implantar, 
siempre que tales obras, instalaciones o servicios se realicen en vías públicas 
**mitrofes al inmueble afectado y se produzca el presupuesto básico 
contemplado en el artículo 1.9 de esta Ordenanza.

2. Para el caso en que las obras y servicios municipales confronten con 
r'egos y cajeros de acequias, las contribuciones especiales se repercutirán en 
*Os inmuebles que se ubiquen de manera inmediatamente posterior a tales 
r*egos y cajeros, siempre y cuando su distancia al borde más cercano de los 
IT|ismos no sea superior a 10 metros, y aún cuando se ubique vía pública entre 
c* cauce de la acequia y las fincas afectadas.

3. El tipo impositivo a aplicar a los inmuebles a los que alude el anterior 
Párrafo será reducido en un 50 %. Las cantidades no recaudadas por 
aplicación de este tipo reducido no podrán ser repecutidas en el resto de los 
Contribuyentes afectados por la exacción.

II. . La obligación de contribuir
Art. 6.0 I. La obligación de contribuir por contribuciones especiales 

hace desde el momento en que las obras se han ejecutado o desde que el 
servicio haya comenzado a prestarse.

2. Se considerará como fecha de terminación de las obras la que figure 
en el acta de recepción provisional de las mismas por parte del Ayunta­
miento.

3. Si las obras fueren fraccionadas, la obligación de contribuir nace, 
para cada uno de los contribuyentes, desde que se hayan ejecutado las 
correspondientes a cada tramo o fracción. En tales casos, el Ayuntamiento 
irá recibiendo provisional y sucesivamente las obras relativas a cada tramo, 
debiendo constar asi expresamente en la documentación incorporada al 
proyecto.

Art. 7.9 I. Sin perjuicio de lo expuesto en el anterior artículo, una vez 
aprobado el expediente de imposición, el Ayuntamiento podrá exigir por 
anticipado el pago de contribuciones especiales, en función del importe de 
los gastos previstos para los próximos seis meses. No podrá exigirse el 
anticipo de un nuevo semestre sin que hayan sido ejecutadas las obras para 
las cuales se exigió el correspondiente anticipo.

2. Se tendrá en cuenta el momento del nacimiento de la obligación de 
contribuir, a los efectos de determinar la persona obligada al pago, de 
conformidad con lo dispuesto en el articulo 1.9 de esta Ordenanza, aun 
cuando en el expediente de imposición figure como contribuyente quien lo 
sea con referencia a la fecha del acuerdo de su aprobación y aunque el mismo 
hubiere anticipado el pago de las cuotas, de conformidad con lo dispuesto 
en el anterior apartado. Cuando la persona que figure como contribuyente 
en el expediente hubiere transmitido los derechos sobre los bienes o 
explotaciones que motivan la imposición en el período comprendido entre 
la aprobación de dicho expediente y el nacimiento de la obligación de 
contribuir, estará obligada a dar cuenta a la Corporación municipal, dentro 
del plazo de un mes, de la transmisión efectuada, y, si no lo hiciera, dicha 
Administración podrá dirigir la acción para el cobro, incluso por vía de 
apremio administrativo, contra quien figuraba como contribuyente en dicho 
expediente.

Art. 8.9 I. No procederá la imposición de contribuciones especiales 
respecto de aquellas fincas en las que exista por parte de propietarios, 
promotores, constructores o directores de obras una obligación urbanística 
de costear la urbanización de conformidad con lo dispuesto en los artículos 
120 y siguientes de la Ley del Suelo. En estos supuestos se girarán las 
correspondientes liquidaciones por las cuotas de urbanización y. en su caso, 
se ejecutarán los avales constituidos para garantizar la obligación señalada.

2. Los avales presentados por propietarios, promotores, constructores 
o directores de obras para garantizar la realización de las obras de 
urbanización simultáneamente a las de edificación, cuando sólo se efectuaren 
éstas y no aquéllas, serán ejecutados por el Ayuntamiento.

3. El importe de los avales a que se refiere el anterior apartado será 
destinado a compensar la cuota asignada en el proyecto de aplicación de 
contribuciones especiales a los inmuebles en cuya confrontación se garan­
tizaren las obras de urbanización. La parte de la cuota no cubierta por la 
compensación será pasada al cobro al sujeto pasivo legalmente obligado al 
pago, en los términos de lo dispuesto en el articulo 9.9. El exceso de importe 
sobre la cuota, si lo hubiere, quedará en poder del Ayuntamiento y será 
aplicado en la forma prevista en el número 7 del articulo 12.

4. Por las oficinas técnicas, previamente a la redacción del proyecto de 
aplicación, que sirve de base al acuerdo de imposición, se recabará de las 
oficinas económicas de Intervención y Depositaría de Fondos la relación de 
avales constituidos para garantizar las obras de urbanización en las calles 
o zonas donde se ejecutó el proyecto municipal de obras o servicios que dió 
lugar a la aplicación de contribuciones especiales.

III. Sujetos pasivos

Art. 9.9 I, Serán sujetos pasivos de las contribuciones especiales las 
personas especialmente beneficiadas por la ejecución de obras o por el 
establecimiento, ampliación y mejora de los servicios municipales que 
originen la obligación de contribuir.

2. Se considerarán personas especialmente beneficiadas:
a) I. En las contribuciones especiales por la ejecución de obras o el 

establecimiento, ampliación y mejora de los servicios municipales que 
afecten a bienes inmuebles, los propietarios de los mismos.

a) 2. Queda a salvo lo dispuesto por convenios particulares y leyes 
especiales en cuanto a la repercusión de la cuota en arrendatarios e 
inquilinos.

a) 3. Cuando no existiera propietario determinado y sí solamente 
usuario o usufructuario de los bienes beneficiados por las obras, instalaciones 
o servicios, se considerará a tales sujetos como los obligados al pago de las 
cuotas.

b) En las contribuciones especiales correspondientes a obras y servicios 
por razón de explotaciones industriales y comerciales, la persona o entidad 
titular de éstas.

c) En las contribuciones especiales por establecimiento, ampliación o 
mejora del servicio municipal de extinción de incendios, las compañías de 
seguros que desarrollen su actividad en el término municipal.
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d) En las contribuciones especiales por construcción de galerías 
subterráneas, las empresas suministradoras que deban utilizarlas.

Art. 10. I. En los casos en que la cuota exigible lo sea a comunidades 
de propietarios en régimen de propiedad horizontal, la representación de la 
comunidad podrá solicitar de la Administración municipal el desglose 
individual de la cuota correspondiente a cada comunero, facilitando los 
datos personales, el domicilio y el coeficiente de participación de cada uno 
en la comunidad.

2. Dicha solicitud deberá formularse previamente a la aprobación del 
proyecto de imposición por el Ayuntamiento. De no efectuarse así se 
entenderá aceptado el que se gire una única cuota, de cuya distribución se 
encargará la propia comunidad. Excepcionalmente, por razones que, en 
todo caso, valorará el Ayuntamiento, podrá acordarse el desglose individual 
de las cuotas correspondientes a cada propietario una vez aprobado el 
expediente de imposición.

IV. Exenciones y bonificaciones

Art. II. I. No se reconocen en materia de contribuciones especiales 
otros beneficios fiscales que los que vengan establecidos por disposiciones 
con rango de Ley o por tratados o convenios internacionales.

2. En relación con los beneficios fiscales reconocidos con anterioridad 
a la vigente Ley de las Haciendas Locales de 18 de diciembre de 1988, se 
tendrá en cuenta lo recogido en la disposición adicional novena del citado 
texto legal. En el supuesto de que las leyes o tratados internacionales 
concedan beneficios fiscales, las cuotas que correspondan a los beneficiarios 
no serán distribuidas entre los demás contribuyentes.

3. Dada la naturaleza de las contribuciones especiales, al apoyarse en 
un auténtico principio de justicia conmutativa, por tener su causa inmediata 
en una prestación de la Administración cvaluable económicamente, regirá 
en esta materia un principio restrictivo de la concesión de beneficios fiscales.

V. Base imponible

Art. 12. I. La base imponible de las contribuciones especiales se 
determinará en función del coste total del presupuesto de las obras o los 
servicios que se establezcan, ampliaciones o mejoras y, en ningún caso, 
podrá superar el 90 % del mismo.

2. El coste de la obra o servicio estará integrado por los siguientes 
conceptos:

a) El valor real de los trabajos periciales de redacciñn de proyectos, 
planes y programas técnicos o su valor estimado, cuando no haya lugar a 
remuneración especial alguna.

b) El importe de las obras a realizar o de los servicios que se 
establezcan, amplíen o mejoren. Dentro del citado importe se computará, 
en su caso, el valor de la prestación personal y de transporte.

c) El valor de los terrenos que hubieren de ocupar permanentemente 
las obras o servicios, salvo que se trate de bienes de uso público o de terrenos 
cedidos obligatoria y gratuitamente al municipio.

d) Las indemnizaciones procedentes por derribo de construcciones, 
destrucción de plantaciones, obras o instalaciones, asi como las que 
procedan a los arrendatarios de bienes que hayan sido derruidos y ocupados.

e) El interés del capital invertido en las obras o servicios, cuando el 
Ayuntamiento hubiere de apelar al crédito para financiar la porción no 
cubierta por contribuciones especiales o la cubierta por éstas en caso de 
fraccionamiento general de las mismas.

3. El coste total presupuestado de las obras o servicios tendrá el 
carácter de mera previsión. En consecuencia, si el coste efectivo fuera mayor 
o menor del previsto, se rectificará como proceda al momento de efectuar 
el señalamiento definitivo de las cuotas.

4. Si por causa de rectificación, los contribuyentes vinieran sujetos a 
contribuir por mayor suma que la ingresada de manera provisional, el exceso 
será exigido como si se tratase de una nueva liquidación. Si por el contrario, 
en concepto de cuota provisional hubieren satisfecho una cantidad superior 
a la fijada definitivamente, se procederá a la devolución del exceso, a cuyo 
efecto la Administración municipal deberá notificarlo individualmente a los 
interesados, cuando conozca el domicilio de éstos, y. en caso contrario, 
mediante su publicación en el Boletín Oficial de la Provincia.

5. Cuando se trate de obras y servicios a los que alude el articulo 
2.Q-1 -c). o de las realizadas por concesionarios con aportaciones municipales, 
a las que se refiere el número 2 del mismo artículo, la base imponible se 
determinará en función de las aportaciones municipales, sin perjuicio de las 
contribuciones especiales que puedan aplicar otras administraciones públicas 
por razón de la misma obra o servicio.

6. A los efectos de determinar la base imponible, se descontará del coste 
de las obras o instalaciones el importe de las subvenciones o auxilios que el 
Ayuntamiento obtenga del Estado o de cualquier otra entidad, pública o 
privada.

7. Si la subvención o el auxilio citados se otorgasen por un sujeto 
pasivo de la contribución especial, su importe se destinará primeramente a 

compensar la cuota de la respectiva persona o entidad. Si el valor de la 
subvención o auxilio excediera de dicha cuota, el exceso reducirá a prorrata 
las cuotas de los demás sujetos pasivos.

8. En ningún caso, las cesiones obligatorias de fincas o porciones para 
viales, o cualquiera otra limitación de los edificios o del derecho de 
propiedad impuesta por normas urbanísticas, a quienes aparezcan como 
sujetos pasivos de las contribuciones especiales, supondrán una reducción 
de la cuota por tal motivo, salvo que se acredite la improcedencia de la 
contribución especial por no concurrir las circunstancias que dan lugar a la 
conformación del hecho imponible regulado en el articulo I.9 de la presente 
Ordenanza fiscal.

9. Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior, en el caso de 
que las obras o servicios afecten a inmuebles calificados como suelo no 
urbanizable en las normas urbanísticas aplicables, se reducirá la cuota en 
un 50 %.

Art. 13. I. El Ayuntamiento determinará el coeficiente o coeficientes 
aplicables en cada caso según la naturaleza de las obras a realizar y la 
concurrencia de interés público o privado, teniendo en cuenta que es 
potestad del Ayuntamiento la determinación de las zonas específicas donde 
se considere que se produce un mayor o menor grado de beneficio.

2. Para el cálculo del interés privado aludido y en los casos en que se 
estime oportuno por el servicio técnico correspondiente o a requerimiento 
de la Comisión de Hacienda y Economía, se tendrá en cuenta:

a) El interés dominical correspondiente a los propietarios de fincas 
colindantes con la vía objeto de las obras o instalaciones.

b) El interés mercantil e industrial, que afectará a los dueños de 
establecimientos o empresas comerciales o industriales radicantes en la vía 
objeto de las obras o instalaciones.

c) El interés de zona, que afectará a los particulares que se ubiquen en 
el área de influencia señalada por el Ayuntamiento y que derive de la 
ejecución del proyecto, o a los que, no ubicándose en dicha área de 
influencia, vayan a efectuar un uso especialmente inteso de la obra o 
instalación realizada en relación comparativa con el resto de los contribu­
yentes.

3. El interés público comprenderá la parte del coste de la obra que deba 
sufragar el Ayuntamiento.

4. Se tendrá en cuenta la progresiva superior anchura de aceras y 
calzadas, la ubicación y potencia de la energía lumínica instalada o 
cualesquiera otras circunstancias, acreditadas mediante informe técnico, 
que denoten una disminución del beneficio especial y correlativo incremento 
del general, al objeto de que en los casos excepcionales en que así sea 
apreciado pueda ser efectuada una modificación del reparto de la exacción, 
con decremento proporcional de las cuotas asignadas a fincas afectadas por 
tal circunstancia.

Art. 14. En el caso de que entre la alineación de una finca y la calle 
donde se realicen las obras objeto de contribuciones especiales existiera un 
parque urbano, jardín o zona verde públicos o cualquier terreno público, con 
independencia de su anchura, se considerará, a efectos de la aplicación de 
la exacción, la alineación de la finca frente a dicha zona como si fuese 
prestada directamente a la calle objeto de las obras, siempre que se den los 
presupuestos contemplados en el artículo l.9

VI. Módulo de reparto

Art. 15. I. El importe de las contribuciones especiales se repercutirá 
entre las personas beneficiadas, teniendo en cuenta la clase y naturaleza de 
las obras y servicios, con sujeción a las siguientes reglas:

a) Con carácter general se aplicarán, conjunta o aisladamente, como 
módulos de reparto los metros lineales de fachada, el volumen edificable, los 
metros cuadrados de superficie y el valor catastral a los efectos del impuesto 
sobre bienes inmuebles.

b) Si se trata del establecimiento o mejora del servicio de extinción de 
incendios, el importe a repercutir entre los contribuyentes será distribuido 
entre las entidades o sociedades que cubran el riesgo de incendios por bienes 
sitos en este término municipal proporcionalmente al importe de las primas 
recaudadas en el año inmediatamente anterior. Si la cuota exigible a cada 
sujeto pasivo fuese superior al 5 % de las primas recaudadas por el mismo, 
el exceso se trasladará a ejercicios sucesivos, hasta su total amortización.

Art. 16. I. En toda clase de obras, cuando a la diferencia de coste por 
unidad en los diversos trayectos, tramos o secciones de la misma o del 
servicio no corresponda análoga diferencia en el grado de utilidad o 
beneficio para los interesados, todas las partes del plan correspondiente 
serán consideradas en conjunto, a efectos del reparto, y, en consecuencia, 
para la determinación de las cuotas individuales no se atenderá solamente 
al coste especial del tramo o sección que inmediatamente afecte a cada 
contribuyente.

2. En el caso de que el importe total de las contribuciones se repartiera 
teniendo en cuenta los metros lineales de fachada de los inmuebles, se 
entenderá por fincas con fachada a la vía pública no sólo las edificadas en
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coincidencia con la alineación exterior de la manzana sino, también, las 
construidas en bloques aislados, cualquiera que fuere su situación respecto 
a la vía pública que delimite aquella manzana y sea objeto de la obra; en 
consecuencia, la longitud de fachada se medirá en tales casos por la del solar 
de la finca, independientemente de las circunstancias de la edificación, 
retranqueo, patios abiertos, zonas de jardín o espacios libres.

3. Cuando el encuentro de dos fachadas esté formado por un chaflán 
o se unan en curva, se considerará a efectos de la medición de la longitud 
de la fachada la mitad de la longitud del chaflán o la mitad del desarrollo 
de la curva, que se sumará a las longitudes de las fachadas inmediatas.

VIL Devengo

Art. 17. 1. Las contribuciones especiales se devengan en el momento 
en que las obras se hayan ejecutado o el servicio haya comenzado a prestarse. 
Si las obras fueran fraccionables, el devengo se producirá para cada uno de 
los sujetos pasivos desde que se hayan ejecutado las correspondientes a cada 
tramo o fracción de la misma.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, una vez 
aprobado el acuerdo concreto de ordenación e imposición, el Ayuntamiento 
podrá exigir por anticipado el pago de las contribuciones especiales, en 
función del importe del coste previsto, de acuerdo con lo previsto en el 
articulo 7.9 de la presente Ordenanza.

VIH. Gestión, liquidación, inspección y recaudación

Art. 18. La gestión, liquidación, inspección y recaudación de las 
contribuciones especiales se realizarán en la forma, plazos y condiciones que 
se establecen en la Ley General Tributaria y en las demás Leyes del Estado 
reguladoras de la materia, asi como en las disposiciones dictadas para su 
desarrollo.

Art. 19. 1. Una vez determinada la cuota a satisfacer, el Ayuntamiento 
podrá conceder, a solicitud del contribuyente, el fraccionamiento o aplaza­
miento de aquélla por plazo máximo de cinco años, debiendo garantizarse 
el pago de la deuda tributaria, que incluirá el importe del interés de demora 
de las cantidades aplazadas, mediante hipoteca, prenda, aval bancario u otra 
garantía suficiente, a satisfación de la Corporación.

2. La concesión del fraccionamiento o aplazamiento implicará la 
conformidad del solicitante con el importe total de la cuota tributaria que 
le corresponda.

3. La falta de pago dará lugar a la pérdida del beneficio de fracciona­
miento, con expedición de certificación de descubierto por parte pendiente 
de pago, recargo e intereses correspondientes.

4. En cualquier momento el contribuyente podrá renunciar a los 
beneficios de aplazamiento o fraccionamiento, mediante ingreso de la cuota 
o de la parte de la misma pendiente de pago, así como de los intereses 
vencidos, cancelándose la garantía constituida.

5. De conformidad con las condiciones socioeconómicas de la zona en 
•a que se ejecuten las obras, su naturaleza y cuadro de amortización, el coste, 
•a base liquidable y el importe de las cuotas individuales, el Ayuntamiento 
Podrá acordar de oficio el pago fraccionado con carácter general para todos 
los contribuyentes, sin perjuicio de que ellos mismos puedan en cualquier 
momento anticipar los pagos que consideren oportunos.

IX. Ordenación e imposición

Art. 20. I. Cada vez que las oficinas técnicas reciban la orden de 
confección de un proyecto de obras, instalaciones o servicios, procederán 
simultáneamente al estudio de las contribuciones especiales que pudieran 
derivarse del citado proyecto.

2. Las oficinas técnicas remitirán propuesta de ordenación de contri­
buciones especiales, que contendrá:

a) El importe presupuestado de los proyectos técnicos y demás 
conceptos que han de tenerse en cuenta para la determinación del coste de 
la obra, instalación o servicio, con arreglo a lo dispuesto en el articulo 12.

b) El módulo de reparto para la individualización de las cuotas.
c) El coeficiente de repercusión del coste de las obras, instalaciones o 

servicios en los contribuyentes.
d) Cualesquiera otros datos que el Ayuntamiento considere conveniente 

su inclusión o la propia oficina técnica estime oportuno.
3. Informada la propuesta de la oficina técnica por las dependencias 

municipales competentes, se elevará dictamen de la Comisión de Hacienda 
Y Economía, que lo someterá a su aprobación por el Pleno del Ayunta­
miento.

4. El acuerdo de ordenación adoptado por el Pleno deberá publicarse 
en el tablón de anuncios de la Corporación y en el Boletín Oficial de la 
Provincia, concediéndose un plazo de treinta días hábiles a los interesados 
Para que aleguen cuanto consideren conveniente a sus derechos.

Una vez resueltas las reclamaciones presentadas, si las hubiese, el Pleno 
de la Corporación adoptará el acuerdo definitivo de ordenación de

contribuciones especiales, que deberá ser publicado en el Boletín Oficial de 
la Provincia. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 17.3 de la Ley 
39 de 1988, de 28 de diciembre, reguladora de las haciendas locales, si no 
se interpusiera reclamación alguna, el acuerdo provisional se entederá 
automática y definitivamente aprobado.

Art. 21. I. Del acuerdo de ordenación de contribuciones especiales se 
dará inmediatamente traslado a la oficina técnica para que redacte el 
proyecto de aplicación correspondiente, que servirá de base al acuerdo de 
imposición y en el que se recogerán los siguientes documentos:

a) Copia de la memoria redactada para el proyecto de obras o 
instalaciones, compendio de la misma o antecedentes que servirán de base 
a su concepción.

b) Planos de emplazamiento y descripción de las obras a realizar, en 
relación con los inmuebles o zonas afectadas por la ejecución del proyecto.

c) Documento en el que se exprese:
—Propuesta de designación genérica de beneficiarios, con asignación de 

las cuotas que les correspondan en virtud del módulo aplicado.
Potestativamente, calificación provisional o definitiva de la obra o 

servicio.
Caso de ser procedente, diferentes intensidades lumínicas a instalar y 

justificación de las diferentes ubicaciones.
Exposición del estado de las obras o servicios existentes previamente 

a la ejecución del proyecto de obras, a no ser que tal exposición figure ya 
en la memoria redactada.

El proyecto de aplicación asi redactado se someterá a dictamen de la 
Comisión de Hacienda y Economía, quien lo elevará a la aprobación por el 
Pleno del acuerdo de imposición.

2. El Pleno del Ayuntamiento, a propuesta de la Comisión de Hacienda 
y Economía, podrá declarar la improcedencia de la imposición de contribu­
ciones especiales por ausencia del presupuesto básico a que alude el articulo 
1.9 de esta Ordenanza o por cualquier otro motivo que considere oportuno.

3. El acuerdo de imposición, una vez aprobado por el Pleno, se 
publicará en el Boletín Oficial de la Provincia y en el tablón de anuncios de 
la Corporación, pudiendo interponer los interesados los recursos adminis­
trativos previstos en la legislación general aplicable.

4. La exacción de contribuciones especiales precisará la previa adopción 
del acuerdo de imposición en cada caso concreto. Una vez adoptado el 
mismo, se determinarán las cuotas individuales, de conformidad con lo 
dispuesto en el artciulo 23.

X. Las cuotas
Art. 22. I. A efectos de la confección del proyecto de aplicación, que 

sirve de base a la ordenación de las contribuciones especiales, las oficinas 
técnicas podrán obtener los datos directamente, mediante visita de inspección, 
o bien utilizando los archivos existentes en la Corporación municipal y 
sometiendo los datos obtenidos a comprobación voluntaria por parte de los 
contribuyentes.

2. Sea cual fuere el sistema utilizado de los mencionados en el anterior 
párrafo, previamente a la confección del proyecto de aplicación, se remitirá 
a los particulares afectados un impreso en el que figuren los datos obrantes 
en poder del Ayuntamiento y el espacio correspondiente donde pueda 
designarse si existe error en cualquiera de los datos que aparecen reflejados.

3. En dicha comunicación se manifestará también al interesado, 
mediante cláusula impresa, lo siguiente:

a) La advertencia de la posibilidad que tienen las comunidades de 
propietarios, representadas por su presidente, de solicitar el desglose 
individual de las cuotas en cada uno de los comuneros, aportando, mediante 
instancia presentada en el Registro General de la Corporación, los datos 
relativos al nombre, dos apellidos y domicilio de cada uno de los comuneros, 
así como su coeficiente de participación en el total del inmueble afectado.

b) La advertencia de que, una vez liquidadas las cuotas, podrán 
solicitar, previa prestación de garantía suficiente, el aplazamiento o 
fraccionamiento de las mismas, que podrá ser acordado discrecionalmcnte 
por la Corporación municipal.

c) La advertencia de que, una vez notificadas las cuotas, éstas podrán 
ser ingresadas en la Corporación municipal o cualesquiera entidades de 
crédito colaboradoras con la Administración.

d) La advertencia de la obligación que tiene cada contribuyente de 
notificar a la Administración municipal en el plazo de un mes toda 
transmisión de bienes y derechos efectuada desde la aprobación del 
expediente de aplicación hasta la terminación de las obras, con el apercibi­
miento de que si no lo hiciera, la Administración podrá dirigir la acción de 
cobro, incluso por vía de apremio administrativo, contra quien figuraba 
como contribuyente en el acuerdo de imposición.

e) C ualesquiera otros datos que el Ayuntamiento considere de relevancia 
en orden a la redacción del proyecto.

Art. 23. I. Las cuotas correspondientes a cada contribuyente serán 
necesariamente notificadas de manera individualizada, con la indicación de 
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si son provisionales o definitivas, y del tanto por ciento, en su caso, que 
corresponda, a reserva de liquidación definitiva.

Los interesados podrán formular recurso de reposición contra el 
Ayuntamiento, que podrá versar sobre la procedencia de las contribuciones 
especiales, el porcentaje del coste que deban satisfacer las personas 
especialmente beneficiadas o las cuotas asignadas.

2. Sin perjuicio de la vía de impugnación contemplada en el anterior 
apartado, la Administración municipal podrá, en cualquier momento, de 
oficio o a instancia de parte, subsanar los errores materiales o de hecho y 
los aritméticos de que adoleciere el proyecto de aplicación.

Art. 24. I. El tiempo de pago en periodo voluntario se ajustará a lo 
dispuesto en el Reglamento General de Recaudación y demás disposiciones 
concordantes.

2. Asimismo, será de aplicación lo dispuesto en dicho Reglamento en 
cuanto a la recaudación en vía ejecutiva.

XI. Asociación administrativa de contribuyentes

Art. 25. 1. Los propietarios o titulares afectados por las obras podrán 
constituirse en Asociación administrativa de contribuyentes y promover la 
realización de las mismas o el establecimiento o ampliación de servicios por 
la entidad local, comprometiéndose a sufragar la parte que corresponda 
aportar a ésta, cuando su situación financiera no lo permitiera, además de 
las que les correspondan según la naturaleza de la obra o servicio.

2. Asimismo, los propietarios o titulares afectados por la realización de 
las obras o el establecimiento o ampliación de servicios promovidos por la 
entidad local podrán constituirse en asociaciones administrativas de contri­
buyentes en el periodo de exposición al público del acuerdo de ordenación 
de las contribuciones especiales.

Art. 26. Para la constitución de las asociaciones administrativas de 
contribuyentes a que se refiere el articulo anterior, el acuerdo deberá ser 
tomado por la mayoría absoluta de los afectados, siempre que representen, 
al menos, los dos tercios de las cuotas que deben satisfacerse.

XII. Infracción y sanciones

Art. 27. En todo lo relativo a las infracciones tributarias y su 
calificación, así como a las sanciones que a las mismas correspondan, se 
aplicarán las normas de la Ordenanza fiscal general, de conformidad con la 
legislación general tributaria.

Disposiciones finales

Primera. La presente Ordenanza general reguladora de las contribu­
ciones especiales entrará en vigor a partir del I de enero de 1990 y continuará 
en vigor hasta su modificación o derogación expresa.

Segunda. En lo no previsto específicamente en esta Ordenanza de 
contribuciones especiales regirá la Ordenanza fiscal general de este Ayun­
tamiento y las disposiciones que se dictaren para su aplicación.

ORDENANZA FISCAL NUM. 5

Impuesto sobre bienes inmuebles

Artículo l.° De conformidad con lo establecido en los artículos 15 y 
73 de la Ley 39 de 19X8. de 28 de diciembre, el tipo de gravamen del impuesto 
sobre bienes inmuebles aplicable en este municipio queda fijado en los 
términos que se establecen en el artículo siguiente.

Art. 2.° I. El tipo de gra\ amen del impuesto sobre bienes inmuebles 
aplicable a los bienes de naturaleza urbana queda lijado en el 0.60 r¿.

2. El tipo de graxamen del impuesto sobre bienes inmuebles aplicable 
a los bienes de naturaleza rústica queda fijado en el 0.65

Disposiciones llnales
Primera. I n lo no prex isto específicamente en esta Ordenanza, regirán 

las normas de la Ordenanza fiscal general \ las disposiciones que. en su caso, 
se dicten para su aplicación.

Segunda. La presente Ordenanza fiscal entrará en \ igor el mismo día 
de su publicación integra en el Boletín Oficial de la Provincia y será de 
aplicación a partir del día I de enero de 1990. permaneciendo en \ igor hasta 
su modificación o derogación expresa.

ORDENANZA FISCAL NUM. 6

Impuesto sobre vehículos de tracción mecánica

Articulo I.9 De conformidad con lo establecido por el artículo 2, en 
relación con los artículos 57. 60 y 93 al 100 de la Ley 39 de 1988. de 28 de 
diciembre, por la que se aprueba la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales, se establece el impuesto sobre vehículos de tracción mecánica.

Naturaleza v hecho imponible

Art. 2.9 I. El impuesto sobre vehículos de tracción mecánica es un 
tributo directo que grava la titularidad de los vehículos de esta naturaleza 

aptos para circular por las vías públicas, cualesquiera que sean su clase y 
categoría.

2. Se considera vehículo apto para la circulación el que esté matriculado 
en los Registros Públicos correspondientes, mientras no haya causado baja 
en los mismos. A los efectos de este impuesto, también se considerarán aptos 
los vehículos provistos de permisos temporales y matricula turística.

3. No estarán sujetos a este impuesto los vehículos que, habiendo sido 
dados de baja en los Registros por antigüedad de su modelo, puedan ser 
autorizados para circular excepcionalmente, con motivo de exhibiciones, 
certámenes o carreras y pruebas limitadas a los de esta naturaleza.

Exenciones y bonificaciones

Art. 3.9 I. Estarán exentos de este impuesto:
a) Los vehículos oficiales del Estado, comunidades autónomas y 

entidades locales adscritos a la defensa nacional o a la seguridad ciudadana.
b) Los vehículos de representaciones diplomáticas, oficinas consulares, 

agentes diplomáticos y funcionarios consulares de carrera acreditados en 
España, que sean súbditos de los respectivos países, externamente identificados 
y a condición de reciprocidad en su extensión y grado.

Asimismo, los vehículos de los organismos internacionales con sede u 
oficina en España y de sus funcionarios o miembros con estatuto diplomá­
tico.

c) Las ambulancias y demás vehículos directamente destinados a la 
asistencia sanitaria, que pertenezcan a la Cruz Roja.

d) Los coches de inválidos o los adaptados para su conducción por 
disminuidos físicos, siempre que no superen los 12 caballos fiscales y 
pertenezcan a personas inválidas o disminuidas físicamente.

e) Los autobuses urbanos adscritos al servicio de transporte público en 
régimen de concesión administrativa otorgada por este Ayuntamiento.

f) Los tractores, remolques, semirremolques y maquinaria provistos de 
la cartilla de inspección agrícola.

2. Para poder gozar de las exenciones a que se refieren las letras d) y 
f) del apartado I del presente artículo, los interesados deberán instar su 
concesión, indicando las características del vehículo, su matrícula y causa 
del beneficio. Declarada ésta por la Administración municipal, se expedirá 
un documento que acredite su concesión.

3. A los efectos previstos en el apartado precedente, y para cada uno 
de los supuestos de exención enumerados, por los titulares de los vehículos 
deberá solicitarse la exención del impuesto, bien por escrito, en el Registro 
General de la Corporación, bien mediante comparecencia verbal, acom­
pañando a la petición escrita o verbal los siguientes documentos:

a) En el supuesto de los coches de inválidos, o los adaptados para su 
conducción por disminuidos físicos:

—Fotocopia del permiso de circulación.
—Fotocopia del certificado de características.
—Fotocopia del carnet de conducir (anverso y reverso).
—Fotocopia de la declaración administrativa de invalidez o disminución 

física, expedida por el organismo o autoridad administrativa competente.
b) En el supuesto de los tractores, remolques, semirremolques y 

maquinaria agrícola:
Fotocopia del permiso de circulación.

—Fotocopia del certificado de características.
Fotocopia de la cartilla de inscripción agrícola a que se refiere el 

articulo 5 de la Orden del Ministerio de Agricultura de 4 de octubre de 1977, 
expedida necesariamente a nombre del titular del vehículo.

No procederá la aplicación de esta exención cuando por la Administración 
municipal se compruebe que los tractores, remolques o semirremolques de 
carácter agrícola se dedican al transporte de productos o mercancías de 
carácter no agrícola o que no se estime necesario para explotaciones de dicha 
naturaleza.

4. Las declaraciones de exención previstas en las letras d) y f) del 
número I de este articulo producirán efectos a partir del ejercicio siguiente 
al de su petición, excepto en los supuestos de declaraciones de alta, que 
producirá efectos en el propio ejercicio, siempre que por su titular se solicite 
la exención y se acredite en la forma prevista en el número 3 anterior reunir 
los requisitos legales determinantes de la exención, en el plazo de treinta días 
hábiles, contados a partir del siguiente al de matriculación o autorización 
para circular.

5. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 9.1 de la Ley 39 de 
1988, de 28 de diciembre, reguladora de las haciendas locales, no podrán 
reconocerse otros beneficios fiscales en los tributos locales que los expresa­
mente previstos en las normas con rango de ley o los derivados de la 
aplicación de los tratados internacionales.

Bonificaciones

Art. 4.9 Quienes a la fecha de comienzo de aplicación del impuesto 
sobre vehículos de tracción mecánica gocen de cualquier clase de beneficio 
fiscal en el impuesto sobre circulación de vehículos, continuarán disfrutando 
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de los mismos en el impuesto citado en primer lugar hasta la fecha de su 
extinción y, si no tuviera término de disfrute, hasta el 31 de diciembre de 
1992, inclusive.

Sujetos pasivos

Art. 5.9 1. Son sujetos pasivos de este impuesto las personas físicas 
o jurídicas y las entidades a que se refiere el artículo 33 de la Ley General 
Tributaria, a cuyo nombre conste el vehículo en el permiso de circulación, 
salvo que se acredite por cualquiera de los medios de prueba de las 
obligaciones, admisibles en derecho, que la propiedad del vehículo afectado 
ha sido transmitida a otra persona, siendo entonces esta última la obligada 
a* pago del impuesto, sin perjuicio de las sanciones tributarias a las que 
hubiera lugar, de acuerdo con lo previsto en el artículo 9 de esta Ordenanza.

2. De acuerdo con lo previsto en el párrafo anterior, podrán tener la 
consideración de sujetos pasivos del impuesto las herencias yacentes, 
comunidades de bienes y demás entidades que, carentes de personalidad 
jurídica, constituyan una unidad económica o un patrimonio separado, 
susceptibles de imposición.

Cuotas

Art. 6.9 1. El impuesto se exigirá con arreglo al siguiente cuadro de 
tarifas:

A) Turismos:
De menos de 8 caballos fiscales, 2.000 pesetas.
De 8 hasta 12 caballos fiscales, 5.400 pesetas.
De más de 12 hasta 16 caballos fiscales, 11.400 pesetas.
De más de 16 caballos fiscales, 14.200 pesetas.
B) Autobuses:
De menos de 21 plazas, 13.200 pesetas.
De 21 a 50 plazas, 18.800 pesetas.
De más de 50 plazas, 23.500 pesetas.
C) Camiones:
De menos de 1.000 kilogramos de carga útil, 6.700 pesetas.
De 1.000 a 2.999 kilogramos de carga útil, 13.200 pesetas.
De más de 2.999 a 9.999 kilogramos de carga útil, 18.800 pesetas.
De más de 9.999 kilogramos de carga útil, 23.500 pesetas.
D) Tractores:
De menos de 16 caballos fiscales, 2.800 pesetas.
De 16 a 25 caballos fiscales, 4.400 pesetas.
De más de 25 caballos fiscales, 13.200 pesetas.
E) Remolques y semirremolques arrastrados por vehículos de tracción 

mecánica:
De menos de 1.000 kilogramos de carga útil, 2.800 pesetas.
De 1.000 a 2.999 kilogramos de carga útil, 4.400 pesetas.
De más de 2.999 kilogramos de carga útil, 13.200 pesetas.
F) Otros vehículos:
Ciclomotores, 700 pesetas.
Motocicletas hasta 125 centímetros cúbicos, 700 pesetas.
Motocicletas de más de 125 hasta 250 centímetros cúbicos, 1.200 pesetas.
Motocicletas de más de 250 hasta 500 centímetros cúbicos, 2.400 pesetas.
Motocicletas de más de 500 hasta 1.000 centímetros cúbicos, 4.800 

pesetas.
Motocicletas de más de 1.000 centímetros cúbicos, 9.600 pesetas.
3. A los efectos de la aplicación de la anterior tarifa y la determinación 

de las diversas clases de vehículos, se estará a lo dispuesto por la Orden de 
14 de julio de 1984. En todo caso, dentro de la categoría de tractores, 
regulada en el número l.D) de este artículo, deberán incluirse los tractoca- 
miones y los tractores de obras y servicios, definidos, respectivamente, en 
los epígrafes 23, 60 y 63 del apartado II de la Orden citada.

5. La potencia fiscal, expresada en caballos fiscales, se establecerá de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 260 del Código de la Circulación.

Periodo impositivo y devengo
Art. 7.9 I. El período impositivo coincide con el año natural, salvo 

en los supuestos de nueva matriculación de vehículos. En este caso, el 
Periodo impositivo comenzará el día en que se produzca dicha matriculación.

2. El impuesto se devengará el primer día del periodo impositivo.
3. El importe de la cuota del impuesto se prorrateará por trimestres 

naturales en los casos de nueva matriculación o baja del vehículo.

Art. 8.9 Inspección. Régimen de infracciones y sanciones. — En los 
casos de incumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente 
Ordenanza, de acuerdo con lo previsto por el artículo 11 de la Ley 39 de 1988, 
de 28 de diciembre, se aplicará el régimen de infracciones y sanciones 
regulado en la Ley General Tributaria y en las disposiciones que la 
complementen y desarrollen.

Art. 9.9 Recaudación.
1.1. En los supuestos de matriculación de un vehículo o cuando éstos 

se reformen de manera que se altere su clasificación a efectos del presente 
impuesto, los titulares, sujetos pasivos, presentarán en el Ayuntamiento, en 
el plazo de treinta días a partir de la fecha de matriculación o reforma, 
declaración-liquidación por este impuesto, que contendrá los elementos de 
la relación tributaria imprescindibles para la liquidación normal o comple­
mentaria procedente, según modelo aprobado por el Ayuntamiento, al que 
se acompañarán la documentación acreditativa de su matriculación o 
modificación, certificado de sus características técnicas y el documento 
nacional de identidad o el código de identificación fiscal del sujeto pasivo.

1.2. Por la oficina gestora se practicará la correspondiente comprobación 
de la autoliquidación, normal o complementaria, cuyo importe de la cuota 
resultante de la misma será ingresado por los contribuyentes.

2. En el caso de vehículos ya matriculados o declarados aptos para la 
circulación, el pago de las cuotas anuales del impuesto se realizará, dentro 
de los plazos establecidos anualmente al efecto, mediante decreto recaudatorio 
de la Alcaldía de este Ayuntamiento.

3. En el supuesto regulado en el número anterior, la recaudación de las 
correspondientes cuotas se realizará mediante el sistema de padrón anual, 
en el que figurarán todos los vehículos sujetos al impuesto que se hallen 
inscritos en el correspondiente Registro Público, a nombre de personas o 
entidades domiciliadas en este término municipal.

4. El padrón o matrícula del impuesto se expondrá al público por el 
plazo de quince días hábiles para que los legítimos interesados puedan 
examinarlo y, en su caso, formular las reclamaciones oportunas. La 
exposición al público se anunciará en el Boletín Oficial de la Provincia y 
producirá los efectos de notificación de la liquidación a cada uno de los 
sujetos pasivos.

Gestión del impuesto: altas, transferencias, reformas de vehículos, 
modificaciones, cambios de domicilio j bajas

Art. 10. I. Respecto de todas las categorías de vehículos incluidos en 
la tarifa del impuesto, excepto ciclomotores, las personas obligadas a 
efectuar la matriculación o certificación de aptitud para circular, su reforma, 
siempre que altere su clasificación a efectos del impuesto, en los supuestos 
de transferencia o cambio de domicilio del titular, o en los de baja definitiva 
del mismo, de acuerdo con la obligación establecida respectivamente por los 
artículos 242 a 245, ambos inclusive, 252, 247. 263 y 248 del vigente Código 
de la Circulación, deberán presentar al propio tiempo en la Jefatura de 
Tráfico correspondiente, en duplicado ejemplar y con arreglo al modelo 
establecido o que se establezca, la oportuna declaración a efectos del 
impuesto sobre vehículos de tracción mecánica.

2. Ciclomotores. — Respecto de los vehículos ciclomotores, sus 
propietarios deberán efectuar la misma clase de actos señalados en el número 
anterior, proveyéndose de la correspondiente matrícula, habilitante para la 
circulación de esta clase de vehículos, en las oficinas de este Ayuntamiento.

En los supuestos de transferencia de los ciclomotores. el cambio de 
titularidad deberá ser solicitado conjuntamente por transmitente y adquirentc.

En los supuestos de baja de esta categoría de vehículos, al efectuar la 
solicitud de baja el titular deberá aportar la matricula municipal permanente 
para su inutilización.

3. Normas comunes.
3.1. Con el fin de actualizar el correspondiente padrón del impuesto, 

los contribuyentes, de acuerdo con lo previsto por el articulo 35.2 de la Ley 
General Tributaria y artículos 109 a 112 del mismo cuerpo legal, vendrán 
obligados a facilitar a la Administración tributaria los datos, antecedentes 
y documentos que les sean requeridos en relación, tanto con el permiso de 
circulación, certificado de características técnicas, documento de identidad 
y cuantos otros se juzguen necesarios para la más eficaz gestión del impuesto.

3.2. Las transferencias producirán efectos a partir del ejercicio siguiente 
al de su formalización, cualquiera que sea la fecha de ésta.

4. A efectos de lo previsto por el articulo 100 de la Ley 39 de 1988, de 
28 de diciembre, las Jefaturas Provinciales de Tráfico no tramitarán los 
expedientes de transferencia, reforma o baja definitiva de vehículos, ni los 
de cambio de domicilio en los permisos de circulación de éstos, sin que se 
acredite, previamente, el pago de todas las deudas devengadas, liquidadas, 
presentadas al cobro y no prescritas, por el impuesto sobre vehículos de 
tracción mecánica.

Bajas. Prorrateo de las cuotas

Art. II. En los supuestos de baja de los vehículos, v a efectos del 
prorrateo por trimestres de las cuotas previsto en el artículo 97.3 de la Ley 
39 de 1988, de 28 de diciembre, los contribuyentes deberán solicitar, en su 
caso, la devolución de la parte proporcional de las cuotas ingresadas, 
mediante el procedimiento que reglamentariamente se establezca.

Art. 12. En los casos de transmisión del vehículo, el titular adquirentc 
no vendrá obligado a satisfacer el impuesto si hubiese sido pagado por 
cualquier titular anterior por el ejercicio en que se realizó la transmisión.
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Art. 13. Sustracciones de vehículos. — En caso de sustracción de 
vehículos, previa solicitud correspondiente y justificación documental e 
informe que se estimen oportunos, podrá concederse la baja provisional en 
el pago del impuesto en los siguientes términos:

a) Sustracciones anteriores al I de enero del año del devengo, causará 
baja en dicha fecha sin efecto retroactivo.

b) Sustracciones durante el primer trimestre del año del devengo, 
causará baja desde primero del mismo año.

c) Sustracciones posteriores al 31 de marzo de cada año, baja a partir 
del I de enero del año siguiente.

En todo caso, la recuperación del vehículo, cualquiera que sea la fecha 
en que se produzca, motivará se reanude la obligación de contribuir por la 
cuota íntegra, excepto si ya se hubiese satisfecho por el mismo ejercicio.

A tal efecto, los titulares de los vehículos sustraídos deberán comunicar 
su recuperación, en el plazo de quince días desde la fecha en que se produzca, 
a la Policía local, que dará traslado de la recuperación, a los efectos de la 
reincorporación del vehículo al padrón de contribuyentes, al Negociado 
Gestor del Impuesto.

Art. 14. Los vehículos que se encuentren depositados en el Almacén 
municipal, habiendo existido expresa renuncia a favor de la Corporación de 
los titulares correspondientes, causarán baja en el padrón del impuesto 
municipal sobre la circulación, una vez adoptada resolución aceptando 
dicha renuncia, a partir del ejercicio siguiente al de la fecha en que conste 
fehacientemente que dichos vehículos tuvieron su entrada en el Almacén 
municipal. En ningún caso será aplicable el presente articulo cuando los 
vehículos se hallaren implicados en hechos de tráfico sometidos a procedi­
mientos judiciales.

Disposiciones finales

Primera. En lo no previsto específicamente en esta Ordenanza regirán 
las normas de la l.ey General Tributaria, de la Ordenanza fiscal general y 
las disposiconcs que, en su caso, se dicten para su aplicación.

Segunda. La presente Ordenanza fiscal entrará en vigor el día de su 
publicación en el Boletín Oficial de la Provincia y comenzará a aplicarse a 
partir del día I de enero de 1990.

Tercera. La tarifa del impuesto contenida en el artículo 6.9 de esta 
Ordenanza podrá ser modificada, para su adecuación, a los topes de las 
tarifas establecidos en el articulo 96.4 de la Ley reguladora 39 de 1986 o, en 
su caso, a las modificaciones que en las tarifas del impuesto pueda introducir 
la Ley de Presupuestos Generales del Estado o cualquier otra disposición 
legal con rango normativo bastante.

ORDENANZA NUM. 7

Impuesto sobre construcciones, instalaciones y obras

Hecho imponible

Artículo l.° 1. Constituye el hecho imponible de este impuesto la 
realización dentro del término municipal de cualquier construcción, instalación 
u obra para la que se exija obtención de la correspondiente licencia de obra 
urbanística, se haya obtenido o no dicha licencia, siempre que su expedición 
corresponda a este municipio.

2. Las construcciones, instalaciones u obras a que se refiere el apartado 
anterior podrán consistir en:

a) Obras de construcción de edificaciones e instalaciones de todas 
clases de nueva planta.

b) Obras de demolición.
c) Obras en edificios, tanto aquellas que modifiquen su disposición 

interior como su aspecto exterior.
d) Obras de urbanización.
e) Cualesquiera otras construcciones.

Sujetos pasivos

Art. 2.9 I. Son sujetos pasivos de este impuesto, a titulo de contribu­
yentes. las personas físicas o jurídicas y las entidades a que se refiere el 
artículo 33 de la Ley General Tributaria, propietarios de los inmuebles sobre 
los que se realicen las construcciones, instalaciones u obras; en los demá^ 
casos se considerará contribuyente a quien ostente la condición de dueño de 
la obra.

2. Tienen la consideración de sujetos pasivos sustitutos del contribuyente 
quienes soliciten las correspondientes licencias o realicen las construcciones, 
instalaciones u obras si no fueren los propios contribuyentes.

Base imponible, cuota r devengo
Art. 3.8 I. La base imponible de este impuesto está constituida por 

el coste real y efectivo de la construcción, instalación u obra.
2, I .a cuota del impuesto será el resultado de aplicar a la base imponible 

el tipo de gravamen.

3. El tipo de gravamen será el 2 %.
4. El impuesto se devenga en el momento de iniciarse la construcción 

u obra, aun cuando no se haya obtenido la correspondiente licencia.

Gestión

Art. 4.9 I. Cuando se conceda licencia preceptiva se practicará una 
liquidación provisional, determinándose la base imponible en función del 
presupuesto presentado por los interesados, siempre que el mismo hubiera 
sido visado por el Colegio Oficial correspondiente; en otro caso, la base 
imponible será determinada por los técnicos municipales, de acuerdo con el 
coste estimado del proyecto.

2. A la vista de las construcciones, instalaciones u obras efectivamente 
realizadas y del coste real de las mismas, el Ayuntamiento, mediante la 
oportuna comprobación administrativa podrá modificar, en su caso, la base 
imponible a que se refiere el apartado anterior, practicando la correspondiente 
liquidación definitiva y exigiendo del sujeto pasivo o reintegrándole, en su 
caso, la cantidad que corresponda.

3. En el caso de que se renuncie a la licencia de obras o urbanística, o 
sea ésta denegada, los sujetos pasivos tendrán derecho a la devolución de las 
cuotas satisfechas.

inspección y recaudación

Art. 5.9 La inspección y recaudación del impuesto se realizará de 
acuerdo con lo previsto en la Ley General Tributaria y en las demás leyes 
del Estado reguladoras de la materia, así como en las disposiciones dictadas 
para su desarrollo.

Infracciones y sanciones

Art. 6.9 En todo lo relativo a la calificación de las infracciones 
tributarias, así como a la determinación de las sanciones que por las mismas 
correspondan en cada caso, se aplicará el régimen regulado en la Ley General 
Tributaria y en las disposiciones que la completan y desarrollan.

Disposiciones finales

Primera. - En lo no previsto específicamente en esta Ordenanza, regirán 
las normas de la Ordenanza fiscal general y las disposiciones que, en su caso, 
se dicten para su aplicación.

Segunda. La presente Ordenanza fiscal entrará en vigor el mismo día 
de su publicación íntegra en el Boletín Oficial de la Provincia y será de 
aplicación a partir del día I de enero de 1990, permaneciendo en vigor hasta 
su modificación o derogación expresa.

ORDENANZA FISCAL NUM. 8

Impuesto sobre incremento del valor de los terrenos 
de naturaleza urbana

Capitulo primero

Disposición general

Artículo 1.9 De conformidad con lo determinado en los artículos 60.2 
\ 105 y siguientes de la Ley 39 de 1988. de 28 de diciembre, reguladora de 
las haciendas locales, se establece el impuesto sobre el incremento del valor 
de los terrenos de naturaleza urbana.

Capitulo II

Hecho imponible

Art. 2.9 I. Constituye el hecho imponible del impuesto el incremento 
de valor que experimentan los terrenos de naturaleza urbana y que se ponga 
de manifiesto a consecuencia de la transmisión de la propiedad de los 
mismos por cualquier título o de la constitución o transmisión de cualquier 
derecho real de goce, limitativo de dominio sobre los referidos terrenos.

2. Se considerarán sujetas al impuesto toda clase de transmisiones, 
cualquiera que sea la forma que revistan, comprendiéndose por tanto entre 
otros actos cuya denominación pueda quedar omitida los siguientes:

a) Los contratos de compraventa, donación, permuta, adquisición o 
dación en pago de deudas, ventas con pacto de retro, constitución de censos 
enfitéuticos o reservativos, transmisiones de censos.

h) Enajenación en subasta pública.
c) Las sucesiones testadas e intestadas.
d) Los expedientes de dominio y actas de notoriedad, excepto cuando 

se hubiere satisfecho el impuesto por el titulo alegado como origen de los 
mismos.

e) Las aportaciones hechas por los socios al constituir la sociedad y las 
adjudicaciones que se hagan al disolverse aquélla.

Art. 3.9 Tendrán la consideración de terrenos de naturaleza urbana:
¡i) El suelo urbano,
h) El suelo susceptible de urbanización.
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c) El suelo urbanizable programado o urbanizablc no programado.
d) Los terrenos que dispongan de vías pavimentadas o encintado de 

aceras y cuenten además con alcantarillado, suministro de agua, de energía 
eléctrica y alumbrado público.

c) Los ocupados por construcciones de naturaleza urbana.
Art. 4.9 No está sujeto a este impuesto el incremento de valor que 

experimenten los terrenos que tengan la consideración de rústicos a efectos 
del impuesto sobre bienes inmuebles.

Capitulo III

Exenciones y bonif icaciones

Art. 5.9 Están exentos de este impuesto los incrementos de valor que 
se manifiesten a consecuencia de los actos siguientes:

a) Las aportaciones de bienes y derechos realizados por los cónyuges 
a la sociedad conyugal: las adjudicaciones que a su favor y en pago a ellas 
se verifiquen y las transmisiones que se hagan a los cónyuges en pago a sus 
haberes comunes.

b) La constitución y transmisión de cualquier derecho de ser\ idumbre.
c) Las transmisiones de bienes inmuebles entre cónyuges o a favor de 

los hijos, como consecuencia de cumplimiento de sentencias en los casos de 
nulidad, separación o divorcio matrimonial.

Art. 6.9 Asimismo están exentos de este impuesto los incrementos de 
valor correspondientes cuando la obligación de satisfacer dicho impuesto 
recaiga sobre las siguientes personas o entidades:

a) El Estado y sus organismos autónomos de carácter administratix o.
b) Las comunidades autónomas, la prox incia. asi como sus organismos 

autónomos de carácter administrativo.
c) El municipio y las entidades locales integradas o en las que se integre 

v sus organismos autónomos de carácter administrativo.
d) Las instituciones que tengan el carácter de benéficas o benéfico- 

docentes. Para aplicar esta exención deberá aportarse la oportuna calificación 
del Ministerio de Educación y Ciencia o del Ministerio del Interior.

c) Las entidades gestoras de la Seguridad Social y de las universidades 
y montepíos constituidos conforme a lo previsto en la Ley 33 de 1984. de 
2 de agosto.

I) Las personas o entidades a cuyo favor se haya reconocido la exención 
en tratados o convenios internacionales.

g) Los titulares de concesiones administrativas revertibles respecto de 
los terrenos afectos a las mismas.

h) La Cruz Roja Española.
Art. 7.9 Gozarán de una bonificación de hasta el 99 ( "( de las cuotas que 

se devenguen en las transmisiones que se realicen con ocasión de las 
operaciones de fusión o escisión de empresas a que se refiere la I ey 76 de 
•980. de 26 de diciembre, siempre que así se acuerde por el Ayuntamiento 
Pleno.

Si los bienes cuya transmisión dio lugar a la referida bonificación fuesen 
enajenados dentro de los cinco años siguientes a la fecha de la fusión o 
escisión, el importe de dicha bonificación deberá ser satisfecho al Ayunta­
miento. ello sin perjuicio del pago del impuesto que corresponda por la 
citada enajenación.

1 al obligación recaerá sobre la persona o entidad que adquirió los bienes 
¡i consecuencia de la operación de fusión o escisión.

Capítulo IV

Su icios pasivos

Art. 8.9 I endrán la consideración de sujetos pasivos de este impuesto:
a) I n las transmisiones de terrenos o en la constitución o transmisión 

de derechos reales de goce limitativos del dominio a titulo lucrativo, el 
adquircntc del terreno o la persona a cuyo favor se constituya o transmita 
el derecho real de que se trate.

h) En las transmisiones de terrenos o en la constitución o transmisión 
de derechos reales de goce limitativo del dominio público a titulo oneroso, 
el transmitentedel terreno o la persona que constituy a o transmita el derecho 
real de que se trate.

Capitulo V

Base imponible

Art. 9.° I. La base imponible de este impuesto está constituida por 
el incremento real del valor de los terrenos de naturaleza urbana puesto de 
manifiesto en el momento del devengo y experimentado a lo largo de un 
Periodo máximo de veinte años.

2. Para determinar el importe del incremento real a que se reliere el 
‘•Puriiido anterior se aplicará sobre el valor del terreno en el momento del 
devengo el porcentaje que corresponda en función del número de años 
durante los cuales se hubiese generado dicho incremento.

3. El porcentaje anteriormente citado será el que resulte de multiplicar 
el número de años expresado en el apartado 2 del presente articulo por las 
cantidades que a continuación se señalan:

a) Para los incrementos de valor generados en un período de tiempo 
comprendido entre uno y cinco años: 2.6 %.

h) Para los incrementos de valor generados en un período de tiempo 
de hasta diez años: 2.4 %.

c) Para los incrementos de valor generados en un período de tiempo 
de hasta quince años: 2,5

d) Para los incrementos de valor generados en un período de tiempo 
de hasta veinte años: 2.6 1 i.

Art. 10. A los efectos de determinar el periodo de tiempo en que se 
genera el incremento de valor, se tomarán tan sólo los años completos 
transcurridos entre la fecha de la anterior adquisición del terreno de que se 
trate o de la constitución o transmisión, igualmente anterior, de un derecho 
real de goce o limitativo del dominio sobre el mismo y la producción del 
hecho imponible de este impuesto, sin que se tengan en consideración las 
fracciones de año.

En ningún caso el periodo de generación podrá ser inferior a un año.
Art. I I. Ln las transmisiones de terrenos, el valor de los mismos en el 

momento del devengo será el que tenga fijado en dicho momento a efectos 
del impuesto sobre bienes inmuebles.

Art. 12. En la constitución y transmisión de derechos reales de goce, 
limitativos del dominio, sobre terrenos de naturaleza urbana, el porcentaje 
correspondiente se aplicará sobre la parte del valor definido en el articulo 
anterior que represente, respecto del mismo, el valor de los referidos 
derechos calculados según las siguientes reglas:

a) En el caso de constituirse un derecho de usufructo temporal, su v alor 
equivaldrá a un 2 1 < del valor catastral del terreno por cada año de duración 
del mismo, sin que pueda exceder del 70 '( de dicho valor catastral.

h) Si el usufructo fuese vitalicio, su valor, en el caso de que el 
usufructuario tuviese menos de veinte años, será equivalente al 70 ', del 
valor catastral del terreno, minorándose esta cantidad en un I '( por cada 
año que exceda de dicha edad, hasta el limite mínimo de 10 ', del expresado 
valor catastral.

c) Si el usufructo se establece a favor de una persona jurídica por un 
plazo indefinido o superior a treinta años, se considerará como una 
transmisión de la propiedad plena del terreno sujeta a condi*ción resolutoria, 
y su valor equivaldrá al 100 1 j del valor catastral del terreno usufructuado.

d) Cuando se transmita un derecho de usufructo ya existente, los 
porcentajes expresados en las letras a), h) y c) anteriores se aplicarán sobre 
el valor catastral del terreno al tiempo de dicha transmisión.

e) Cuando se transmita el derecho de nuda propiedad, su valor será 
igual a la diferencia entre el valor catastral del terreno y el valor del 
usufructo, calculado este último según las reglas anteriores.

f) El valor de los derechos de uso de habitación será el que resulte de 
aplicar al 75 *¡ del v alor catastral de los terrenos sobre los que se constituyan 
tales derechos las reglas correspondientes a la valoración de los usufructos 
temporales o vitalicios, según los casos.

g) En la constitución o transmisión de cualesquiera otros derechos 
reales de goce limitativos del dominio distintos de los enumerados en las 
letras a), h). c). d) v f) de este articulo y en el siguiente, se considerará com 
valor de los mismos a efectos de este impuesto;

I. El capital, precio o valor pactado al constituirlos, si fuese igual o 
mayor que el resultado de la capitalización al interés básico del Banco de 
España de su renta o pensión anual.

2. Este último, si aquél fuese menor.
Art. 13. I n la constitución o transmisión del derecho a elev ar una o más 

plantas sobre un edificio o terreno o del derecho a realizar la construcción 
bajo suelo sin aplicar la existencia de un derecho real de superficie, el 
porcentaje correspondiente se aplicará sobre la parte del valor catastral que 
represente, respecto del mismo, el módulo de proporcionalidad lijado en la 
escritura de transmisión o. en su delecto, el que resulte de establecer la 
proporción en la superlicic o volumen de las plantas a construir en vuelo o 
en subsuelo y la total superlicic o volumen edificados una vez construidas 
aquéllas.

Art. 14. I n los supuestos de expropiación forzosa el porcentaje se 
aplicará sobre la parte del justiprecio que corresponda al valor del terreno.

Capitulo VI
( uoia uihutaria

Arl, 15. I ¡i cuom de esle impucMo será el resultado de aplicar a la base 
imponible el tipo único del 26 '/(.

Capitulo Vil 
Devengo del impuesio

Art. 16. I. I I impuesto se devenga:
a) Cuando se transmita la propiedad del terreno, ya sea a titulo oneroso 

o gratuito, entre vivos o por causa de muerte, en la lecha de transmisión.
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h) Cuando se constituya o transmita cualquier derecho real de goce 
limitativo del dominio, en la fecha en que tenga lugar la constitución o 
transmisión.

2. A los efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, se considerará 
como fecha de la transmisión:

a) En los actos o contratos entre vivos, la del otorgamiento del 
documento público y. cuando se trate de documentos privados, la de su 
incorporación o inscripción en un Registro público o la de su entrega a un 
funcionario público por razón de su oficio, de la cual pueda tener 
conocimiento la Administración municipal.

b) En las transmisiones por causa de muerte, la del fallecimiento del 
causante.

Art. 17. I. Cuando se declare o reconozca judicial o administrativa­
mente por resolución firme haber tenido lugar la nulidad, rescisión o 
resolución del acto o contrato determinante de la transmisión del terreno o 
de la constitución o transmisión del derecho real de goce sobre el mismo, 
el sujeto pasivo tendrá derecho a la devolución del impuesto satisfecho, 
siempre que dicho acto ocontrato no le hubiese producido efectos lucrativos 
y que reclame la devolución en el plazo de cinco años desde que la resolución 
quedó firme, entendiéndose que existe efecto lucrativo cuando no se 
justifique que los interesados deban efectuar las reciprocas devoluciones a 
que se refiere el articulo 1.295 del Código Civil. Aunque el acto o contrato 
no haya producido efectos lucrativos, si la rescisión o resoleión se declarase 
por incumplimiento de las obligaciones del sujeto pasivo del impuesto, no 
habrá lugar a devolución alguna.

2. Si el contrato queda sin efecto por mutuo acuerdo de las partes 
contratantes, no procederá la devolución del impuesto satisfecho y se 
considerará como un acto nuevo sujeto a tributación. Como tal mutuo 
acuerdo se estimará la avenencia en acto de conciliación y el simple 
allanamiento a la demanda.

3. I n los actos o contratos en que medie alguna condición, su 
calificación se hará con arreglo a las prescripciones contenidas en el Código 
Civil. Si fuese suspensiva, no se liquidará el impuesto hasta que esta se 
cumpla. Si la condición fuese resolutoria se exigirá el impuesto desde luego, 
a reserva, cuando la condición se cumpla, de hacer la oportuna devolución 
según la regla del apartado I anterior.

Capitulo VIII

Gc míó ii del impuesio

Art. IX. I. Los sujetos pasivos podrán presentar ante este Ayunta­
miento autoliquidación según modelo determinado por el mismo, que 
contendrá los elementos de la relación tributaria imprescindibles para la 
liquidación procedente, asi como la realización de la misma.

2. Dicha autoliquidación deberá ser presentada en los siguientes 

plazos, a contar desde la fecha en que se produzca el devengo del impuesto: .
a) Cuando se trate de actos intervixos. el plazo será de treinta dias 

hábiles.
b) Cuando se trate de actos por causa de muerte, el plazo será de seis 

meses, prorrogables hasta un año a solicitud del sujeto pasivo.
3. A la autoliquidación se acompañarán los documentos en los que 

consten los actos o contratos que originan la imposición, fotocopia de los 
cuales quedará en poder de la Administración.

Art. 19. Simltáneamente a la presentación de la autoliquidación a que 
se refiere el articulo anterior, el sujeto pasiv o ingresará el importe de la cuota 
del impuesto resultante de la misma. Esta autoliquidación tendrá la 
consideración de liquidación provisional en tanto que por el Ayuntamiento 
no se compruebe que la misma se ha efectuado mediante la aplicación 
correcta de las normas reguladoras del impuesto y sin que puedan atribuirse 
valores, bases o cuotas diferentes de las resultantes de dichas normas.

Art. 20. I n el caso de que no se presente autoliquidación. por el sujeto 
pasivo y en los mismos plazos señalados en el artículo anterior, deberá 
formularse declaración en modelo que facilitará el Ayuntamiento, acom­
pañando original o fotocopia del documento generador del impuesto para 
su comprobación por la Administración municipal.

Art. 21. Con independencia de lo dispuesto en el apartado l.° del 
articulo IX y articulo 20. están igualmente obligados a comunicar al 
Ayuntamiento la realización del hecho imponible en los mismos plazos que 
los sujetos pasivos: _

a) I n los supuestos contemplados en la letra a) del articulo 7.° de la 
presente Ordenanza, siempre que se hayan producido por negocio jurídico 
entre vivos, el donante o la persona que constituya o transmita el derecho 
real de que se trate.

b) 1 n los supuestos contemplados en la letra d) de dicho articulo, el 
adquirente o la persona a cuyo favor se constituya o transmita el derecho 
real de que se trate.

Art. 22. Asimismo, los notarios estarán obligados a remitir al Ayun­
tamiento. dentro de la primera quincena de cada trimestre, relación o índice 

comprensivo de todos los documentos por ellos autorizados en el trimestre 
anterior, en los que se contengan hechos, actos o negocios jurídicos que 
pongan de manifiesto la realización del hecho imponible de este impuesto, 
con excepción de los actos de última voluntad. También estarán obligados 
a remitir, dentro del mismo plazo, relación de los documentos privados 
comprensivos de los mismos hechos, actos o negocios jurídicos que les hayan 
sido presentados para conocimiento o legitimación de firmas. Lo prevenido 
en este apartado se entiende sin perjuicio del deber general de colaboración 
establecido en la Ley General Tributaria.

Dicha relación contendrá los siguientes datos:
a) En las transmisiones a titulo oneroso, nombre y domicilio del 

transmitcntc y adquirente con sus documentos nacionales de identidad.
b) En las transmisiones a titulo lucrativo, nombre y domicilio del 

adquirente y documento nacional de identidad.
c) En las adjudicaciones por herencia, nombre y domicilio del heredero 

o herederos y documento nacional de identidad.
d) En todos los casos, unidad o unidades transmitidas, con datos para 

su identificación.

Capítulo IX

Infracciones r sanciones

Art. 23. La inspección y recaudación del impuesto se realizará de 
acuerdo con lo prevenido en la Ley General 1 ributaria y en las demás 
disposiciones dictadas para su desarrollo.

Art. 24. En todo lo relativo a la calificación de las infracciones 
tributarias, asi como a la determinación de las sanciones que por las mismas 
correspondan en cada caso, se aplicará el régimen regulado en la Ley General 
Tributaria y en las disposiciones que la complementan y desarrollan.

Disposiciones finales

Primera. En lo no previsto específicamente en esta Ordenanza, regirán 
las normas de la Ordenanza fiscal general y las disposiciones que. en su caso, 
se dicten para su aplicación.

Segunda. la presente Ordenanza fiscal entrará en vigor el mismo dia 
de su publicación íntegra en el Boleiin Oficial de la Provincia, y será de 
aplicación a partir del día I de enero de 1990. permaneciendo en vigor hasta 
su modificación o derogación expresa.

Aprobación

La presente Ordenanza fue aprobada con carácter definitivo por el 
Ayuntamiento Pleno en sesión de fecha 23 de octubre de 19X9.

ORDENANZA FISCAL NUM. 9

Tasa por expedición de documentos administrativos

Articulo 1.9 Fundamento y naturaleza. En uso de las facultades 
concedidas por los artículos 133.2 y 142 de la C onstitución. y por el articu­
lo 106 de la Ley 7 de 19X5. de 2 de abril, reguladora de las bases del régimen 
local, v de conformidad con lo dispuesto en los artículos 15 a 19 de la Ley 
39 de 19X8. de 2X de diciembre, reguladora de las haciendas locales, este 
Ayuntamiento establece la tasa por expedición de documentos administrativos, 
que se regirá por la presente Ordenanza fiscal, cuyas normas atienden a lo 
prevenido en el articulo 58 de la citada Lev 39 de 1988.

Art. 2.9 Hecho imponible.
I. Constituve el hecho imponible de la tasa la actividad administrativa 

desarrollada con motivo de la tramitación, a instancia de parte, de toda clase 
de documentos que expida y de expedientes de que entiendan la Adminis­
tración o las autoridades municipales.

2. A estos efectos, se entenderá tramitada a instancia de parte cualquier 
documentación administrativa que haya sido provocada por el particular o 
redunde en su beneficio aunque no haya mediado solicitud expresa del 
interesado.

Art. 3.9 Sujetos pasivos. Son sujetos pasivos contribuyentes las 
personas físicas o jurídicas y las entidades a que se refiere el articulo 33 de 
la Lev General Tributaria que soliciten, provoquen o en cuyo interés redunde 
la tramitación del documento o expediente de que se trate.

Art. 4.9 Responsables.
I. Responderán solidariamente de las obligaciones tributarias del 

sujeto pasivo las personas físicas y jurídicas a que se refieren los artículos
38.1 y 39 de la Lev General Tributaria.

2. Serán responsables subsidiarios los administradores de las sociedades 
v los síndicos, interventores o liquidadores de quiebras, concursos, sociedades 
y entidades en general, en los supuestos y con el alcance que señala el artículo 
40 de la Ley General Tributaria.

Art. 5.9 Exenciones y bonificaciones.
I. Gozarán de exención aquellos contribuyentes en que concurra 

alguna de las siguientes circunstancias:
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a) Haber sido declarados pobres por precepto legal.
b) Estar inscritos en el padrón de la beneficencia como pobres de 

solemnidad.
c) Haber obtenido el beneficio judicial de pobreza respecto a los 

expedientes que deben surtir efecto, precisamente, en el procedimiento 
judicial en el que hayan sido declarados pobres.

2. No se concederá bonificación alguna de los importes de las cuotas 
tributarias señaladas en la tarifa de esta tasa.

Art. 6.9 Cuota tributaria.
I. La cuota tributaria se determinará por una cantidad fija señalada 

según la naturaleza de los documentos o expedientes a tramitar, de acuerdo 
con la tarifa que contiene la presente Ordenanza.

2. La cuota de tarifa corresponde a la tramitación completa, en cada 
instancia, del documento o expediente de que se trate, desde su iniciación 
hasta su resolución final, incluida la certificación y notificación al interesado 
del acuerdo recaído.

Art. 7.9 Devengo.
I. Se devenga la tasa y nace la obligación de contribuir cuando se 

presente la solicitud que inicie la tramitación de los documentos y 
expedientes sujetos al tributo, expidiéndose en todos los casos el depósito 
previo.

2. En los casos a que se refiere el número 2 del articulo 2.9. el devengo 
se produce cuando tengan lugar las circunstancias que provean la actuación 
municipal de oficio o cuando ésta se inicie sin previa solicitud del interesado 
pero redunde en su beneficio.

Art. 8.9 Declaración c ingreso. La liquidación y recaudación de las 
tasas previstas en la presente Ordenanza podrá realizarse, bien en metálico, 
con estampación de su importe por la máquina registradora en el correspon­
diente documento o. en su caso, mediante la entrega de recibos.

Art. 9.9 Infracciones y sanciones. En todo lo relativo a la calificación 
de las infracciones tributarias, asi como de las sanciones que a las mismas 
correspondan en cada caso, se estará a lo dispuesto en las normas de la 
Ordenanza fiscal general, de conformidad con la legislación general 
tributaria.

Tarifas

Epígrafe I. Títulos de identificación expedidos por el Ayuntamiento.
I. Carnets expedidos por el Ayuntamiento. 150 pesetas.
2. Títulos de vigilantes nocturnos y guardas jurados. 150 pesetas.
3. I arjetas de identidad para los que realicen operaciones en los 

mercados y sus dependencias. 150 pesetas.

Epígrafe II. Censos de población de habitantes.
I. Certificaciones de empadronamiento y \ecindad en el censo de 

población. 150 pesetas.
2. Certificados de convivencia y residencia. 150 pesetas.
Los certificados de empadronamiento tendrán carácter gratuito, excepto 

en los casos en que de una sola xcz o por el mismo sujeto se soliciten más 
de diez certificaciones en el periodo de un mes.

Epígrafe III. Certificaciones y concursos.
I. Certificaciones de documentos y acuerdos municipales y demás 

certificaciones. 150 pesetas.
2. Bastantco de poderes. 150 pesetas.
Epígrafe IV. Documentos extendidos o expedidos por las oficinas 

municipales.
I. Informes a instancia de parte sobre datos o características técnicas, 

constructivas o de cualquier otra clase, relativa a la apertura de calles, redes 
de agua y alcantarillado, pavimentación, alumbrado y. en general, cuantos 
informes se soliciten relacionados con instalaciones, obras o servicios 
municipales. 500 pesetas.

2. Informes que se emiten por el Ayuntamiento y que hayan de surtir 
electos en asuntos cuya gestión no sea de la competencia municipal. 1.000 
Pesetas.

Epígrafe V. Otorgamiento de licencias para circulación de ciclomo- 
•ores.

Placa de matriculación. 500 pesetas.
Altas, transferencias y bajas. 150 pesetas.

Di.sposicione.s finales

Primera. En lo no previsto específicamente en esta Ordenanza regirán 
*as normas de la Ordenanza fiscal general y las disposiciones que. en su caso, 
se dicten para su aplicación.

Segunda. La presente Ordenanza fiscal entrará en vigor el mismo día 
de su publicación en el Boleiin Oficia! de !a Provincia y será de aplicación 
a partir del día I de enero de 1990. permaneciendo en vigor hasta su 
modificación o derogación expresa.

ORDENANZA FISCAL NUM. 10

Tasa por licencia de apertura de establecimientos

I. Disposiciones generales

Articulo 1.9 En uso de las facultades concedidas por los artículos 133.2 
y 142 de la Constitución y por el artículo 106 de la Ley 7 de 1985, de 2 de 
abril, reguladora de las bases de régimen local, y de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 15 al 19 de la Ley 39 de 1988. de 28 de diciembre, 
reguladora de las haciendas locales, este Ayuntamiento establece la tasa por 
licencia de apertura de establecimientos, que se regirá por la presente 
Ordenanza fiscal, cuyas normas atienden a lo prevenido en el artículo 58 de 
la citada Ley 39 de 1988.

II. Hecho imponible

Art. 2.9 El hecho imponible lo constituye la prestación de los servicios 
técnicos y administrativos tendentes a verificar si la actividad ejercida se 
ajusta a la normativa aplicable, previos a la concesión de la licencia de 
apertura de que. inexcusablemente, han de estar provistos los establecimientos 
o locales en que se desarrollen actividades de índole mercantil o industrial, 
estén o no comprendidas en cualquiera de los conceptos a que se refieren las 
tarifas de la licencia fiscal de actividades comerciales e industriales; los 
establecimientos y locales en que. aun sin desarrollarse aquellas actividades, 
sirvan de auxilio o complemento para las mismas, tengan relación con ellas 
en forma que les proporcionen beneficios o aprovechamientos, y los 
establecimientos o locales en que se desarrollen actividades por sociedades 
mercantiles o civiles, cualquiera que sea su denominación, aunque las 
mismas se hallen sujetas a licencia fiscal de profesionales.

En lodo caso, constituirán el hecho imponible los siguientes;
a) Primera instalación.
h) Traslados de local.
c) Cambio de comercio o de industria, aunque no varíen de local ni de 

dueño.
d) Ampliación de comercio o industria sin cambiar de local, entendién­

dose como tales los que produzcan aumentos por cambio de epígrafe o 
apartado en la licencia fiscal. Si tales aumentos lucran debidos a reforma 
tributaria y continúa la industria primitiva, no será necesaria nueva 
liquidación ni se devengarán derechos.

e) Depósitos de géneros o materiales correspondientes a establecimientos 
que radiquen fuera del término municipal.

f) Clínicas de dentistas con taller de prótesis dental.
g) Talleres \ tiendas que estén instalados en lugares distintos del 

establecimiento (fábrica, talleres y tiendas), aunque se dediquen a la venta 
de géneros o efectos que procedan de su propia industria o comercio, 
quedando obligados a satisfacer los derechos correspondientes por licencia 
de apertura que determinan las distintas tarifas de esta Ordenanza para la 
industria o comercio que se ejerza.

h) Oficinas, establecimientos o despachos que. estando exceptuados de 
derecho de licencia de apertura por disposiciones anteriores, no se proveyeran 
de ella en tiempo oportuno.

i) Activ idades que se ejerzan en quioscos situados en terreno particular 
o municipal cedido a canon, de acuerdo con la actividad ejercida, sin 
perjuicio de las tasas que les sean exigiblcs por la aplicación de la Ordenanza 
correspondiente.

j) Traspasos de establecimientos y cambios de titular sin variación de 
industria o comercio.

k) Variación de la razón social de sociedades y compañías cuando no 
sea impuesta por disposición legal.

I) Ampliación de local, que conlleve nuev as instalaciones o dimensiones 
aunque permanezca la misma actividad comercial o industrial.

III. Nacimiemo de la obligación de contribuir Devengo

Art. 3.° I. Se devenga la tasa y nace la obligación de contribuir 
cuando se inicie la actividad municipal que constituye el hecho imponible. 
A estos efectos, se entenderá iniciada dicha actividad en la fecha de 
presentación de la oportuna solicitud de licencia de apertura, si el sujeto 
pasivo formulase expresamente ésta.

2. ( uando la apertura haya tenido lugar sin haber solicitado y obtenido 
la oportuna licencia, la tasa se devengará cuando se inicie efectivamente la 
actividad municipal conducente a determinar si el establecimiento reúne o 
no las condiciones exigiblcs. con independencia de la iniciación del 
expediente administrativo, o decretar su cierre, si no lucra aulorizahle dicha 
apertura.

3. La obligación de contribuir, una vez nacida, no se verá afectada, en 
modo alguno, por la denegación de la licencia solicitada o por la concesión 
de ésta condicionada a la modificación de las condiciones del establecimiento, 
ni por la renuncia o desistimiento del solicitante, una vez concedida la 
licencia.
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IV. Sujeto pasivo — Responsables
Art. 4.° I. Son sujetos pasivos las personas físicas o jurídicas y las 

entidades a que se refiere el articulo 33 de la Ley General Iributaria que 
soliciten, provoquen o en cuyo interés redunde la tramitación de la licencia, 
siendo titulares de las actividades realizadas en dichos establecimientos.

Art. 5.° I. Responderán solidariamente de las obligaciones tributarias 
del sujeto pasivo las personas físicas y jurídicas a que se refieren los artículos 
.38.1 y 39 de la Ley General I ributaria.

2. Serán responsables subsidiarios los administradores de sociedades y 
los síndicos, interventores o liquidadores de quiebras, concursos, sociedades 
y entidades en general, en los supuestos y con el alcance que señala el articulo
40 de la Ley General I ributaria.

V. Lxenciones v bonificaciones

Art. 6.° La obligación de contribuir es siempre general en los límites 
de la Ley. no admitiéndose, en materia de tasas, bcnelicio tributario alguno, 
salvo los supuestos expresamente establecidos por Ley.

VI. Base imponible

Art. 7." Constituye la base imponible de la tasa, según se determina 
para cada caso en los artículos siguientes, la cuota de licencia fiscal, el capital 
social o cantidad fija establecida.

VIL Cuota tributaria Tari]as

Art. 8." La cuota tributaria se determinará, atendiendo a la aplicación 
de porcentajes o cantidades lijas, de la manera siguiente.

(ieneral:
Art. 9.° Sin perjuicio de lo dispuesto específicamente en los artículos 

siguientes, los derechos a satisfacer por la concesión de licencia de apertura 
de establecimientos comerciales o industriales consistirán en una cantidad 
equivalente a la cuota mínima de licencia fiscal o del impuesto sobre 
aclis idades económicas, en cómputo anual.

VIII. Tramitación y efectos
Art. 10. I. Las personas interesadas en la obtención de una licencia 

de apertura de establecimiento industrial o mercantil presentarán en el 
Registro General la oportuna solicitud, con especificación de la aclis idad o 
aclis idades a desarrollar en el local: previamente dicha solicitud se 
presentará en la Inspección de Rentas y Tributos, donde se procederá a la 
determinación de la cuota tributaria, que deberá ser ingresada en Depositaría, 
con el carácter de depósito previo.

2. I n aquellos supuestos en que se inicie la actividad municipal tras 
requerimiento de la Inspección de Rentas y I ributos al titular responsable, 
una se/ regularizada la situación tributaria s entregada la oportuna 
liquidación, la preceptis a solicitud será remitida al Registro General por este 
Sers icio.

3. Dentro de las licencias de apertura has que establecer la siguiente 
clasificación:

a) Aclis idades excluidas de calificación. Son aquellas que por su 
escasa posibilidad de producir molestias s alterar las condiciones normales 
de seguridad s salubridad son definidas s señaladas con carácter indicatiso.

I n este supuesto, la licencia de apertura se solicita mediante instancia 
normalizada en el Registro (ieneral del Ayuntamiento, a la que se 
acompañará un croquis con la descripción del local y copia del alta de la 
licencia fiscal. , _

h) Cuando se trate de actividades caliticadas según lo señalado en el 
Reglamento de Actividades Molestas. Insalubres. Nocivas y Peligrosas de 
30 de noxiemhre de 1961. asi como aquellas actividades incluidas en el 
nomenclátor anexo del Reglamento de Espectáculos Públicos y Actividades 
Recreativas de 27 de agosto de 1982. se solicitarán mediante instancia 
normalizada en el Registro General del Ayuntamiento.

| n los supuestos anteriores, para la obtención de la licencia de apertura 
es requisito imprescindible la aprobación prex ia de la licencia de instalación 
o urbanística.

| n estos casos, la licencia de apertura se obtiene una vez comprobado 
que lo realizado en el local se ajusta a los proyectos pre\ iamente aprobados.

Para una mayor eficacia en la gestión y tramitación de estos expedientes, 
en las solicitudes de licencia de apertura es necesario hacer constar los 
siguientes datos: , . .

Número de expediente en que se tramita la licencia de instalación, en 
el caso del Reglamento de Actividades Molestas. Insalubres. Nocivas y 
Peligrosas, o urbanísticas., en el caso del Reglamento de I specláculos 
Públicos y Actividades Recreativas.

Eotocopia de la licencia de instalación o urbanística, si ya ha sido 
concedida. .

4. En aquellas actividades, bien del grupo a) o h). que se incorporen 
instalaciones complementarias, se adapten para realizar nuevas actividades 

o presten nuevos servicios, y todo ello no esté previsto en la licencia de 
apertura concedida y no suponga una modificación sustancial de la 
actividad, es necesaria la solicitud, tramitación y concesión de una licencia 
de apertura adicional, sin la cual no se podrá realizar otra actividad que la 
estrictamente amparada por la licencia.

Los derechos a satisfacer por la licencia adicional preceptiva serán 
establecidos en la tarifa general de la presente Ordenanza, en función de las 
cuotas de la licencia fiscal, en cómputo anual, que correspondan a las 
actividades o prestación de servicios nuevos no previstos en la licencia 
original.

5. El pago de los derechos por licencia de apertura no supondrá en 
ningún caso legalización del ejercicio de la actividad: dicho ejercicio estará 
siempre subordinado al cumplimiento de todas las condiciones y requisitos 
técnicos que la Administración municipal imponga.

No se podrá ejercer la actividad hasta la obtención de la licencia de 
apertura, con la advertencia de que su concesión no ampara la autorización 
para realizar otro tipo de actividades no contempladas en la licencia, que 
pueden ser objeto de otras autorizaciones municipales.

Art. 11. Se considerarán caducadas las licencias:
a) Cuando, después de concedida, no se haya procedido a la apertura 

del establecimiento en un plazo de tres meses.
b) Si el establecimiento es baja en la licencia fiscal del impuesto 

industrial durante un período de seis meses después de inaugurado.
c) Para los establecimientos de panadería regirán las normas de la 

Ordenanza municipal correspondiente.
Art. 12. Cuando un contribuyente haya satisfecho los derechos provi­

sionales previstos y renunciase al ejercicio de la industria, por causas o 
conveniencias particulares, antes de habérsele expedido la licencia, tendrá 
derecho a la devolución del 80 91 de la cantidad pagada, siempre que el 
establecimiento no haya estado abierto al público.

Art. 13. En los establecimientos donde se ejerzan una o varias, la misma 
o distintas industrias, comercios o profesiones, por distintos industriales, 
cada uno de éstos devengará por separado los derechos que procedan.

En aquellos locales donde se ejerza por una misma persona dos o más 
industrias o comercios, se tributará tomando como base la totalidad del 
impuesto industrial que le sea de aplicación para cada industria o comercio 
v con los porcentajes que señalen las tarifas.

IX. Infracciones y sanciones tributarias

Arl. 14. En todo lo relativo a infracciones tributarias, su calificación, 
asi como a las sanciones que a las mismas correspondan, se aplicarán las 
normas de la Ordenanza fiscal general, de conformidad con la legislación 
general tributaria.

X. Disposiciones finales

Primera. En lo no pre\ islo específicamente en esta Ordenanza regirán 
las normas de la Ordenanza fiscal general y las disposiciones que. en su caso, 
se dicten para su aplicación.

Segunda. La presente Ordenanza fiscal entrará en \ igor el mismo día 
de su publicación integra en el Boletín Oficial de la Provincia y será de 
aplicación a partir del dia I de enero de 1990. permaneciendo en \ igor hasta 
su modificación o derogación expresa.

ORDENANZA NUM. II

Precio público por el suministro municipal 
de agua potable a domicilio

Fundamento legal y objeto
Articulo 1.9 Ejercitando la facultad reconocida en el articulo 106 de la 

Ley 7 de 1985. de 2 de abril, al amparo de los artículos 41 .B) y 117 de la Ley 
39 de 1988. de 28 de diciembre, se establece en este término municipal un 
precio público por el suministro de agua potable a domicilio.,

Art. 2.9 El abastecimiento de agua potable de este municipio es un 
sen icio municipal, de conformidad con las prescripciones vigentes, explo­
tándose por cuenta del Ayuntamiento.

Art. 3.9 Toda autorización para disfrutar de agua, aunque sea temporal 
o provisional. llevará aparejada la obligación ineludible de instalar contador, 
que deberá ser colocado en sitio visible y de fácil acceso sin penetrar en 
vivienda o espacio habitado, que permita la lectura del consumo.

Obligación de contribuir
Art. 4.9 La obligación de contribuir nace desde que se inicia la 

prestación del servicio.
Están obligados al pago; , , ,
a) Los propietarios de las fincas a las que se preste el suministro, ésten 

o no ocupadas por su propietario. , , ,
b) En caso de separación de! dominio directo y útil, la obligación de 

pago recae sobre el titular de este último.
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Bases y tarifas

Art. 5.Q Las tarifas tendrán dos conceptos: uno fijo, que se pagará por 
una sola vez al comenzar a prestar el servicio, o cuando se reanude después 
de haber sido suspendido por falta de pago u otra causa imputable al 
usuario, y otro periódico, en función del consumo, que se regirá por la 
siguiente tarifa:

Conexión o cuota de enganche. 5.000 pesetas.
Consumo trimestral:

Cuota general todos contadores. 200 pesetas.
Hasta 15 metros cúbicos. 25 pesetas.
De 16 a 30 metros cúbicos. 35 pesetas.
De 31 a 60 metros cúbicos. 50 pesetas.
De 61 a 100 metros cúbicos. 70 pesetas.
Más de 100 metros cúbicos. 85 pesetas.

Administración y cobranza

Art. 6.9 La lectura del contador, facturación y cobro del recibo se 
efectuará trimestralmente.

Art. 7.9 Las cuotas liquidadas y no satisfechas a su debido tiempo, una 
vez cumplidos los trámites que prescribe el articulo 27.6 de la Ley de Tasas 
y Precios Públicos, serán hechas efectivas por el procedimiento de apremio, 
con arreglo a las normas del Reglamento General de Recaudación. Ello sin 
perjuicio de que cuando existan dos recibos impagados, el Ayuntamiento 
procederá al corte del suministro de agua, previo cumplimiento de los 
requisitos legales correspondientes.

Art. 8.9 Los no residentes habitualmente en este término municipal 
señalarán al solicitar el servicio un domicilio para oir notificaciones y otro 
para pago de los recibos: este último podrá ser una entidad bancaria o caja 
de ahorros que tenga, precisamente, oficina abierta en este término 
municipal.

Art. 9.9 La prestación del servicio se considerará en precario, por lo que 
el corte accidental en el suministro o disminución de presión habitual no 
dará derecho a indemnización alguna.

Art. 10. Cuando existan dos recibos impagados, el Ayuntamiento 
procederá al corte del suministro, previo cumplimiento de los requisitos 
legales correspondientes.

Art. 11. Todos cuantos deseen utilizar el servicio a que se refiere la 
presente Ordenanza deberán solicitarlo por escrito al Ayuntamiento, en 
cuyo momento podrá exigirseles un depósito o fianza afecta al resultado de 
la autorización.

Partidas fallidas

Art. 12. Se considerarán partidas fallidas o créditos incobrables 
aquellas cuotas que no hayan podido hacerse efectivas por el procedimiento 
de apremio, para cuya declaración se formalizará el oportuno expediente, 
de acuerdo con lo prevenido en el vigente Reglamento General de 
Recaudación.

Infracciones y defraudación

Art. 13. En todo lo relativo a infracciones, sus distintas calificaciones, 
asi como las sanciones que a las mismas puedan corresponder y procedimiento 
sancionador. se estará a lo que dispone la Ordenanza general de gestión, 
recaudación c inspección de este Ayuntamiento y. subsidiariamente, la Ley 
General Tributaria, todo ello sin perjuicio de en cuantas otras responsabi­
lidades civiles o penales puedan incurrir los infractores.

Vigencia

Art. 14. La presente Ordenanza fiscal entrará en vigor el mismo día de 
su publicación íntegra en el Boletín Oficial de la Provincia, y será de 
aplicación a partir del dia I de enero de 1990. permaneciendo en vigor hasta 
su modificación o derogación expresa.

ORDENANZA FISCAL NUM. 12

Tasas por recogida de basuras

I. Disposición genera!

Artículo 1.9 De conformidad con lo dispuesto en los artículos 15 al 19 
V en el artículo 20 de la Ley 39 de 1988. de 28 de diciembre, reguladora de 
las haciendas locales, el Ayuntamiento establece, con carácter obligatorio. 
*a exacción regulada en la presente Ordenanza, con referencia al servicio 
Municipal de recogida de basuras.

II. Hecho imponible

Art. 2.9 El hecho imponible de la tasa está constituido por la prestación 
del servicio de recogida de basuras en los términos que regula la presente 
Grdenanza y con el detalle de los epígrafes que sirven de base para la 

cuantificación de las tarifas, a que se refiere el capitulo VIL Se presumirá 
la existencia del hecho imponible cuando esté vigente el suministro de agua 
y alcantarillado municipal en los locales y viviendas.

Art. 3.9 La prestación y recepción del servicio de recogida de basuras 
se considera de carácter general y obligatorio en aquellos distritos, zonas, 
sectores o calles donde se preste efectivamente por decisión municipal, y su 
organización y funcionamiento se subordinarán a las normas dictadas por 
el Ayuntamiento para reglamentarlo.

III. Nacimiento y extinción de la obligación de contribuir

Art. 4.9 I. La obligación de contribuir nace desde el momento en que 
se preste el servicio, si bien se entenderá, dada la naturaleza de recepción 
obligatoria del mismo, que tal prestación tiene lugar cuando esté establecido 
yen funcionamiento el servicio municipal de recogida de basuras en las calles 
o lugares donde estén ubicados los establecimientos, locales o viviendas en 
que se ejerzan actividades o se eliminen residuos sujetos a la tasa.

2. Por excepción de lo reseñado en el párrafo anterior, cuando se trate 
de prestaciones de carácter voluntario, efectuadas a petición de parte, la 
obligación de contribuir nacerá al autorizarse la prestación del servicio.

Art. 5.9 La obligación de contribuir se extinguirá cuando el usuario 
solicite la baja en el servicio y se compruebe la desaparición del presupuesto 
de hecho que sirve de base a la imposición. A estos efectos, se considerará 
como signo externo de comprobación fehaciente, en su caso, el desmontaje 
del aparato medidor del suministro municipal de agua por contador. En el 
caso de gestión integrada con el agua a tanto alzado (sin contador), bastará 
con la comprobación fehaciente de dicho presupuesto de hecho por los 
sen icios municipales correspondientes.

IV. Sujeto pasivo

Art. 6.9 I. Vienen obligados al pago de la tasa las personas naturales 
o jurídicas, nacionales o extranjeras, que. a titulo de propiedad, arrendamiento 
o cualquier otro, ocupen o disfruten de las \i\iendas. establecimientos o 
locales emplazados en las calles o lugares donde se preste el servicio en 
relación a las utilidades o epígrafes a que se refiere el titulo VIL

2. Tratándose de la prestación de sen icios de carácter voluntario, serán 
sujetos pasivos obligados al cumplimiento de las prestaciones tributarias las 
personas o entidades peticionarias, bien como contrihyycntes o como 
sustitutos de los mismos.

V. Base imponible

Art. 7.9 La base imponible se determinará teniendo en cuenta las 
características de la utilización o aclis idad. la categoría \ial y los residuos 
objeto de recogida conforme a lo establecido en las tarifas de esta 
Ordenanza.

VI. Devengo
Art. 8.9 l.a tasa por la prestación del sen icio de recogida de basuras 

se devengará conjunta e integradamente con la tasa de agua y alcantarillado 
y en sus mismos períodos impositivos, para aquellos sujetos pasivos que 
disfruten, se aprovechen o utilicen ambos servicios. Si. de acuerdo con los 
epígrafes contenidos en las tarifas disfrutan o utilizan exclusivamente el 
servicio de recogida de basuras, el devengo será trimestral.

VIL Cuota

Las tarifas aplicables por el servicio de recogida de basuras, serán:
I. Viviendas, por cada una, 2.500 pesetas.
2. Locales y establecimientos donde se ejerza cualquier actividad de 

comercio, industria o de servicios. 4.000 pesetas.

VIII. Normas de gestión

Art. 10. I. Dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que nazca 
la obligación de contribuir, o en el plazo que señale la Administración 
municipal, los interesados en la prestación exclusiva del servicio de recogida 
de basuras deberán formalizar la inscripción en matrícula. Igualmente 
deberán ser comunicadas en el mismo plazo las correspondientes bajas y 
modificaciones, que surtirán efecto en el periodo impositivo siguiente al de 
la comunicación correcta y fehaciente por el interesado, salvo que. para ese 
concreto período lo impidiere el procedimiento de gestión o emisión del 
correspondiente recibo.

En los casos de gestión integrada con el agua por contador, el alta se 
producirá simultáneamente al solicitar la prestación de este servicio y 
ajustándose a las características de éste.

2. El pago se efectuará mensual o trimestralmente, según determine la 
Corporación, atendiendo primordialmentc a los criterios de gestión integrada 
con la tasa de agua y vertido.

Art. II. Se entenderá como domicilio de cobro el del lugar o edificio 
donde se efectúe la recogida de las basuras, sin perjuicio de las domicijiaciones 
en entidades bancarias efectuadas oportunamente por el sujeto pasivo, que 
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se aplicarán conjuntamente con la tasa de agua y alcantarillado si estuviere 
integrada la gestión recaudatoria.

Art. 12. La prestación del servicio comprenderá la recogida de basuras 
en la puerta de la calle de la fachada de los edificios, o en el lugar en que 
se indique para supuestos excepcionales, y su carga en los vehículos 
correspondientes. A tal efecto, los usuarios vienen obligados a depositar 
previamente las basuras en el correspondiente lugar, en recipientes adecuados 
y en el horario que se determine.

IX. Infracciones y sanciones

Art. 13. En todo lo relativo a infracciones tributarias y su calificación, 
asi como a las sanciones que a las mismas correspondan, se aplicarán las 
normas de la Ordenanza fiscal general, de conformidad con la legislación 
general tributaria.

Disposiciones finales

Primera. En lo no previsto específicamente en esta Ordenanza regirán 
las normas de la Ordenanza fiscal general y las disposiciones que. en su caso, 
se dicten para su aplicación.

Segunda. I.a presente Ordenanza fiscal entrará en vigor el mismo día 
de su publicación integra en el Boletín Oficial de la Provincia y será de 
aplicación a partir del dia I de enero de 1990. permaneciendo en vigor hasta 
su modificación o derogación expresa.

ORDENANZA NUM. 13

Tasa por prestación de servicios del cementerio municipal

Articulo l.° Fundamento y naturaleza. En uso de las facultades 
concedidas por los artículos 133.2 y 142 de la Constitución y por el artículo 
106 de la Ley 7 de 19X5, de 2 de abril, reguladora de las bases del régimen 
local, y de conformidad con lo dispuesto en los artículos 15 al 19 de la Ley 
39 de I9XX. de 2X de diciembre, reguladora de las haciendas locales, este 
Ayuntamiento establece la tasa de cementerio municipal, que se regirá por 
la presente Ordenanza fiscal, cuyas normas atienden a lo previsto en el 
articulo 58 de la citada Ley 39 de 1988.

Art. 2.° Hecho imponible. Constituye el hecho imponible de la tasa 
la prestación de los servicios y uso del cementerio municipal y los que. de 
conformidad con lo prevenido en el Reglamento de Policía Sanitaria 
Mortuoria, sean procedentes o se autoricen a instancia de parte.

Art. 3.° Sujeto pasivo. Son sujetos pasivos contribuyentes los 
solicitantes de la concesión de la autorización o de la prestación del servicio 
y. en su caso, los titulares de la autorización concedida.

Art. 4." Responsables.
I. Responderán solidariamente de las obligaciones tributarias del 

sujeto pasivo las personas físicas o jurídicas a que se refieren los artículos
38.1 y 39 de la Ley (¡eneral Tributaria.

2. Serán responsables subsidiarios los administradores de las sociedades 
\ los síndicos, interventores o liquidadores de quiebras, concursos, sociedades 
y entidades en general, en los supuestos y con el alcance que señala el articulo
40 de la Ley General I ributaria.

Art. 5." E xenciones subjetivas. Estarán exentos los servicios que se 
presten con ocasión de:

a) Los enterramientos de los asilados procedentes de la benelicencia. 
siempre que la conducción se verifique por cuenta de los establecimientos 
mencionados y sin ninguna pompa fúnebre que sea costeada por la tamilia 
de los fallecidos.

h) Los enterramientos de cadas eres de pobres de solemnidad.
c) 1 as inhumaciones que ordene la autoridad judicial y que se efectúen 

en la fosa común.
Art. 6.° Cuota tributaria. La cuota tributaria se determinará por 

aplicación de la siguiente tarifa:
a) Sepulturas:

Derechos funerarios en las de carácter temporal. 5.000 pesetas.
Derechos funerarios en las de carácter permante. 5.000 pesetas.

h) Nichos construidos por el Ayuntamiento:
Se concederán con carácter permanente y el valor de los mismos será el 

que en cada momento determine el Ayuntamiento Pleno, que lijará 
anualmente el precio del coste, adecuándolo en función del índice del coste 
de la vida, teniendo en cuenta que al realizar la construcción se anticipan 
fondos públicos, señalándose para el ejercicio de 1990 los precios siguientes:

Generalidad de los nichos. 35.000 pesetas.
Cuota por mantenimiento de instalaciones. 250 pesetas por nicho y año.
Art. 7.° Normas para la construcción y concesión de nichos.
I. Queda prohibida la realización de nichos por particulares.
2. Concesión de nichos construidos por el Ayuntamiento. Los 

nichos se adjudicarán por orden correlativo, sin que puedan existir 
alteraciones en el mismo y de conformidad con elnúmero adjudicado a cada 

uno de ellos, numeración que se indica por el primer nicho de la fila primera 
(inferior) de la primera columna, y continuando hacia arriba en esa columna, 
siguiendo luego hacia abajo y continuando por el nicho de la lila primera 
de la tercera columna, y así sucesivamente.

Se concederán asimismo un nicho para la persona fallecida y una opción 
para adquirir hasta dos nichos más para los parientes próximos, si así lo 
solicitaran los mismos en el plazo de dos días, sin que haya mediado 
adjudicación en el intermedio, lo que anulará la opción.

En todo caso se valorarán por el Ayuntamiento Pleno los casos que 
cxccpcionalmentc puedan surgir y que dieran lugar a alteraciones de las 
presentes normas, excepcionándose por acuerdo expreso y razonado del 
Pleno de la Corporación.

Administración v cobranza

Art. 8.9 I .as sepulturas temporales se concederán por un plazo de cinco 
años y las permanentes por cincuenta. En uno y otro caso podrán ser 
renovadas, de acuerdo con las disposiciones legales vigentes y ordenanzas 
municipales en el momento de la caducidad.

Art. 9.9 Transcurridos los plazos sin que se haya solicitado renovación 
se entenderán caducadas. Los restos cadavéricos que hubiere en ellas serán 
trasladados a la fosa común y revertirán al Ayuntamiento los derechos sobre 
tales sepulturas.

Art. 10. Los adquirentes de derechos sobre sepulturas permanentes 
tendrán derecho a depositar en la misma todos los cadáveres o restos 
cadavéricos que deseen, pero sujetándose siempre a las reglas establecidas 
para cada caso y previo pago de los derechos correspondientes.

Art. 11. Todos los trabajos necesarios para efectuar los enterramientos, 
inhumaciones, exhumaciones, colocación de lápidas, construcción de fosas 
y mausoleos, etc., serán a cargo de los particulares interesados.

Art. 12. Los derechos señalados en la tarifa del artículo 3.9 se 
devengarán desde el momento en que se soliciten y entreguen los respectivos 
títulos o permisos por el funcionario municipal encargado de su expedición 
y cobranza.

Los derechos de sepulturas temporales y permanentes serán concedidos 
por el señor alcalde, y los de panteones o mausoleos por el Pleno del 
Ayuntamiento.

Art. 13. Las fosas adquiridas con carácter permanente serán construidas 
de acuerdo con las disposiciones que al efecto fijen los técnicos municipales, 
y su coste será a cargo del particular interesado. En caso de adquirir alguna 
fosa ya construida por el Ayuntamiento, además de los derechos de compra 
deberá abonarse la suma que en aquel momento importe la construcción de 
otra igual.

Art. 14. En caso de pasar a permanecer sepulturas temporales, previa 
autorización de la Alcaldía, los derechos a satisfacer serán la diferencia entre 
los pagados por la sepultura temporal y el importe de la permanente, según 
la tarifa vigente en aquel momento.

Art. 15. Los párvulos y fetos que se inhumen en sepulturas de adultos 
pagarán los derechos como adultos.

Art. 16. Toda clase de sepultura, panteón o mausoleo que por cualquier 
causa quedara vacante revierte a favor del Ay untamiento.

Art. 17. Todo concesionario de terreno para la construcción de 
panteones o mausoleos tendrá que efectuar su pago dentro de los treinta días 
siguientes a la fecha en que se acuerde por el Ayuntamiento la concesión, 
y si no lo hubiera efectuado se entenderá querenuncia a todo derecho sobre 
lo que en su dia solicitó y le fue concedido.

Art. 18. El concesionario de terrenos para panteones o mausoleos v icnc 
obligado a obtener la correspondiente licencia de obras dentro de los seis 
meses, a partir de la fecha de la concesión, y dar comienzo a las obras dentro 
de los tres meses de expedida aquélla. Finalizado el tiempo de un año sin 
que el interesado hubiera dado comienzo a las obras, o transcurrido el plazo 
concedido por el Ayuntamiento para su terminación, se entenderá que 
renuncia a todo derecho, res irtiendo nue\ amente el terreno al Ayuntamiento, 
con pérdida de las cantidades abonadas y lo invertido en las obras realizadas.

Art. 19. No serán permitidos los traspasos de nichps. fosas o panteones 
sin la previa aprobación por el Ayuntamiento, debiendo interesarse el 
traspaso mediante solicitud dirigida al señor alcalde, firmada por el cedente 
v el concesionario en prueba de conformidad. No obstante, todos los 
traspasos que autorice el Ayuntamiento se entenderán sin perjuicio de 
tercero, es decir, sólo a efectos administrativos.

Art. 20. Quedan reconocidas las transmisiones de sepulturas, durante 
el plazo de su vigencia, por titulo de herencia entre herederos necesarios o 
linea directa; si fueren varios tendrán que ponerse de acuerdo para designar 
de entre ellos la persona a cuyo favor haya de expedirse el nuevo título 
funerario. Será condición precisa que los solicitantes aporten, al formular 
la petición de traspaso, la documentación en la que funden sus derechos y 
pago de los impuestos correspondientes.

Art. 21. Cuando las sepulturas, panteones, mausoleos y. en general, 
todos los lugares dedicados a enterramientos sean descuidados y abandonados
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por sus respectivos concesionarios o familiares o deudores, dando lugar a 
que se encuentren en estado de ruina, con los consiguientes peligros y mal 
aspecto, el Ayuntamiento podrá proceder a la demolición en el primer caso 
y a la retirada de cuantos atributos y objetos se encuentren deteriorados y 
abandonados, en el segundo, sin que en ninguno de los dos supuestos pueda 
exigirse indemnización alguna.

Art. 22. Las cuotas y recibos que. practicadas las operaciones regla­
mentarias. resultasen incobrables necesitarán acuerdo expreso del Ayunta­
miento para ser declaradas fallidas y definitivamente anuladas.

Art. 23. I nfracciones y sanciones. En todo lo relativo a la calificación 
de infracciones tributarias, asi como a las sanciones que a las mismas 
correspondan en cada caso, se estará a lo dispuesto en los artículos 77 y 
siguientes de la Ley General Tributaria.

Disposiciones finales

Primera. En lo no previsto especificamente en esta Ordenanza regirán 
*as normas de la Ordenanza fiscal general y las disposiciones que. en su caso, 
se dicten para su aplicación.

Segunda. La presente Ordenanza fiscal entrará en vigor el mismo día 
de su publicación íntegra en el Boletín Oficial de la Provincia y será de 
aplicación a partir del día I de enero de 1990. permaneciendo en vigor hasta 
su modificación o derogación expresa.

ORDENANZA NUM. 14

Precios públicos por vacunación antirrábica

Fundamento legal r objeto

Articulo 1.9 Ejercitando la facultad reconocida en el articulo 106 de la
•ey 7 de 1985. de 2 de abril, al amparo de los artículos 41. B) y I 17 de la Ley 

39 de 1988. de 28 de diciembre. se establece en este término municipal un 
precio público por los servicios de vacunación antirrábica.

Art. 2.9 Al ser obligatoria la vacunación de todos los animales 
radicantes en el municipio capaces de transmitir la rabia. \ a fin de que sus 
Propietarios puedan cumplir con tal obligación, se establece este servicio por 
Parte del Ayuntamiento sin carácter de exclusiva.

Obligación de contribuir

Art. 3.9 Están obligados al pago del tributo los propietarios de perros 
radicantes en el termino municipal de este Ayuntamiento que utilicen este 
servicio, con las excepciones del articulo 9.9

Art. 4.9 Se considerará perro vagabundo aquel que. encontrado en la 
calle, no lleve la placa reglamentaria que señala la presente Ordenanza. Estos 
animales podrán ser sacrificados de inmediato.

C uando se recoja en la calle un perro que lleve collar y placa 
reglamentaria. será avisado el que figure como propietario del mismo, y para 
hacerse cargo deberá abonar la multa correspondiente y gastos de los 
servicios municipales por su captura y/o manutención. De no hacerlo en el 
Plazo de tres días será sacrificado el animal, sin perjuicio de reclamar el 
importe de tales gastos.

Art.5.9 Las personas mordidas por un perro darán cuenta inmediata­
mente a las autoridades sanitarias. Los propietarios del animal están 
obligados a facilitar los datos que se le exijan, e incluso a ponerlo a 
disposición de tales autoridades si éstas lo juzgasen conveniente.

Art. 6.9 Las personas, propietarias o no de animales, que conozcan 
casos de rabia y no los denuncien, serán puestos a disposición de la autoridad 
judicial como presuntos inculpados de un delito contra la salud pública.

Bases r tarifas

Art. 7.9 |.a base del tributo se compondrá de unos derechos fijos 
eorrcspondicntes al importe de los servicios de vacunación.

Art. 8.9 |.a exacción del tributo se ajustará a la siguiente tarifa:
Derechos de registro (por año):

Perros del país. 250 pesetas.
Perros de lujo. 500 pesetas.

Derechos de vacunación y medalla:
Perros del país. 250 pesetas.
Perros de lujo. 500 pesetas.

Exenciones

Art. 9.9 I. Se hallan exentos del pago del presente tributo, aunque no 
la vacunación:

■a) Los perros lazarillos que sirven de guías a los ciegos.
b) Los que sean de propiedad de personas incluidas en el padrón de 

beneficencia.

c) Los perros que sean propiedad del Estado. Comunidad Autónoma 
0 este municipio y estén dedicados a los fines de salvaguardar la seguridad

u orden público inherentes a los distintos cuerpos, organizaciones o 
institutos a que pertenezcan.

2. Salvo supuestos establecidos en el número anterior, no se admitirá 
en materia de precios públicos beneficio tributario alguno.

Administración r cobranza

Art. 10. Anualmente se avisará el lugar, día y hora que va a proccdcrsc 
a la vacunación. Los propietarios de animales concurrirán con ellos al 
llamamiento.

Art. II. A solicitud de los interesados podrán hacerse las vacunaciones 
a domicilio. El Alcalde o persona en quien delegue accederá discrccionalmcntc 
a ello previo pago de los recargos que el solicitante deberá ingresar con 
carácter previo a la prestación de tal servicio.

Art. 12. Las cuotas liquidadas y no satisfechas a su debido tiempo se 
harán efectivas por la vía de apremio administrativo.

Partidas fallidas

Art. 13. Se considerarán partidas fallidas o créditos incobrables 
aquellas cuotas que no hayan podido hacerse efectivas por el procedimiento 
de apremio, para cuya declaración se formalizará el oportuno expediente, 
de acuerdo con lo prevenido en el vigente Reglamento General de 
Recaudación.

Infracciones r defraudación

Art. 14. En todo lo relativo a infracciones, sus distintas calificaciones, 
así como las sanciones que a las mismas puedan corresponder y procedimiento 
sancionador. se estará a lo que dispone la Ordenanza general de gestión, 
recaudación e inspección de este Ayuntamiento y. subsidiariamente, la Ley 
General Tributaria; todo ello sin perjuicio de en cuantas otras responsabi­
lidades civiles o penales puedan incurrir los infractores.

I "igencia

La presente Ordenanza comenzará a regir desde el I de enero de 1990. 
y permanecerá vigente, sin interrupción, en tanto no se acuerde su 
modificación o derogación.

Tasas por servicios de alcantarillado .

Fundamento legal

Artículo 1.9 Ejercitando la facultad reconocida en los artículos 106 de 
la Ley 7 de 1985. de 2 de abril, y 58 de la Ley 39 de 1988. de 28 de diciembre, 
y dando cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 15 al 19. todos ellos 
de la propia Ley Reguladora de las Haciendas Locales, se establece en este 
término municipal una tasa sobre la prestación de los servicios de 
alcantarillado.

Obligación de contribuir

Art. 2.9 I. Hecho imponible. Constituye el hecho imponible de 
esta tasa:

A) La actividad muñicipal tendente a verificar si sedan las condiciones 
necesarias para autorizar la acometida a la red de alcantarillado.

B) La utilización del servicio de alcantarillado.
2. Obligación de contribuir. La obligación de contribuir nacerá 

desde que tenga lugar la prestación del servicio.
3. Sujeto pasivo. I stán obligados al pago los propietarios o 

usufructuarios de fincas en las cuales tenga establecido este Ayuntamiento 
el alcantarillado público y sus servicios inherentes.

Bases de gravamen r tarifas

Art. 3.9 C orno base del gravamen se tomará el valor según el impuesto 
sobre bienes inmuebles, aplicando el 3 <A sobre la base liquidable de dicho 
valor.

Art. 4.9 |.a cuota por toma o enganche inicial a la ed de alcantarillado 
será de 5.000 pesetas.

Exenciones

Art. 5.11 I. Estarán exentos el Estado, la Comunidad Autónoma y 
provincia a que este municipio pertenece, asi como cualquier mancomunidad, 
área metropolitana u otra entidad de la que forme parte, por todos los 
aprovechamientos inherentes a los servicios públicos de comunicaciones que 
exploten directamente y por todos los que inmediatamente interesen a la 
seguridad y defensa nacional.

2. Salvo los supuestos establecidos en el número anterior, no se 
admitirá, en materia de tasas, beneficio tributario alguno.

Administración r cobranza

Art. 6.“ Las cuotas correspondientes a esta exacción serán objeto de 
recibo único, cualquiera que sea su importe.
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Art. 7.e Anualmente se formará un padrón en el que figurarán los 
contribuyentes afectados y las cuotas respectivas que se liquiden por 
aplicación de la presente Ordenanza, el cual será expuesto al público por 
quince dias, a efectos de reclamaciones, previo anuncio en el Boletín Oficial 
de la Provincia, y edictos en la forma acostumbrada.

Art. 8.9 Las bajas deberán cursarse, a lo más tardar, el último dia 
laborable del respectivo periodo, para surtir efectos a partir del siguiente. 
Quienes incumplan tal obligación seguirán sujetos al pago de la exacción.

Art. 9.9 Las altas que se produzcan dentro del ejercicio surtirán efectos 
desde la fecha en que nazca la obligación de contribuir.

Partidas fallidas

Art. 10. Se considerarán partidas fallidas o créditos incobrables 
aquellas cuotas que no hayan podido hacerse efectivas por el procedimiento 
de apremio, para cuya declaración se formalizará el oportuno expediente, 
de acuerdo con lo prevenido en el vigente Reglamento General de 
Recaudación. .

Infracciones y defraudación

Art. II. En todo lo relativo a infracciones, sus distintas calificaciones, 
asi como las sanciones que a las mismas puedan corresponder y procedimiento 
sancionador. se estará a lo que dispone la Ordenanza general de gestión, 
recaudación c inspección de este Ayuntamiento y, subsidiariamente, la Ley 
General Tributaria, todo ello sin perjuicio de en cuantas otras responsabi­
lidades civiles o penales puedan incurrir los infractores.

Vigencia

La presente Ordenanza comenzará a regir desde el I de enero de 1990, 
y permanecerá vigente, sin interrupción, en tanto no se acuerde su 
modificación o derogación.

ORDENANZA NUM. 16

Precio público por la prestación de servicios de voz pública o anuncios 
por megafonía

Articulo l.° Concepto. De conformidad con lo previsto en el 
articulo 117. en relación con el articulo 4I.B). ambos de la Ley 39 de 1988. 
de 28 de diciembre, reguladora de las haciendas locales, este municipio 
establece el precio público de voz pública o anuncios por megafonia.

Art. 2." Obligados al pago. Están obligados al pago del precio 
público regulado en esta Ordenanza quienes se beneficien del servicio 
prestado a que se refiere el articulo anterior.

Art. 3.9 Cuantía. La cuantía del precio público por la difusión de 
noticias por medio de voz pública, pregonero o megafonia será de 1.000 
pesetas por cada recorrido, turno o anuncio y por cada anunciante.

Art. 4.° Obligación de pago.
I. La obligación de pago del precio público regulado en esta Ordenanza 

nace al autorizarse la prestación del servicio, atendiendo a la petición 
formulada por el interesado.

2. I I pago de dicho precio público se efectuará en ese momento.
Art. 5.” Gestión. Los interesados en que se les preste el servicio a 

que se refiere la presente Ordenanza presentarán solicitud detallada sobre 
la naturaleza, contenido y extensión del servicio deseado.

ORDENANZA NUM. 17

Precio público por la prestación de servicios o realización de actividades 
en centros deportivos y recreativos

Xormas particulares

Articulo I." I I fundamento del presente precio público radica en la 
utilización de los servicios deportivos y recreativos municipales que se 
detallan en la presente Ordenanza.

Art. 2." 1 starán obligados al pago del precio público regulado en esta 
Ordenanza quienes utilicen las instalaciones deportivo-recreativas. propiedad 
o gestionadas por el Ayuntamiento.

Art. 3.° El pago se realizará por adelantado en el momento de la 
solicitud, como trámite previo a la prestación del servicio y en el momento 
de reservar la utilización de las instalaciones.

Tarifas

Abono familiar:
Matrimonio. 6.000 pesetas.
Por cada hijo menor de 14 años. 2.000 pesetas.
Por cada hijo mayor de 14 años. 3.000 pesetas.

Abono individual:
Mayores de 14 años. 4.000 pesetas.
Menores de 14 años. 2.500 pesetas.

Abono jubilados:
Individual, 1.000 pesetas.
Matrimonio. 2.000 pesetas.

Entradas:
Mayores de 14 años, 400 pesetas.
Menores de 14 años, 200 pesetas.

Están exentos de toda cuota los menores de 4 años.

ORDENANZA NUM. 18

Normas de gestión y tarifas del precio público 
por apertura de calicatas o zanjas en la vía pública 

y cualquier remoción del pavimento o aceras en la misma

Artículo 1.9 a) En las solicitudes para la utilización de la vía pública 
por los conceptos en este titulo regulados, el peticionario deberá expresar 
de manera concreta el lugar y plazo de ejecución de los trabajos, asi como 
la fecha previsible de su duración.

b) La cuantía del precio devengado por este aprovechamiento será 
determinada por períodos mínimos de cuatro días, prorrogables sucesivamente 
por otros cuatro, según la duración de la obra, sin perjuicio de que el exceso 
lo fuere por fracción.

c) En la tercera prórroga, esto es, pasados los doce días de la apertura 
de la zanja, se devengarán derechos por importe del doble de la tarifa 
señalada y por cada período de cuatro días.

d) En la sexta prórroga y en las sucesivas que pudieran solicitarse, la 
tarifa aplicable será la equivalente al cuádruple de la señalada inicialmcnte.

e) Quedarán sin efecto los incrementos de la tarifa previstos en los 
apartados anteriores, cuando se produzcan circunstancias sobrevenidas, no 
imputables al solicitante, en la ejecución de las obras que impidan un normal 
desarrollo de las mismas.

Art. 2.9 Las oficinas técnicas podrán conceder las licencias con carácter 
provisional cuando las circunstancias asi lo aconsejen, siendo requisito 
imprescindible para la concesión de las mismas que con la solicitud se 
acompañe el justificante de haber satisfecho el pago de la tarifa correspon­
diente. .

Art. 3.9 a) En ningún caso se autorizará que una zanja esté abierta 
en una longitud mayor de 200 metros.

b) En todo caso, el Ayuntamiento se resera la potestad de denegar o 
dilatar la concesión de la licencia cuando razones de interés público se lo 
aconsejen.

Art. 4.9 La solicitud de ocupación del dominio público llevará consigo 
la prestación de la correspondiente fianza, que será establecida sobre la base 
de la longitud de la zanja, siempre que el ancho del pavimento afectado no 
sea superior a un metro, en la cantidad de 100 pesetas por metro lineal o 
fracción. Si la anchura de la zanja fuera superior a un metro, se aplicará el 
módulo de 200 pesetas por metro lineal afectado, por un cociente que 
represente la anchura y que será la unidad entera por exceso del ancho 
máximo en metros de la zanja a ejecutar.

Tarifa
Aceras: ■
I. Pavimentadas. 50 pesetas.
2. Sin pavimentar. 25 pesetas.
Calzada:
3. Pavimentada. 200 pesetas.
4. Sin pavimentar. 100 pesetas.

ORDENANZA NUM. 19

Precio público por utilización del vuelo de la vía pública

Articulo 1.9 Concepto. De conformidad con lo previsto en el 
articulo 117. en relación con el 41. A), ambos de la Ley 39 d^ 1988. de 28 de 
diciembre, reguladora de las haciendas locales, este Ayuntamiento establece 
el precio público por utilizaciones privativas o aprovechamientos especiales 
del subsuelo, suelo y vuelo de la vía pública, especificado en las tarifas 
contenidas en el apartado 3 del artículo 4.9 siguiente, que se regirá por la 
presente Ordenanza.

Art. 2.» Obligados al pago. Están obligados al pago del precio 
público regulado en esta Ordenanza las personas o entidades a cuyo favor 
se otorguen las licencias, o quienes se beneficien del aprovechamiento, si se 
procedió sin la oportuna autorización.

Art. 3.9 Quedan exceptuados del gravamen:
a) Las palomillas que se coloquen al solo efecto de bajar o subir 

muebles y las destinadas a sostener anuncios y toldos.
h) Los toldos colocados verticalmente en el interior de los porches o 

pendientes verticales de una marquesina satisfarán la mitad de la cuota 
fijada.
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Arl. 4.9 Cuantía.
I. La cuantía del precio público regulado en esta Ordenanza será la 

ijada en las tarifas contenidas en el apartado 3 siguiente.
2. No obstante lo anterior, para las empresas explotadoras de servicios 

e suministros que afecten a la generalidad o a una parte importante del 
vecindario, la cuantía del precio público regulado en esta Ordenanza 
consistirá, en todo caso y sin excepción alguna, en el 1.5 % de los ingresos 

rulos procedentes de la facturación que obtengan anualmente en este 
termino municipal dichas empresas.

l a cuantía de este precio público que pudiera corresponder a Telefónica 
e España. S. A., está englobada en la compensación en metálico de 

periodicidad anual a que se refiere el apartado I del artículo 4.9 de la Ley 
5 de 1987. de 30 de julio (disposición adicional octava de la Ley 39 de 1988. 

de 28 de diciembre).
3- Las tarifas de este precio público serán las siguientes:
El tipo será el 1,75 % en las facturaciones de baja tensión, siendo el 1.5 % 

c tipo general para el resto de las facturaciones.
Arl. 5.9 Normas de gestión.
L Las cantidades exigibles con arreglo a las tarifas se liquidarán por 

cada aprovechamiento solicitado o realizado y serán irreductibles por los 
periodos de tiempo señalados en los respectivos epígrafes.

2. Las personas o entidades interesadas en la concesión de aprovecha­
mientos regulados en esta Ordenanza deberán solicitar previamente la 
correspondiente licencia y realizar el depósito previo a que se refiere el 
articulo siguiente.

- • Una vez autorizada la ocupación, si no se determinó con exactitud 
a duración del aprovechamiento, se entenderá prorrogada hasta que se 

presente la declaración de baja por los interesados.
4. La presentación de la baja surtirá efectos a partir del día primero del 

Período natural de tiempo siguiente señalado en los epígrafes de las tarifas, 
a no presentación de la baja determinará la obligación de continuar 

abonando el precio público.
Art. 6.9 Obligación de pago.
1 ■ La obligación de pago del precio público regulado en esta Ordenanza 

nace:
a) I ratándose de concesiones de aprovechamientos de la vía pública. 

en el momento de solicitar la correspondiente licencia.
b) I ratándose de concesiones de aprovechamientos ya autorizados y 

Prorrogados, el día primero de cada uno de los períodos naturales de tiempo 
señalados en la tarifa.

2- El pago del precio público se realizará:
a) I ratándose de concesiones de nuevos aprovechamientos, por ingreso 

irecto en la Depositaría Municipal o donde estableciese el Excmo. Ayun- 
lamiento. pero siempre antes de retirar la correspondiente licencia.

Este ingreso tendrá carácter de depósito previo, de conformidad con lo 
dispuesto en el articulo 47.1 de la Ley 39 de 1988. de 28 de diciembre. 
Mucdando elevado a definitivo al concederse la licencia correspondiente.

b) f ratándose de concesiones de aprovechamientos ya autorizados y 
Prorrogados, una vez incluidos en los padrones o matrículas de este precio 
Publico, por anualidades naturales en las oficinas de la Recaudación 

unicipal, desde el día 16 del primer mes del año hasta el 15 del segundo

Disposición final
Ea presente Ordenanza entrará en vigor el día de su publicación en el

Oficial de la Provincia y comenzará a aplicarse a partir del día I de 
enero de 1990. permaneciendo en vigor hasta su modificación o derogación 
expresas.

ORDENANZA NUM. 20

Precio público por ocupación de la vía pública 
con quioscos e industrias callejeras

Artículo 1.9 Están sujetos al pago de la tarifa regulada en la presente 
■"denanza los aprovechamientos del dominio público que se realicen 

mediante quioscos permanentes, puestos fijos, puestos de temporada. 
aclividades circunstanciales, actividades sin puesto, aparatos automáticos, 
mercadillos y ferias o cualquier otro aprovechamiento que pudiera dar lugar 
d nacimiento de la obligación del pago del precio público establecido.

Art. 2.9 a) Los aprovechamientos enumerados en el articulo anterior 
SCrán objeto de concesión previa licitación o de la preceptiva autorización.

b) Aquellos aprovechamientos que hubieran sido objeto de concesión 
mcdiante licitación se regirán por las determinaciones establecidas en los 
rcsPectivos pliegos de condiciones durante el periodo de vigencia de los 
mismos. ' •

Art. 3.9 Estarán asimismo sujetos al pago del precio público tarifado: 
, a) La colocación de aparatos automáticos en terrenos de dominio 

Público.

b) La ocupación de la vía pública con motivo del ejercicio de 
actividades realizadas mediante ventanales o escaparates pertenecientes a 
establecimientos o por cualquier otra instalación que no reúna las caracte­
rísticas propias de los locales.

Arl. 4.9 Renuncias. Si expedida la correspondiente autorización, el 
beneficiario renunciase a la misma, de manera que impidiera la utilización 
del dominio público por cualquier persona con derecho al mismo aprove- 
chameinto, aquél estará obligado al pago del 50 % de la cuota correspon­
diente.

Tarifas

I. Por metro cuadrado de ocupación y trimestre, irreductible, en 
puestos fijos. 200 pesetas.

2. Por venta de mercancías ambulante y sin puesto fijo, cada día. 200 
pesetas.

ORDENANZA NUM. 21

Precio público por ocupación de la vía pública 
con mesas, sillas, veladores y tribunas

Articulo 1.9 En los aprovechamientos de la vía pública, parques y 
jardines municipales con mesas, sillas y veladores, sometidos todos ellos a 
autorización, el solicitante deberá expresar la superficie a ocupar por dichos 
elementos, expresada en metros cuadrados, o. en su caso, el número de 
mesas y sillas o veladores, así como el lugar de emplazamiento, no pudiendo 
exceder la superficie ocupada por los mismos del 50 r/( del ancho de la acera.

Como elemento cuantificador. la ocupación de una mesa y cuatro sillas 
se cifra en 2 metros cuadrados.

Art. 2.9 a) A los efectos del pago de estas tarifas, se entenderá por 
temporada el período comprendido entre el I de marzo y el 31 de octubre.

b) Cuando las autorizaciones sean solicitadas por períodos de tiempo 
inferiores al de una temporada, el pago de la tarifa-correspondiente se 
prorraterará por mensualidades completas, iniciándose el devengo desde el 
día primero del mes en que se haya autorizado el aprovechamiento.

Arl. 3.9 En terrenos de propiedad particular lindantes con la vía 
pública queda prohibido colocar veladores, si no se encuentran aquellos 
cerrados por muros, vallas o verjas, autorizados por el Ayuntamiento 
siendo preceptiva, en cualquier caso, la previa obtención de la correspondiente 
licencia.

Tarifas

Ocupación con veladores o mesas y sillas por cada metro cuadrado o 
fracción, por temporada. 1.000 pesetas.

Si la ocupación es por todo el año. las tarifas anteriores se incrementarán 
en un 20 c/c.

ORDENANZA NUM. 22

Precio público por ocupación de la vía pública 
con pasos, badenes y reservas de espacios en la calzada 

con prohibición de estacionamiento a terceros

Articulo 1.9 Se entenderá modificación de la rasante de la acera todo 
lo que suponga alteración de la linea de rasante, bien sea en la totalidad del 
plano superior o en la arista exterior de dicha acera, comprendiéndose al 
efecto los badenes, desniveles, rebajas de altura, escotaduras, sustituciones 
de la línea oblicua en lugar de la horizontal y. en suma, toda modificación 
del aspecto exterior del acerado.

Art. 2.9 Se considerará como unidad de concepto, a efectos de pago en 
la tarifa correspondiente. 5 metros o fracción de la anchura del paso o badén, 
medidos entre los puntos del bordillo en que éste pierde su altura o 
configuración normal.

Art. 3.9 La existencia de pasos o badenes debidamente autorizados 
llevará aparejada la obligación de obtener la licencia de reserva de espacio 
en la calzada, con prohibición de estacionamiento a terceros y el abono dé­
la tarifa correspondiente.

Art. 4.9 Estarán obligados al pago del precio público los solicitantes de 
la oportuna autorización del aprovechamiento de la via pública y, en 
cualquier caso, los dueños del inmueble beneficiarios del mismo, los cuales 
autorizarán con su firma las solicitudes relativas a estos aprovechamientos.

Arl. 5.9 I. Con carácter general se requerirá para la concesión de la 
baja la correcta reposición del dominio público a su estado original. Dicha 
reposición podrá realizarse, en vía de opción, directamente por el propio 
interesado o subsidiariamente por el municipio con cargo al particular. 
Exccpcionalmcntc podrá concederse a la baja electos temporales desde la 
solicitud de la misma, siempre que el solicitante opte claramente, en el acto 
de la petición, por la cjccüción municipal de la reparación de la acera, 
comprometiéndose al abono de los correspondientes trabajos.

2. Cuando la reconstrucción de la acera o la retirada de las placas de 
prohibición de estacionamiento se hubiere efectuado antes del I de julio del 
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año correspondiente, se devengará en ese ejercicio exclusivamente el 50 % 
de la cuota anual.

3. Las autorizaciones que se otorguen con posterioridad al I de julio 
devengarán asimismo exclusivamente el 50 % de la cuota anual.

Art. 6.S En el supuesto de entrada de camiones a locales comerciales, 
las cuatro primeras horas de la reserva de espacio autorizada se computarán 
a los efectos de la tarifa correspondiente como una hora. A los efectos del 
pago de la tarifa únicamente se computarán las horas comprendidas entre 
las 8.00 y las 24.00 horas.

Art. 7.9 Quedan exceptuadas del pago de los precios públicos por 
reserva de espacio, pero no asi de la obligación de solicitar la oportuna 
autorización:

a) Reservas de espacio para servicios públicos y urgencia.
h) Reservas de espacio para estacionamiento ante organismos públi­

cos.
c) Placas portátiles, con prohibición de las 6.00 a las 9.00 horas.
Art. 8.9 No estarán obligados al pago del precio público regulado en 

el presente capítulos los edificios del Estado, provincia o Comunidad 
Autónoma y los dedicados a centros de enseñanza reconocidos pof el 
Ministerio de Educación y Ciencia.

Art. 9." La solicitud de ocupación del dominio público llevará consigo 
la prestación de la correspondiente fianza, que será establecida sobre la base 
de imputar la cantidad de 1.000 pesetas por cada metro o fracción de exceso 
del paso o badén.

Tarifas

Por cada badén en la acera, por metro Inieal, 1.000 pesetas.

ORDENANZA NUM. 23

Precio público por aprovechamiento especial 
derivado del tránsito de ganados

Artículo 1.9 Será objeto de esta exacción el aprovechamiento especial 
de las vías municipales al conducir por ellas los ganados, con restricción del 
uso público, manifestado mayormente en las manadas o rebaños que 
originan molestias al vecindario.

Art. 2.9 I. Hecho imponible. Está constituido por el aprovecha­
miento especial especificado en los artículos precedentes.

2. Obligación de contribuir. La obligación de contribuir nace con 
el aprovechamiento especial de la vía pública por el tránsito de ganados.

3. Sujeto pasivo. Están obligados al pago de este precio público las 
personas naturales o jurídicas propietarias de los ganados.

Art. 3.9 Estarán exentos el Estado, la Comunidad Autónoma y 
provincia a que este municipio pertenezca, asi como cualquier mancomunidad, 
área metropolitana u otra entidad de la que forme parte.

Art. 4.” La presente exacción municipal se regulará de acuerdo con la 
siguiente tarifa:

Por cada cabeza de ovino, al año. 10 pesetas.
Por cada cabeza de cabrio, al año. 10 pesetas.

ORDENANZA NUM. 24

Precio público por desagüe de canalones y otras instalaciones análogas 
en terrenos de uso público

Articulo 1.9 I. Constituirá el objeto de esta exacción el vertido de 
aguas en terrenos de uso público procedentes de los inmuebles, tanto si 
estuvieran dotados de canalones, bajada, gárgolas u otras instalaciones 
análogas, como si carecieran en absoluto de dichos elementos.

2. No se hallarán sujetos los inmuebles que. disponiendo de instalaciones 
adecuadas, viertan directamente sus aguas a la red de alcantarillado, de 
forma que no se produzca el desagüe en terrenos de uso público.

Art. 2.9 I. Hecho imponible. Está constituido por el vertido de 
aguas en terrenos de uso público procedentes de los inmuebles.

2. La obligación de contribuir nace desde el momento en que se inicie 
el aprovechamiento.

3. Sujeto pasivo. Las personas naturales o jurídicas propietarias o 
usufructuarias de los inmuebles gravados son las obligadas al pago de esta 
exacción.

Art. 3.9 Constituye la base de este precio público la longitud en metros 
lineales de la fachada de la finca y la categoría de la calle.

Tarifas

Se aplicarán las siguientes:
Canales o canalones, por metro lineal, en todas las calles. 40 pesetas.

ORDENANZA NUM. 25

Precio público por rodaje y arrastre de vehículos 
que no se encuentren gravados por el impuesto 

sobre vehículos de tracción mecánica

Artículo l.e De conformidad con lo previsto en el artículo 117. en 
relación con el 41.A), ambos de la Ley 39 de 1988, de 28 de diciembre, 
reguladora de las haciendas locales, se establece el precio público por rodaje 
y arrastre de vehículos que no se encuentren gravados por el impuesto sobre 
vehículos de tracción mecánica, que se regirá por la presente Ordenanza.

Art. 2.9 Están obligados al pago del precio público regulado en esta 
Ordenanza:

a) Los propietarios o poseedores de los vehículos.
b) Los conductores de los vehículos.
Art. 3.9 Constituirá el hecho imponible de este precio público la 

utilización de las vías municipales por los vehículos expresados en el articulo 
I.9 de esta Ordenanza.

Art. 4.9 Estarán exentos de este precio público el Estado, la Comunidad 
Autónoma y la provincia a que este municipio pertenece, asi como la 
mancomunidad u otra entidad a la que se halle asociado.

Art. 5.6 El precio público se exigirá por unidad de vehículos, en función 
de las características expresadas en el cuadro de tarifas.

Art. 6.9 Se establecen, en cómputo anual, las siguientes tarifas:
Carros de dos o más ruedas y tracción animal, con llantas metálicas, 400 

pesetas.
Carros de dos o más ruedas y tracción animal, con llantas de goma, 400 

pesetas.
Tractores no sujetos al impuesto de vehículos de tracción mecánica. 

1.500 pesetas.
Remolques y cubas cisterna de tractor. 600 pesetas.
Motocultores. 600 pesetas.

SECCION SEPTIMA
ADMINISTRACION DE JUSTICIA
AUDIENCIA PROVINCIAL Núm. 9.476

Don José-Maria Peláez Sainz, secretario de Sala de la Sección Cuarta de
la Audiencia Provincial de Zaragoza;
Certifica: Que por la Sala de la Sección Cuarta de la Audiencia 

Provincial, y en la apelación de los autos a que luego se hará mención, se 
dictó la sentencia cuyos encabezamiento y parte dispositiva son del tenor ,
literal siguiente: e

«Sentencia número 85. — limos, señores: Presidente, don José-Fernando [ 
Martinez-Sapiña y Montero; magistrados, don José-Javier Solchaga Loitegui ] 
y don Carlos Bermúdez Rodríguez. — En la Inmortal Ciudad de Zaragoza ( 
a 12 de febrero de 1990. — Visto por la Sección Cuarta de la Audiencia < 
Provincial de Zaragoza, integrada por los magistrados que se citan, el j 
recurso de apelación contra la sentencia dictada el 14 de julio de 1988 por । 
el Juzgado de Primera Instancia número 3 de Zaragoza, en autos de juicio t 
de menor cuantía, seguidos con el número 128 de 1988, sobre declaración e 
de derechos hereditarios, de que dimana el presente rollo de apelación c 
número 682-659 de 1988. en el que han sido partes: apelantes, las actoras r
Pilar Bañólas de Ayala. mayor de edad, soltera, del comercio, vecina de 
Barcelona, y Josefina-Ana Bañólas Ayala. mayor de edad, casada, vecina 
de Lons Le Perlic (Francia), representadas por la procuradora doña Begoña 
Uriarte González y asistidas del letrado don Gumersindo Claramunt 
Uriarte. y apelantes, asimismo, los demandados Enrique Ayala Morell. 
mayor de edad, soltero, farmacéutico, vecino de Fuentes de Ebro (Zaragoza), 
y Pilar Lizaga Berges. mayor de edad, viuda, sus labores, vecina de
Barcelona, y sus hijos Carlos. Pilar, María-Asunción y María del Carmen t| 
Ayala Lizaga. mayores de edad, vecinos de Barcelona, representados por la c 
procuradora doña Maria-Jbsé-Cristina Sanjuán Grasa y asistidos del 
letrado don Manuel Albareda Díaz, y apelados, los herederos desconocidos c 
de Enrique Ayala Callizo y Enriqueta Fragas de Ayala. no comparecidos.
y ponente, el limo, señor magistrado don José-Javier Solchaga Loitegui, y— h

Fallamos: Que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recurso ei 
de apelación interpuesto por la representación procesal de los demandantes |r 
Josefina-Ana Bañólas Ayala y Pilar Bañólas Ayala. y haber lugar en parte p. 
al interpuesto por los demandados Enrique de Ayala Morell y Pilar Lizaga cc 
Berges. y María-Asunción. María del Carmen, Carlos y María-Pilar Ayala 
Lizaga. contra la sentencia de fecha 14 de julio de 1988, resolución que 
revocamos parcialmente, y en Su virtud declaramos:

E í£

Que la comunidad hereditaria de Enrique de Ayala Piquer está formada y 
por los herederos Enrique de Ayala Morell, con una participación de ai
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363/600 avas partes; Carlos de Ayala Morell (sucedido por su viuda Pilar 
I-izaga Berges y sus hijos Carlos, Maria-Pilar, Maria-Asunción y María del 
Carmen Ayala Lizaga), con una participación de 135/600 avas partes; Pinar 
Bañólas de Ayala, con una participación de 68/60 avas partes, y Josefina 
Ana Bañólas de Ayala, con una participación de 34/600 avas partes, siendo 
objeto de la misma, entre sus bienes, la casa número 7 de la calle Trallero, 
de Fuentes de Ebro, en la forma que se describe en el documento obrante 
al folio 176 de septiembre de 1906, y las fincas rústicas descritas en el 
documento número 42, acompañado con la demanda (folio 78) certificación 
del Consorcio para la Gestión e Inspección de las Contribuciones Territoriales, 
salvo las fincas señaladas como polígono 39, parcela 16, cuya inclusión se 
determinará en las operaciones particionales.

Se decreta el cese de la indivisión de la herencia, procediéndose en 
ejecución de sentencia a la realización judicial de la partición, hasta la 
adjudicación y entrega a cada heredero de la porción correspondiente.

Se condena a Enrique de Ayala Morell a la rendición de cuentas de la 
administración del patrimonio hereditario desde los quince años anteriores 
a la fecha de presentación de la demanda y al cumplimiento de lo dispuesto 
en el articulo 1.063 del Código Civil. La rendición de cuentas respecto de 
la casa dicha se hará desde la fecha del fallecimiento de la madre del 
expresado demandado.

No se hace condena en costas en ninguna de las dos instancias, 
desestimándose el resto de las pretensiones, de las que se absuelve a los 
demandados.

Asi por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certificación al rollo de 
Sala y autos originales, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. — José 
Fernando Martínez-Sapiña. José-Javier Solchaga. Carlos Bermúdez.» 
(Rubricados.)

Así resulta de su original, a que me remito. Y para que conste y remitir 
al Boletín Oficial de la Provincia para su publicación, al objeto de que sirva 
de notificación en forma a la parte demandada incomparecida en apelación 
herederos desconocidos de Enrique Ayala Callizo y Enriqueta Fragas de 
Ayala, extiendo y firmo la presente certificación, con el visto bueno del 
dustrisimo señor presidente de la Sala, en la Inmortal Ciudad de Zaragoza 
a catorce de febrero de mil novecientos noventa. — El secretario, José-María 
Peláez. Visto bueno: El presidente, José-Fernando Martínez-Sapiña.

AUDIENCIA PROVINCIAL DE MADRID Núm. 16.857
Doña Laura Carrillo Abós, secretaria sustituía de la Sección Décima de la 

Audiencia Provincial de Madrid;
Certifica: Que en el rollo de apelación número 833 de 1987 existe la 

resolución del siguiente tenor literal:
«Sentencia. — Sección Décima de lo Civil. — limos, señores: Don 

Enrique Ruiz y Gómez de Bonilla, don Joaquín Navarro Estevan y don 
Virgilio Martín Rodríguez. - En Madrid a 20 de marzo de 1989. Vistos 
cn grado de apelación por la Sección Décima de la Audiencia Provincial de 
Madrid los autos de juicio ejecutivo, procedentes del Juzgado de Primera 
Instancia número 7 de los de Madrid, seguidos entre partes: de una, 
como demandante-apelada, Caja de Crédito del Colegio de Ingenieros de 
Caminos, Canales y Puertos, S. C. L., representada por el procurador don 
-losé Granados Weil y defendida por el letrado don Juan Calotes Lizana. y 
los demandados-apelados Juan-José Prior Martínez, Eulalia Alcón Mem- 
brano y Construcciones Rafael, S. A., que por su incomparecencia se han 
entendido, en cuanto a ellos, las actuaciones en la sede del Tribunal, y de 
0,ra parte, como demandado-apelante, Femando-Jesús Lafuente Laborda, 
niayor de edad, casado, vecino de Zaragoza (avenida de Goya, 4), represen- 
•ado por la procuradora doña Soledad Sanmaleo García y defendido por el 
letrado don Manuel Pola Belenguer, sobre reclamación de cantidad.

Visto siendo ponente el limo, señor don Joaquín Navarro Esteban.

I. Antecedentes de hecho:

Primero. La Sala acepta y da por reproducidos los antecedentes de 
hecho de la resolución apelada.

Segundo. Con fecha 19 de noviembre de 1986, el limo, señor magis­
trado-juez de Primera Instancia número 7 de los de Madrid dictó sentencia/ 
cuya parte dispositiva es del siguiente tenor literal:

“Fallo: Que debo mandar y mando seguir adelante la ejecución despa­
chada en estos autos contra Juan-José Prior Martínez, Femando-Jesús 
l-afuente Laborda, Eulalia Alcón Membrano y Construcciones Rafael, S. A., 
haciendo trance y remate en los bienes embargados, y con su producto, 
entero y cumplido pago a la ejecutante Caja de Crédito del Colegio de 
Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos, S. C. L., de la suma de 10.211.780 
Pesetas, importe del principal reclamado, gastos de protesto, intereses y 
costas, las cuales expresamente se imponen a los demandados.”.

Tercero. — Notificada la mencionada sentencia a las partes, contra la 
niisma se interpuso recurso de apelación por la presentación legal de 
Fcrnando-Jesús Lafuente Laborda, al que le fue admitido en ambos efectos, 
V en su virtud, y previos los oportunos emplazamientos, se han remitido los 
autos a esta Superioridad, ante la que han comparecido el expresado ape­
ante y la apelada Caja del Crédito del Colegio de Ingenieros de Caminos,

Canales y Puertos, S. C. L., y sin la asistencia de los apelados Juan-José 
Prior Martínez, Eulalia Alcón Membrano y Construcciones Rafael, S. A., 
que por sus incomparecencias se han entendido, en cuanto a ellos, las 
actuaciones en la sede del Tribunal, sustanciándose el recurso por sus 
trámites legales y celebrándose la vista de la apelación el día 14 de marzo de 
1989, con la asistencia de ambos letrados, quienes informaron en apoyo de 
sus respectivas pretensiones cuanto creyeron conveniente.

Cuarto. En la tramitación del juicio en ambas instancias se han 
observado y cumplido las prescripciones legales.

11. Fundamentos de derecho:

Primero. - Las alegaciones del apelante se han dirigido, más que a la 
impugnación de la sentencia recurrida, a la que apenas ha aludido, a solicitar 
la nulidad de las actuaciones a partir, inclusive, de la diligencia de embargo. 
Se fundamenta para ello en el presunto incumplimiento por el Juzgado 
“a quo" de lo establecido en los artículos 1.443, 268 y 263, todos de la Ley 
Procesal Civil. Concretamente se alega que no se dice que se llevaron a cabo 
las dos buscas requeridas por el artículo 1.443 y que las respectivas diligencias 
no aparecen firmadas por los testigos que exige el artículo 263. Pero lo cierto 
es que, en primer lugar, constan en autos las dos diligencias de busca, tanto 
la especifica como la incluida en la de requerimiento de pago, embargo y 
citación de remate, correctamente realizadas, y que, de conformidad con lo 
dispuesto en el articulo 282 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en relación 
con el artículo 281, no tenía por qué darse la intervención adicional de 
testigos al actuar un oficial habilitado por el secretario judicial. No cabe, 
por tanto, sino confirmare! auto de 10 de octubre de 1986.

Segundo. Alega finalmente el apelante que la póliza fue afianzada 
por un apoderado que carecía de poder para ello. Pero no se ha acreditado, 
ni intentado acreditar, tal extremo ni se ha impugnado en forma alguna la 
existencia de un poder especial otorgado por el apelante, en favor de M iguel 
Angel Puyol y García, el día 2 de noviembre de 1984, ante el notario de 
Zaragoza don Alejandro Diez Cabezudo, con el número 5.307 de su proto­
colo. Por lo demás, consta en autos que el ahora apelante fue claro benefi­
ciario de las cambiales por las que se instrumentó el crédito.

Tercero. - Conforme a lo dispuesto en el artículo 1.475, párrafo primero, 
de la Ley Procesal Civil, procede imponer al apelante las costas de esta 
alzada.

Vistos los preceptos legales citados y los demás de pertinente y general 
aplicación.

III. Parle dispositiva:

Fallamos: Que desestimando tanto el recurso de apelación interpuesto 
contra el auto de fecha 10 de octubre de 1986 como el interpuesto contra la 
semencia de fecha 19 de noviembre de 1986, dictados ambos por el ilustri- 
simo señor magistrado-juez del Juzgado de Primera Instancia número 7 de 
Madrid e interpuestos ambos recursos por la procuradora señora Sanmaleo 
García, debemos confirmar y confirmamos íntegramente las expresadas 
resoluciones, con expresa imposición al apelante de las costas de esta alzada.

Devuélvanse los autos originales al Juzgado de su procedencia, acom­
pañados de certificación literal de esta resolución, para su cumplimiento y 
ejecución.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se llevará certificación al rollo 
de Sala, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

Notifíquese conforme a lo prevenido por la Ley a Juan-José Prior 
Martínez, Eulalia Alcón Membrano y Construcciones Rafael, S. A., caso 
de no solicitarse la personal dentro del término de tercero día, y notifíquese 
dicha sentencia a las partes, con sujeción a lo dispuesto en el artículo 248.4 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Publicación. Leída y publicada ha sido la anterior sentencia por el 
limo, señor magistrado-juez don Joaquín Navarro Estevan, ponente en 
estos autos, estando celebrando audiencia pública la Sección Décima de lo 
Civil de esta Audiencia Provincial en el día de la fecha, de lo que como 
secretaria de la misma certifico.

La presente resolución concuerda bien y fielmente con su original, a que 
me remito en prueba de conformidad.

Y para que así conste y sirva de notificación a la demandada-apelada 
incomparecida Construcciones Rafael, S. A., mediante la publicación del 
correspondiente edicto en el Boletín Oficial de la Provincia de Zaragoza, 
expido la presente, que firmo y sello en Madrid a trece de marzo de mil 
novecientos noventa. La secretaria, Laura Carrillo Abós.

Juzgados de Primera Instancia
JUZGADO NUM. 8 Núm. I8j71

El juez del Juzgado de Primera Instancia número 8 de Zaragoza;
Hace saber: Que en autos núm. 198 de 1988, a instancia de Maria-José 

Latorre Escartin, representada por el procurador señor Andrés Laborda. 
siendo demandada Carmen Fernández Salorio, mayor de edad y vecina de 
El Ferrol (La Coruña), con domicilio cn calle Rio Castro, núm. 4, se ha > 
acordado librar el presente y su publicación por término de veinte días, 
anunciándose la venta pública de los bienes embargados como de la 
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propiedad de la parte demandada, que con su valor de tasación se 
expresarán, en las siguientes condiciones:

IPara tomar parte deberá consignarse previamente el 20 % de dichos 
precios de tasación.

2 .a Se admitirán posturas por escrito, en sobre cerrado, depositado en 
la Mesa del Juzgado con anterioridad a iniciarse la licitación.

3 .a Dicho remate podrá cederse a tercero.
4 .a Los bienes objeto de embargo se encuentran depositados en poder 

de la parte demandada, pudicndo ser examinados por quien lo desee.
5 .a Tendrá lugar en este Juzgado, a las 10.00 horas de las siguientes 

fechas:
Primera subasta, el 24 de abril próximo; en ella no se admitirán posturas 

inferiores a las dos terceras partes de dichos avalúos. De no cubrirse lo 
reclamado y quedar desierta en todo o en parte, segunda subasta el 24 de 
mayo siguiente; en ésta las posturas no serán inferiores a la mitad de los 
avalúos. De darse las mismas circunstancias, tercera subasta el 26 de junio 
próximo inmediato, y será sin sujeción a tipo.

Son dichos bienes:
I. Siete vestidos blancos, de niña. Valorados en 7.000 pesetas.
2. Cuatro chaquetas blancas, de niña. Valoradas en 4.000 pesetas.
3. Dos vestidos y dos chaquetas de color rosa. Valorados en 2.000 

pesetas.
4. Cuatro camisas marca “Vanelli". Valoradas en 2.000 pesetas.
5. Una caja registradora, marca “TRQ”. Valorada en 15.000 pesetas.
6. Doce jerséis de señora. Valorados en 12.000 pesetas.
7. Cincuenta y cuatro vestidos diferentes, de niña. Valorados en 54.000 

pesetas.
8. Cinco collares de bisutería. Valorados en 1.000 pesetas.
9. Cuarenta y tres cajas de hilo, “Fiterman”, de varios colores. 

Valoradas en 10.000 pesetas.
10. Ciento cuarenta y seis vestidos y trajecitos de niño. Valorados en 

146.000 pesetas.
Servirá el presente, en su caso, de notificación en forma a la parte 

demandada de dichas subastas.
Dado en Zaragoza a quince de marzo de mil novecientos noventa. - El 

juez. El secretario.

JUZGADO NUM. 10 Núm. 15.296

El juez del Juzgado de Primera Instancia número 10 de Zaragoza;
Hace saber: Que en autos núm. 267 de 1989, a instancia de Castilla. 

Instalación de Oficinas. S. A., representada por el procurador señor San Pío 
Sierra, siendo demandada Vinardcll y Ansón, S. A., con domicilio en calle 
La Coruña. núms. 21 y 23. bajos, de Zaragoza, se ha acordado librar el 
presente y su publicación por término de veinte días, anunciándose la venta 
pública de los bienes embargados como de la propiedad de la parte 
demandada, que con su valor de tasación se expresarán, en las siguientes 
condiciones:

I .a Para tomar parte deberá consignarse previamente el 20 % de dichos 
precios de tasación.

2 .a Se admitirán posturas por escrito, en sobre cerrado, depositado en 
la Mesa del Juzgado con anterioridad a iniciarse la licitación.

3 .a Dicho remate podrá cederse a tercero.
4 .a Los bienes embargados se encuentran en posesión de la parte 

demandada, a disposición de este Juzgado.
5 .a Tendrá lugar en este Juzgado, a las 10.00 horas de las siguientes 

fechas:

Primera subasta, el 25 de abril próximo; en ella no se admitirán posturas 
inferiores a las dos terceras partes de dichos avalúos. De no cubrirse lo 
reclamado y quedar desierta en todo o en parte, segunda subasta el 22 de 
mayo siguiente; en ésta las posturas no serán inferiores a la mitad de los 
avalúos. De darse las mismas circunstancias, tercera subasta el 18 de junio 
próximo inmediato, y será sin sujeción a tipo.

Son dichos bienes:
Una mesa “Basic”, de 1,80 x 0,80, de color beige. Valorada en 10.000 

pesetas.
Un ala para mesa “Basic". Valorada en 4.000 pesetas.
Un bloque de cajones “Basic". Valorado en 4.000 pesetas.
Un armario “Ofita”, A-212. Valorado en 10.000 pesetas.
Un armario “Ofita", A-l 18-C. Valorado en 10.000 pesetas.
Un sillón “Saucer", R-A-G-440. Valorado en 5.000 pesetas.
Cuatro sillones “Saucer”, R-E-F-Arán 440. Valorados en 12.000 pesetas.
Una lámpara “Lince". Valorada en 3.000 pesetas.
Una fotocopiadora “Minolta", ED-350. Valorada en 35.000 pesetas.
Una máquina eléctrica, “Silver", BFED-EX-30. Valorada en 12.000 

pesetas.
Un coche “Ford Trans 100", matrícula Z-2637-Z. Valorado en 700.000 

pesetas.
Un coche marca “Renault", modelo R-4 F-6, matrícula Z-5688-Z. 

Valorado en 350.000 pesetas.
Dado en Zaragoza a nueve de febrero de mil novecientos noventa. - E 

juez. — La secretaria.

Juzgados de lo Social
JUZGADO NUM. 2

Cédula de citación Núm. 17.742

En cumplimiento de lo ordenado por el limo, señor magistrado-juez en 
autos seguidos bajo el número 120 de 1990, instados por Juan-Angel Utrilla 
Fernández, contra Aguir, S. A., y otro, sobre prestación de fondo, y encon­
trándose la demandada en ignorado paradero se le cita para que compa­
rezca ante la sala de audiencia de este Juzgado de lo Social (sito en Capitán 
Portolés, 1,3 y 5, de esta capital), al objeto de asistir a los actos de concilia­
ción y juicio que tendrán lugar el día 19 de abril de 1990, a las I LOO horas, 
advirtiéndole que si no compareciere le parará el perjuicio a que hubiere 
lugar en derecho.

Y para que sirva de citación a la demandada Aguior, S. A., se inserta la 
presente cédula en el Boletín Oficial de la Provincia.

Zaragoza a quince de marzo de mil novecientos noventa. — El secretario.

JUZGADO NUM. 2

Cédula de citación Núm. 17.747

En cumplimiento de lo ordenado por el limo, señor magistrado-juez en 
autos seguidos bajo el número 88 de 1990, instados por Alejandro López 
Sánchez, contra Maria-Jesús Roña Ndongo. sobre cantidad,, y encontrán­
dose la demandada en ignorado paradero se le cita para que comparezca 
ante la sala de audiencia de este Juzgado de lo Social (sito en Capitán 
Portolés. 1. 3 y 5. de esta capital), al objeto de asistir a los actos de concilia­
ción y juicio que tendrán lugar el día 17 de abril de 1990, a las 11.20 horas, 
adviniéndole que si no compareciere le parará el perjuicio a que hubiere 
lugar en derecho.

Y para que sirva de citación a la demandada Maria-Jesús Roña Ndongo, 
se inserta la presente cédula en el Boletín Oficial de la Provincia.

Zaragoza a quince de marzo de mil novecientos noventa. — El secretario.
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